PROGRAMA HACIA CERO PAPEL
18 de marzo
Acta Nº 1-2019



Inicia la sesión al ser las trece horas, con la asistencia de las y los siguientes integrantes: Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez (Preside), Marielos Gamboa Conejo, Maureen González Barrantes, Dixon Li Morales, Orlando Castrillo Vargas, Juan Gabriel Mena Araya, Ericka Chavarría Astorga, Ericka Leiva Díaz, Ana Laura Ureña Morales, Lourdes Montenegro Espinoza, Lilliana Saborío Saborío, Adriana Sequeira Muñoz, Sergio Valdelomar Fallas, Mario Serrano Zamora, Melania Soto Delgado, Damaris Cruz Obregón, Rodolfo Arce Hernández, Roberth Alpízar López y Argili Gómez Siu. 




ARTÍCULO I

La integrante Pizarro Gutiérrez expone Agenda 2-2018 del 26 de noviembre del 2018.
Se acordó:  Tomar nota.


ARTÍCULO II
Informa la Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez que el Magistrado Luis Guillermo Rivas Loaiciga se integrará a las reuniones del Programa Hacia Cero Papel.
Se acordó:   Tomar nota.



ARTICULO III

Se hace de conocimiento el acuerdo de Corte Plena de sesión N°9-19 del 4 de marzo del año en curso y que literalmente dice:



“San José, 5 de marzo de 2019
N°2273-19
						Al contestar refiérase a este # de oficio

Señor Magistrado
Msc. Jorge Enrique Olaso Álvarez
Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia

Estimado señor:

	Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N°9-19 celebrada el 4 de marzo del año en curso, que en lo conducente dice:

[bookmark: _Toc536776292][bookmark: _Toc536193944][bookmark: _Toc512616][bookmark: _Toc1117965][bookmark: _Toc1727581]“ARTÍCULO IX

Documento N°10822-10, 13822-18

El Consejo Superior en sesión N° 1-19 celebrada el 8 de enero en curso, artículo LXV, se adoptó el acuerdo que literalmente dice:

“En sesión Nº 46-15 celebrada el 14 de mayo de 2015, artículo LXXII, en lo que interesa se solicitó a la Dirección de Planificación que en conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, elaborara una metodología que permitiera revisar y evaluar la política actual del citado Programa, lo anterior con el fin de generar una propuesta de ajuste y actualización.

La licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez, Coordinadora del Programa Hacia Cero Papel, remite para análisis de este Consejo, el oficio N° PHCP-09-2018 del 16 de noviembre de 2018, que contiene la propuesta de la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”, ello en atención con lo dispuesto en la sesión Nº 46-15 celebrada el 14 de mayo 2015 artículo LXXII, mediante el cual acordó que el “…Departamento de Planificación en conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, elaboren una metodología que permita revisar y evaluar la política actual del citado Programa, lo anterior con el fin de generar una  propuesta de ajuste y actualización.”

Seguidamente se transcribe el informe PHCP-09-2018, que dice:

“(…).

El proceso construcción de la nueva política inició desde finales de 2016, la cual se supeditó a la Metodología de Administración de Proyectos Institucionales del Poder Judicial, además se tomó como base para su desarrollo los parámetros que debe tener una política pública así establecidos por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN); en ese sentido  se llevaron a cabo primero un diagnóstico y luego una serie de talleres donde se propició un proceso de diálogo, consulta, validación y participación de actores estratégicos -internos y externos al Poder Judicial- que directa e indirectamente se prevé obtendrán un beneficio o mejoría de la situación actual con la política, contándose con la orientación en este proceso de construcción, de dos personas representantes de MIDEPLAN.

El producto obtenido del diagnóstico y los diferentes talleres realizados, fue analizado por un equipo de trabajo conformado por: Argili Gómez Siu, María de los Ángeles Gamboa Consejo, Rocío Picado Vargas, Orlando Castrillo Vargas y Erick Alfaro Romero; quienes con los insumos elaboraron la propuesta de la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”, la cual incorpora los siguientes componentes:

 Identificación del problema y definición de objetivo
 Participación y los grupos de población objetivo
 Marco legal de la política
 Enfoques, principios y características
 Ejes de intervención, objetivos, resultados, acciones y otras variables
 Modelo de gestión
 Visualización de actores, gobernanza y participación 
 Seguimiento, control, evaluación y rendición de cuentas
 Plan de acción

[bookmark: _Hlk511293942][bookmark: _Hlk529871768]Es importante señalar, que poner en práctica nuevas formas de actuación para lograr una justicia pronta, eficiente, eficaz y efectiva de conformidad con el mandato constitucional (artículo 41 de la Constitución Política), es una obligación y responsabilidad de todas y todos dentro del Poder Judicial; por lo que, la nueva “política hacia una justicia pronta y sin papeles” tiene como alcance, el establecimiento de una política pública que contribuya a encaminar al Poder Judicial  a mejorar en gran medida el acceso a la justicia y la tutela efectiva de una justicia pronta y cumplida, ya que busca la eliminación progresiva de los formalismos excesivos e innecesarios en la tramitación de los procesos (administrativos y jurisdiccionales), que permita la reducción del uso del papel en los procesos judiciales en general y la maximización de los recursos tecnológicos, sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas usuarias.   Esto desde tres ejes o líneas de acciones, por un lado propiciando a celeridad y simplificación del sistema de Administración de justicia, a través del rediseño judicial;  que conlleve necesariamente la articulación de los diferentes intervinientes en la administración de justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de los recursos y la calidad del servicio público; todo de la mano de los esfuerzos estratégicos que se deben implementar en el Poder Judicial, para lograr paulatinamente un cambio en la cultura institucional que incorpore como un factor importante la gestión o administración de talento del personal judicial, como un medio para la mejora continua del servicio contando con la participación de las personas usuarias en el proceso.

Así, el Programa Hacia Cero Papel presenta la nueva “política hacia una justicia pronta y sin papeles”, propuesta que fue remitida previamente a todas las jefaturas de las oficinas administrativas, altos jerarcas de la Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Comisión de Acceso a la Justicia, personas internas y externas al Poder Judicial que participaron en los diferentes talleres, entre otras actores estratégicos; donde las observaciones recibidas fueron valoradas por el equipo de trabajo.

(…)”


-0-

[bookmark: _Hlk2243737]Se acordó:1.) Tener por rendido el informe oficio N° PHCP-09-2018 del 16 de noviembre de 2018, remitido por la Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez, Coordinadora del Programa Hacia Cero Papel, que contiene la propuesta de la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”, ello en atención con lo dispuesto en la sesión Nº 46-15 celebrada el 14 de mayo 2015 artículo LXXII. 2.) Tomar nota de los resultados obtenidos y remitir el presente acuerdo a la Corte Plena, para su respectiva valoración y aprobación. Se declara acuerdo firme.”

-0-

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir al magistrado Olaso para su estudio e informe, el acuerdo del Consejo Superior, que traslada a conocimiento de esta Corte, para su valoración y aprobación, la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”. Se declara acuerdo firme.”



De usted atentamente, 


Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General 
Corte Suprema de Justicia


cc.	Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez, Coordinadora del Programa Hacia Cero Papel
	Sra. Yasmín Marchena Espinoza, Secretaria Ejecutiva de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia
	Diligencias / Ref: (N°10822-10, 13822-18)
	P.T.  
	Melania”

Se acordó:  Tomar nota.



Artículo IV

Se adjunta el Plan Anual de Objetivos (PAO) y Presupuesto del Programa para este año:





	
	 

	
	PROGRAMA HACIA CERO PAPEL

	
	
	
	
	

	Partida/ Grupo
	Subpartida
	Concepto
	Presupuesto    Aprobado   2019
	

	
	
	
	
	

	
	
	
	
	

	
	
	TOTAL
	2.164.764
	

	
	
	
	
	

	1
	
	SERVICIOS
	2.086.066
	

	
	
	
	
	

	105
	
	GASTOS DE VIAJE Y TRANSPORTE
	659.798
	

	
	10501
	Transporte dentro del país
	106.471
	

	
	10502
	Viáticos dentro del país
	553.327
	

	
	
	
	
	

	107
	
	CAPACITACIÓN  Y PROTOCOLO
	1.426.268
	

	
	10701
	Actividades de capacitación
	1.384.102
	

	
	10702
	Actividades Protocolarias y Sociales
	42.166
	

	
	
	
	
	

	2
	
	MATERIALES Y SUMINISTROS
	78.698
	

	
	
	
	
	

	202
	
	ALIMENTOS Y PRODUCTOS AGROPECUARIOS
	78.698
	

	
	20203
	Alimentos y Bebidas
	78.698
	

	 
	 
	 
	 
	

	
	
	
	
	
	




Se acordó:  Tomar nota




ARTICULO V
Para conocimiento del Programa se transcribe el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión extraordinaria 18-19 (Presupuesto 2020), celebrada el 28 de febrero del año en curso: 

“ARTICULO I

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, presenta el informe resumen del Anteproyecto de Presupuesto y el Plan Anual Operativo, correspondiente a cada una de las comisiones institucionales y del programa “Hacia Cero Papel” y el Consejo de Personal, que presentaron sus peticiones de gasto para el 2020.


…Tabla 1. Detalle comparativo del presupuesto por comisión 2019 - 2020
[image: ]


Figura 1.Porcentaje de avance del PAO 2018 por cada Comisión / Programa Institucional

Fuente: Sistema PAO, fecha de corte de la información 20-2-19.

Es importante señalar, que en el caso de las comisiones que no lograron alcanzar el cumplimiento del 100% en su plan anual operativo, a continuación, se muestra el detalle de las metas que no fueron completadas y afectaron el cumplimiento de la totalidad del plan:


	Comisión / Programa
	% avance PAO 2018
	Detalle de las metas inconclusas

	
	
	Descripción de la meta
	Avance registrado


	Comisión / Programa
	

	
	Formulación Plan Anual Operativo 2020

	
	







	PROGRAMA HACIA CERO PAPEL
	









5. Finalmente, se presenta el detalle de las personas de cada Comisión y Programa, con las que se coordinó el Anteproyecto de Presupuesto  2020:

	[bookmark: _Hlk505090053]COMISIÓN / PROGRAMA
	PERSONAS

	1. COMISIÓN DE ATENCIÓN Y PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR
	Sandra Agüero Monge 

	2. COMISIÓN DE GÉNERO 
	Laura Sanabria Villalobos

	3. COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN DEFAMILIA, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA
	Sandra Agüero Monge 

	4. COMISIÓN DE TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL
	Dennis Madrigal Quesada

	5. COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA
	Miguel Muñoz Flores

	6. COMISIÓN DE GESTIÓN INTEGRAL DE LA CALIDAD de la JUSTICIA (GICA)
	Andrés Méndez Bonilla

	7. COMISION DE RELACIONES LABORALES
	Carlos Lizano Alfaro

	8. COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN LABORAL
	Kenneth Muñoz Rojas

	9. CONSEJO DE PERSONAL
	Carlos Lizano Alfaro

	10. COMISIÓN DE SALUD Y SEGURIDAD OCUPACIONAL
	Carlos Lizano Alfaro

	11. COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN CIVIL
	Laura Rivera Ballestero

	12. COMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA
	Melisa Benavidez Víquez

	13. PROGRAMA HACIA CERO PAPEL
	Roberth Alpizar López

	14. COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN AGRARIO Y AGROAMBIENTAL
	Damaris Vargas Vásquez

	15. COMISIÓN DE GESTION AMBIENTAL INSTITUCIONAL
	Eugenio Solís Rodriguez

	16. COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE TRÁNSITO
	Minor Mendoza Cascante

	17. COMISIÓN DE ASUNTOS PENALES
	José Alberto Meléndez Zúñiga

	18. COMISIÓN CONTRA EL HOSTIGAMIENTO SEXUAL
	Laura Sanabria Villalobos



Se acordó: 1) Aprobar el anteproyecto de Presupuesto 2020 y los Planes Anuales Operativos de las comisiones institucionales, el Programa "Hacia Cero Papel" y el Consejo de Personal, conforme el detalle presentado…”.

Se acordó:  Tomar nota. 



ARTICULO VI

Se comenta acerca de la importancia de actualizar la información de la página del Programa Hacia Cero Papel, para lo cual se solicita los nombres de algunos de los integrantes de los diferentes ámbitos con el propósito de recibir una capacitación por parte de la Dirección de Tecnología de la Información.  

Se acordó:  1) Designar al Lic. Rodrigo Villegas por parte del Ministerio Público y Ana Laura Ureña Morales del Centro de Apoyo.  2) Recordar a los equipos de los otros ámbitos remitir el nombre de las personas designadas para efectos de coordinar lo correspondiente.


ARTICULO VII

La Licda. Maureen González Barrantes del Departamento de Prensa y Comunicaciones expone acerca de la campaña de divulgación del Programa Hacia Cero Papel que se realizó en el mes de diciembre.  

Se acordó:  Divulgar de nuevo las capsulas informativas de la campaña del Programa Hacia Cero Papel que se remitieron en diciembre. 

ARTÍCULO VIII

Licda. Pizarro señala la importancia de las reuniones del Programa, por lo que se solicita designar por ámbito las personas que asistirán.
Se acordó: 1) Designar del Equipo Ámbito Administrativo a:  Marielos Gamboa Conejo, Direccion Ejecutiva; Licda. Maureen González Barrantes, Departamento de Prensa y Comunicaciones; Lic. Dixon Li Morales, Dirección de Planificación; Lic. Orlando Castrillo Vargas, Dirección de Tecnología de la Información; Lic. Juan Gabriel Mena Araya, Dirección de Gestión Humana; Licda. Ericka Chavarría Astorga, Contraloría de Servicios; Miguel Ovares Chavarría, Departamento de Proveeduría.  Equipo Ámbito Jurisdiccional: Licda. Lourdes Montenegro Espinoza, materia Laboral; Licda. Ericka Leiva Díaz, Juzgado Penal Juvenil San José; Ana Laura Ureña Morales, Centro de Apoyo; Licda. Adriana Sequeira Muñoz, Comisión Civil. Equipo Ministerio Público: Lic. Sergio Valdelomar Fallas, Fiscal.  2) Estar a la espera que el Equipo de la Defensa Pública y del Organismo de Investigación Judicial designen un representante. 

ARTÍCULO IX
Se comenta acerca de la importancia de calendarizar las reuniones del Programa Hacia Cero Papel con el fin de no interferir en la programación de las agendas de los integrantes.
Se acordó:  Gestionar lo pertinente para realizar el cronograma de reuniones de este año y comunicarlo a las y los integrantes del Programa para reservar el espacio en sus respectivas agendas.

ARTÍCULO X

Se pone en conocimiento del Programa Hacia Cero Papel el oficios de informe sobre consumo de papel y tóner en los Centros de Impresión ubicados en los distintos edificios de Tribunales del país y fotocopias, que corresponde al I y II semestre de 2018:




                                                                       


[bookmark: _GoBack]Se acordó:  1) Tomar nota.  2) Hacer de conocimiento de la Fiscalía General de la República, Dirección de la Defensa Pública y Dirección del Organismo de Investigación Judicial. 3)  Solicitar a los integrantes del Programa ampliar los lineamientos y control de consumo de papel y fotocopias en sus oficinas y sensibilizar sobre el tema. 


Se levanta la sesión a las 15:10 horas
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		Tema Estratégico:

Optimización e innovación de los servicios judiciales

Objetivo:

1  - 1. Una vez aprobada por el Consejo Superior la nueva Política Institucional “Hacia una Justicia Pronta y Sin Papeles”, hacer la presentación a las distintas Jefaturas del Poder Judicial, para poder lograr el objetivo primordial de la misma, a saber: Coadyuvar con el jerarca del Poder Judicial a resolver los problemas de formalismos excesivos e innecesarios en las gestiones judiciales, procurando para ello integrar esfuerzos a nivel institucional en la promoción del uso de herramientas tecnológic

Estratégico:
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Accion Estratégica:

OE.1.4 - SERVICIOS TECNOLÓGICOS: Implementar soluciones tecnológicas estandarizadas, innovadoras e integrales para una gestión judicial, técnica y administrativa eficiente.

Meta

Indicador

Meta PEI

Actividades

Actividad PEI

Coordinacion Interna

Coordinacion PEI

Coordinación Externa

Ejes

1.1 - Que al 31 de diciembre de 2020, todas las Jefaturas del Poder Judicial estén en conocimiento de las nuevas políticas Hacia Cero Papel, para lo cual se llevarán a cabo al menos dos charlas de presentación de las nuevas políticas.

Charlas impartidas

NO

1.1.1 - Charlas a las Jefaturas del Poder Judicial, poniendo en conocimiento las nuevas políticas.

NO

1.2 - Que al 31 de diciembre de 2020, se haya reducido la brecha tecnológica, incentivando para ello el uso de computadoras portátiles y tabletas, durante la realización de las distintas diligencias judiciales; minimizando de ese modo el uso de papel para imprimir los documentos y/o expedientes que se requieren durante las diligencias judiciales para lo cual se realizarán al menos dos campañas de divulgación sobre los beneficios del uso d esas herramientas.

Campañas realizadas

NO

1.2.1 - Campañas de divulgación sobre los beneficios del uso d esas herramientas, durante la realización de las distintas diligencias judiciales.

NO

1.3 - Que al 31 de diciembre de 2020, se haya llevado a cabo al menos una campaña informativa dirigida a todos los circuitos judiciales, donde se promueva el uso eficiente de las herramientas tecnológicas disponibles y sus bondades, con la finalidad de articular esfuerzos  a nivel institucional en procura de una justicia pronta y sin papeles.

Campaña informativa realizada

NO

1.3.1 - Campaña informativa dirigida a todos los circuitos judiciales, donde se promueva el uso eficiente de las herramientas tecnológicas disponibles y sus bondades.

NO

ESCUELA JUDICIAL

NO

UNIDAD DE PRODUCCION AUDIOVISUAL

NO

OFICINA DE INFORMACION Y PRENSA

NO

Ninguna

Ambiente

Innovación
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COMISIÓN / PROGRAMA

PRESUPUESTO 

APROBADO 

2019

PRESUPUESTO 

SOLICITADO 

2020

PORCENTAJE DE 

VARIACIÓN

1COMISIÓN DE ATENCIÓN Y PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR

2.338.718 2.279.153

-2,55%

2COMISIÓN DE GÉNERO 

3.016.451 3.016.395

0,00%

3COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN DE FAMILIA, NIÑEZ Y ADOLESCENCIA

2.207.302 1.898.116

-14,0%

4COMISIÓN DE TRANSPARENCIA INSTITUCIONAL

1.907.011 1.906.611

0,0%

5COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA

1.780.685 1.459.107

-18,06%

6COMISIÓN DE GESTIÓN INTEGRAL DE LA CALIDAD DE LA JUSTICIA (GICA)

1.291.103 1.291.103

0,00%

7COMISION DE RELACIONES LABORALES

677.933 672.003

-0,87%

8COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN LABORAL

1.694.337 1.496.613

-11,67%

9CONSEJO DE PERSONAL

2.783.955 2.781.916

-0,07%

10COMISIÓN DE SALUD Y SEGURIDAD OCUPACIONAL

2.774.475 2.771.730

-0,10%

11COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN CIVIL 

2.656.147 2.426.339

-8,65%

12COMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA

1.567.135 1.010.798

-35,50%

13PROGRAMA HACIA CERO PAPEL

2.164.764 2.145.144

-0,91%

14COMISIÓN DE LA JURISDICCIÓN AGRARIO Y AGROAMBIENTAL

2.038.243 2.038.239

0,00%

15COMISIÓN DE GESTIÓN AMBIENTAL INSTITUCIONAL

2.155.542 1.916.407

-11,09%

16COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE TRÁNSITO

2.124.510 2.031.618

-4,37%

17COMISIÓN DE ASUNTOS PENALES

1.557.796 1.535.623

-1,42%

18COMISIÓN CONTRA EL HOSTIGAMIENTO SEXUAL

2.458.970 1.719.070

-30,09%

TOTALES 37.195.077 34.395.985 -7,53%

PRESUPUESTO COMPARATIVO 2019-2020

COMISIONES INSTITUCIONALES Y PROGRAMA CERO PAPEL 
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		Tema Estratégico:

Optimización e innovación de los servicios judiciales

Objetivo:

1  - 1. Una vez aprobada por el Consejo Superior la nueva Política Institucional “Hacia una Justicia Pronta y Sin Papeles”, hacer la presentación a las distintas Jefaturas del Poder Judicial, para poder lograr el objetivo primordial de la misma, a saber: Coadyuvar con el jerarca del Poder Judicial a resolver los problemas de formalismos excesivos e innecesarios en las gestiones judiciales, procurando para ello integrar esfuerzos a nivel institucional en la promoción del uso de herramientas tecnológic

Estratégico:
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Accion Estratégica:

OE.1.4 - SERVICIOS TECNOLÓGICOS: Implementar soluciones tecnológicas estandarizadas, innovadoras e integrales para una gestión judicial, técnica y administrativa eficiente.

Meta

Indicador

Meta PEI

Actividades

Actividad PEI

Coordinacion Interna

Coordinacion PEI

Coordinación Externa

Ejes

1.1 - Que al 31 de diciembre de 2020, todas las Jefaturas del Poder Judicial estén en conocimiento de las nuevas políticas Hacia Cero Papel, para lo cual se llevarán a cabo al menos dos charlas de presentación de las nuevas políticas.

Charlas impartidas

NO

1.1.1 - Charlas a las Jefaturas del Poder Judicial, poniendo en conocimiento las nuevas políticas.

NO

1.2 - Que al 31 de diciembre de 2020, se haya reducido la brecha tecnológica, incentivando para ello el uso de computadoras portátiles y tabletas, durante la realización de las distintas diligencias judiciales; minimizando de ese modo el uso de papel para imprimir los documentos y/o expedientes que se requieren durante las diligencias judiciales para lo cual se realizarán al menos dos campañas de divulgación sobre los beneficios del uso d esas herramientas.

Campañas realizadas

NO

1.2.1 - Campañas de divulgación sobre los beneficios del uso d esas herramientas, durante la realización de las distintas diligencias judiciales.

NO

1.3 - Que al 31 de diciembre de 2020, se haya llevado a cabo al menos una campaña informativa dirigida a todos los circuitos judiciales, donde se promueva el uso eficiente de las herramientas tecnológicas disponibles y sus bondades, con la finalidad de articular esfuerzos  a nivel institucional en procura de una justicia pronta y sin papeles.

Campaña informativa realizada

NO

1.3.1 - Campaña informativa dirigida a todos los circuitos judiciales, donde se promueva el uso eficiente de las herramientas tecnológicas disponibles y sus bondades.

NO

ESCUELA JUDICIAL

NO

UNIDAD DE PRODUCCION AUDIOVISUAL

NO

OFICINA DE INFORMACION Y PRENSA

NO

Ninguna

Ambiente

Innovación
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PODER JUDICIAL

DIRECCIÓN EJECUTIVA

SECCIÓN DE ANÁLISIS Y EJECUCIÓN



INFORME SOBRE CONSUMO DE FOTOCOPIAS, PAPEL, TONER EN LOS CENTROS DE IMPRESIÓN UBICADOS EN LOS EDIFICIOS DE TRIBUNALES, CORRESPONDIENTE AL I SEMESTRE DE 2018

La Dirección Ejecutiva monitorea periódicamente el consumo de papel, tóner y fotocopias que se consumen en los edificios principales de Tribunales de todo el país, lo anterior con el fin de determinar en dónde se presenta una mayor cantidad en el consumo de los insumos señalados, para el presente informe, se analizará tanto el consumo como el costo económico en que incurrió la Institución durante el I semestre de 2018.

Para lo anterior, la Dirección Ejecutiva recibe por parte de las Administraciones Regionales[footnoteRef:1] informes mensuales sobre el consumo de dichos insumos. (Ver anexos). [1: Circular N°42-2010 del 7 de mayo de 2010 de la Dirección Ejecutiva.] 


I. CONSUMO DE FOTOCOPIAS



a. Situación actual

Las Administraciones Regionales remiten a la Dirección Ejecutiva de forma mensual el detalle de las fotocopias consumidas por ámbito (Administrativo, Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia). Ver anexo N°1.

A continuación, se presenta el detalle de las fotocopias que se consumieron durante el I semestre de 2018.

Cuadro N° 1

RESUMEN CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR ADMINISTRACIÓN, I SEMESTRE 2018



		Administración

		Ámbito Adm. (926)

		Ámbito Jurisd (927)

		Ámbito Auxiliar de Justicia

		TOTAL FOTOCOPIAS

		COSTO (¢14,30)



		

		

		

		M.P (929)

		D.P.(930)

		O.I.J. (928)

		

		



		Adm. I Circ. Jud.  S. J.

		0

		31.136

		0

		0

		0

		31.136

		445.244.80



		Adm. II Circ. Jud. S. J.

		0

		24.580

		13.252

		5.203

		0

		43.035

		615.400,50



		Adm. Reg. Alajuela

		115

		33.011

		59.816

		99.730

		138

		192.810

		2.757183,00



		Adm. Reg. Cartago

		116

		27.765

		5.240

		6.034

		950

		40.105

		573.501,50



		Adm. Reg. Corredores

		99

		3.294

		46

		226

		213

		3.878

		55.455,40



		Adm. Reg. Golfito

		1.078

		12.083

		2.907

		16.653

		0

		32.721

		467.910,30



		Adm. Reg. Ciudad Jud. 

		975

		0

		0

		0

		1.326

		2.241

		32.046,30



		Adm. Reg. Liberia

		3

		25.712

		260

		21.031

		0

		31.426

		449.391,80



		Adm. Reg. Limón

		630

		2.969

		4.511

		4.387

		5

		12.502

		178,778,60



		Adm. Reg. Nicoya

		3.451

		12.048

		18.989

		6.049

		0

		40.537

		579.679,10



		Adm. Reg. P. Zeledón

		150

		7.059

		568

		1.497

		0

		9.274

		132.618,20



		Adm. Reg. Pococí

		0

		44.962

		32.724

		40.594

		45

		118.325

		1.692.047,50



		Adm. Reg. Puntarenas

		31.244

		0

		10.581

		33.406

		200

		75.431

		1.078.663,30



		Adm. Reg. San Ramón

		133

		21.749

		38.830

		29.717

		106

		90.535

		1.294.650,50



		Adm. Reg. San Carlos

		0

		2.516

		3.210

		0

		1.300

		7.026

		100.471,80



		Adm. Reg. Grecia 

		504

		3.248

		93

		80

		0

		3.925

		56.127,50



		Adm. Reg. Santa Cruz

		52

		26.084

		25.937

		9.209

		0

		61.282

		876.332,60



		Adm. Reg. Turrialba

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Adm. Reg. Heredia

		1.321

		64.458

		155.199

		114.885

		500

		336.363

		4.809.990,90



		Adm. Reg. Aguirre y Parrita

		0

		1.358

		0

		0

		0

		1.358

		19.419,40



		Unidad Adm.  Osa

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL POR SEMESTRE

		39.811

		344.032

		372.163

		388.701

		4.783

		1.133.910

		16.214.913,00





Fuente: Elaboración propia, según la información suministrada por las Administraciones Regionales.

Conforme la información del cuadro anterior, se tiene que durante el I semestre del 2018 se reprodujo la cantidad de 1.133.910 fotocopias con un costo de ¢16.214.913,00[footnoteRef:2]. El consumo de fotocopias se clasifica según el ámbito a que corresponde, por lo que, a seguidamente se presenta el detalle según su ámbito: [2:  Según información del Departamento de Proveeduría el costo aproximado de cada fotocopia es de ¢14.30. ] 


Cuadro N° 2

CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR AMBITO, I SEMESTRE 2018



		AMBITO

		I SEMESTRE 2018

		COSTO



		Ámbito Administrativo

		39,811

		569.297,30



		Ámbito Jurisdiccional

		336.760

		4.815.668,00



		Ámbito Aux. de Justicia

		757.339

		10.829.947,70



		TOTAL

		1.133.910

		16.214.913,00





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales. 



Gráfico N° 1
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Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales. 

	Así las cosas, se tiene que el ámbito administrativo reportó un consumo de 39.811 fotocopias con un costo de ¢569.297,30; el ámbito jurisdiccional reportó un consumo de 336.760 fotocopias con un costo de ¢4.815.668.00 y por último, el ámbito auxiliar de justicia un consumo de 757.339 fotocopias para un consumo de ¢10.829.947,70. Es importante señalar que dentro del ámbito administrativo las Administraciones de I Circuito Judicial de San José y Aguirre y Parrita, no reportan consumo de fotocopias ya que, según lo han indicado sus administradores por tratarse de una cantidad mínima las incluyen dentro del ámbito jurisdiccional (927), cabe señalar en este sentido ya solicitó que en los próximos reportes incluyan la información que corresponden a cada ámbito sin importar la cantidad de fotocopias reproducidas. En cuanto a la Administración Regional de Osa y Turrialba, destacar que esta no reporta consumo de fotocopias, lo anterior por cuanto no cuentan con servicio de fotocopiado en esa localidad.

A la fecha de este informe, no se muestra los datos de la Administración Regional de Limón de junio de 2018, ya que está a la espera a que el proveedor del servicio facilite la información correspondiente.

En cuanto al ámbito auxiliar de justicia es importante señalar que está compuesto por el Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial, a continuación se presenta el detalle del consumo de fotocopias al respecto:

Cuadro N° 3

DETALLE CONSUMO DE FOTOCOPIAS AMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA, I SEMESTRE 2018



		Ámbito Auxiliar de Justicia

		ISEMESTRE 2018

		COSTO



		Ministerio Público (929)

		372.163

		5.321.930,90



		Defensa Pública (930)

		380.393

		5.439.619,90



		O.I.J. (928)

		4.783

		68.396,90



		TOTAL

		757.339

		10.829.947,70





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales Judiciales.



Gráfico N° 2

CONSUMO DE FOTOCOPIAS AMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA, I SEMESTRE 2018





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales Judiciales.



Según el consumo de fotocopias del ámbito Auxiliar de Justicia, se tiene que la el Ministerio Público consumió 372.163 (45%) con un costo de ¢5.321.930,90, la Defensa Pública consumió 380.393 (47%) con un costo de ¢5.439.619,90, y por último, el Organismo de Investigación Judicial reporta un consumo de 4.783 (1%) con un costo de ¢68.396,90.




b. Consumo de fotocopias II semestre 2017 versus I semestre 2018

Para efectos de comparar el consumo de fotocopias, a continuación, se presenta el detalle de lo consumido en el II semestre del 2017 versus lo consumido durante el I semestre de 2018.

Cuadro N° 4

CONSUMO DE FOTOCOPIAS DURANTE EL II SEMESTRE DE 2017 VRS I SEMESTRE DE 2018

		Ámbito

		II semestre 2017

		I semestre 2018

		Diferencia



		Administrativo

		19,738

		39.811

		20.073



		Jurisdiccional

		378,566

		336.760

		-41.806



		Auxiliar de Justicia

		819,332

		757.339

		-61.993



		Total

		1,217,636

		757.339

		-83.726





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales Judiciales.



Con la información anterior, se tiene que en términos generales el consumo de fotocopias entre un semestre y otro, se presenta una disminución en el consumo de fotocopias de 83.726. En el ámbito Auxiliar de Justicia reporta una disminución en el consumo de este bien en 61.993 reproducciones, en virtud de lo anterior, se presenta el detalle que refleja dónde está dicha baja, a saber:

Cuadro N° 5

CONSUMO DE FOTOCOPIAS EN EL ÁMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA



		Programa

		II semestre 2017

		I semestre 2018

		Diferencia



		Ministerio Publico

		378,014

		372.163

		-5.851



		Defensa Pública

		437,282

		380.393

		-56.889



		O.I.J.

		4,036

		4.783

		747



		Total

		819,332

		757.339

		-61.993





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.





Como se aprecia en el cuadro anterior, se refleja el incremento en el consumo de fotocopias en el Organismo de Investigación Judicial, en donde de un periodo a otro aumento en 747 fotocopias, en tanto el Ministerio Público y la Defensa Pública la tendencia es hacia la disminución como se aprecia en el cuadro anterior.




II. CONSUMO DE PAPEL



a. Situación actual

 

A continuación, se presenta el reporte de consumo de resmas de papel F-74, en los distintos centros de impresión durante el I semestre de 2018.



Cuadro N° 6

 CONSUMO DE PAPEL EN CENTROS DE IMPRESIÓN I SEMESTRE 2018



		Administración

		I SEMESTRE 2018



		

		Papel (resmas)

		Promedio mensual



		

		

		Papel (resmas)



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		514

		86



		Administración Regional de Cartago

		186

		31



		Administración Regional de Corredores

		247

		41



		Administración Regional de Golfito

		141

		24



		Administración Regional de Grecia

		198

		33



		Administración Regional de Heredia

		375

		63



		Administración Regional de Osa

		110

		18



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		256

		43



		Administración Regional de Puntarenas

		633

		106



		Administración Regional de Turrialba

		278

		46



		Defensa Pública

		49

		8



		I Circuito Judicial de Alajuela

		392

		65



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		372

		62



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		495

		83



		I Circuito Judicial de San José

		662

		110



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		235

		39



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		146

		24



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		133

		22



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		215

		36



		II Circuito Judicial de San José

		1,537

		256



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		139

		23



		Ministerio Público

		739

		123



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		39

		7



		TOTAL DE PAPEL CONSUMIDO

		8,092

		1,349





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



Según la información anterior, se tiene que durante el I semestre del 2018, en los centros de impresión se consumieron 8,092 resmas de papel[footnoteRef:3], que representa un costo de ¢35.604.800.00[footnoteRef:4]. [3:  La resma de papel cuenta con 1000 hojas.]  [4:  Costo por resma de papel ¢4.400.00, según Sistema SIGAPJ] 





b. Consumo de papel II semestre 2017 versus I semestre 2018

Para efectos de comparar el consumo de papel, a continuación, se presenta el detalle de lo consumido en el II semestre del 2017 versus lo consumido durante el I semestre de 2018.

Cuadro N° 7

CONSUMO DE PAPEL DURANTE EL II SEMESTRE DE 2017 VRS I SEMESTRE DE 2018



		ADMINISTRACIÓN

		II SEMESTRE 2017

		I SEMESTRE 2018

		Diferencia



		Administración Regional de Quepos y Parrita

		228

		514

		286



		Administración Regional de Cartago

		165

		186

		21



		Administración Regional de Corredores

		276

		247

		-29



		Administración Regional de Golfito

		103

		141

		38



		Administración Regional de Grecia

		168

		198

		30



		Administración Regional de Heredia

		379

		375

		-4



		Administración Regional de Osa

		112

		110

		-2



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		257

		256

		-1



		Administración Regional de Puntarenas

		562

		633

		71



		Administración Regional de Turrialba

		237

		278

		41



		Defensa Pública

		40

		49

		9



		Administración Regional de Alajuela

		446

		392

		-54



		Administración Regional de Liberia

		405

		372

		-33



		Administración Regional de Limón

		444

		571

		51



		Administración I Circ. Jud. San José

		564

		662

		98



		Administración Regional de San Carlos

		214

		235

		21



		Administración Regional de Nicoya

		143

		146

		3



		Administración Regional de Santa Cruz

		174

		133

		-41



		Administración Regional de Pococí

		231

		215

		-16



		Administración II Circ. Jud. San José

		1,571

		1,537

		-34



		Administración Regional de San Ramón

		141

		139

		-2



		Ministerio Público

		340

		739

		399



		O.A.P.V.D.

		86

		39

		-47



		TOTAL

		7,286

		8,168

		806





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



[bookmark: _Hlk516563374]De conformidad con la información que se indica en el cuadro anterior, se tiene que del II semestre de 2017 al I semestre de 2018, en términos generales el consumo de papel en los distintos centros de impresión presentó un aumento 806 resmas. A continuación, se destaca el detalle de las Administraciones se presenta el mayor incremento en dicho consumo:

· Ministerio Público, 399 resmas 

· Administración Regional de Aguirre y Parrita, 286 resmas 

· Administración Regional del I Circuito Judicial de San José, 98 resmas

· Administración Regional de Puntarenas, 71 resmas

· Administración Regional de la Zona Atlántica, 51 resmas

Sobre este particular, es necesario indicar que se solicitó a las jefaturas de la Administraciones Regionales mediante correo electrónico del 22 de agosto de 2018, informar sobre los motivos que provocaron dicho aumento.

[bookmark: _Hlk524015305]Por correo electrónico del 22 de agosto de 2018 la Administración Regional de Puntarenas, informó que el aumento fue producto de la reubicación de oficinas en locales arrendados, producto del reforzamiento estructural del edificio de Tribunales de Puntarenas, lo que provocó la habilitación de dos centros adicionales. Por su parte, la Administración del I Circuito Judicial de San José, mediante correo electrónico del 24 de agosto de 2018, indico que el incremento obedeció a que el Departamento de Proveeduría tuvo un atraso en la entrega en los pedidos por lo que tuvieron que solventar las necesidades de las oficinas de la Periférica con las resmas de la Administración, esto por cuanto con la Reforma Procesal Civil y Reforma Procesal Laboral, se dio la conformación de nuevos Despachos Judiciales.

Por correo electrónico del 4 de setiembre de 2018, la Administración Regional de Quepos y Parrita relaciona el aumento en la cantidad de personas que solicitan hojas de delincuencia y certificaciones de pensión. Por su parte, en esa misma fecha la Administración Regional de Limón indica que se debe a la creación de nuevos centros de impresión (2) y de Despacho (Tribunal de Apelación) en la tercera torre. El Ministerio Público informó que, dado al cambio de jefatura, se está en proceso de restructuración de fiscalías, funciones, personal, entre otros, lo que ha llevado a la generación de más informes, trámite de más expedientes, incremento en plazas en algunas fiscalías, así como la disminución en otras; por lo que es de esperarse que tales cambios se vean reflejados tanto en los circulantes como en el gasto de consumibles para las funciones propias del Ministerio Público.

Cabe resaltar el compromiso que existe por parte de los y las Jefes de las Administraciones Regionales en el sentido de concientizar al personal de cada Despacho Judicial, para incentivar o motivar para disminuir el uso del papel.

Asimismo, se rescata el hecho de que las Administraciones reportan una disminución importante de un semestre a otro en cuanto al consumo de resmas de papel, a saber:

· Administración Regional de Alajuela (54 resmas)

· O.A.P.V.D. (47 resmas)

· Administración Regional de Santa Cruz (41 resmas) 

· Administración Regional de Pococí (16 resmas)

· Administración II Circuito Judicial de San José (34 resmas)

· Administración Regional de Liberia (33 resmas)

· Administración Regional de Corredores (29 resmas)

Sobre este tema en particular, cabe señalar que según lo informado por los responsables que se ha disminuido por medio de avisos internos, el uso razonable y sostenible del papel por parte de cada Despacho Judicial como buenas prácticas y también se hace mención a la implementación de los despachos electrónicos, lo que incide en una disminución en el uso de este bien. 



III.  CONSUMO DE TÓNER



a. Situación actual

A continuación, se presenta el detalle del tóner que se consumió en las impresoras ubicadas en los distintos centros de impresión.

Cuadro N° 8

 CONSUMO DE TONER EN CENTROS DE IMPRESIÓN I SEMESTRE 2018



		Administración

		I SEMESTRE 2018



		

		Tóner

		 Promedio de Tóner



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		8

		1



		Administración Regional de Cartago

		6

		1



		Administración Regional de Corredores

		12

		2



		Administración Regional de Golfito

		17

		3



		Administración Regional de Grecia

		7

		1



		Administración Regional de Heredia

		14

		2



		Administración Regional de Osa

		1

		0



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		18

		3



		Administración Regional de Puntarenas

		25

		4



		Administración Regional de Turrialba

		11

		2



		Defensa Pública

		18

		3



		I Circuito Judicial de Alajuela

		14

		2



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		27

		5



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		13

		2



		I Circuito Judicial de San José

		47

		8



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		3

		1



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		5

		1



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		18

		3



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		13

		2



		II Circuito Judicial de San José

		113

		19



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		7

		1



		Ministerio Público

		15

		3



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		20

		3



		TOTAL DE PAPEL Y TONER CONSUMIDO

		432

		72





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



Según la información anterior, se tiene que durante el I semestre del 2018, en los centros de impresión se consumieron 432 cartuchos de tóner, lo que representa un costo de ¢105.033.240.00[footnoteRef:5]. [5:  Según el Sistema SIGAPJ el costo por cartucho es de ¢243.132.50.] 




b. Consumo de tóner II semestre 2018 versus I semestre 2018

Para efectos de comparar el consumo de tóner, a continuación, se presenta el detalle de lo consumido en el II semestre del 2017 versus lo consumido durante el I semestre de 2018.









Cuadro N° 9

CONSUMO DE TÓNER DURANTE EL II SEMESTRE DE 2017 VRS I SEMESTRE DE 2018

		ADMINISTRACIÓN

		II SEMESTRE 2017

		I SEMESTRE 2018

		DIFERENCIA



		

		TONER (cartuchos)

		TONER (cartuchos)

		TONER (cartuchos)



		Administración Regional de Quepos y Parrita

		6

		8

		2



		Administración Regional de Cartago

		8

		6

		-2



		Administración Regional de Corredores

		12

		12

		0



		Administración Regional de Golfito

		10

		17

		7



		Administración Regional de Grecia

		3

		7

		4



		Administración Regional de Heredia

		15

		14

		-1



		Administración Regional de Osa

		0

		1

		1



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		18

		18

		0



		Administración Regional de Puntarenas

		33

		25

		-8



		Administración Regional de Turrialba

		8

		11

		3



		Defensa Pública

		18

		18

		0



		Administración Regional de Alajuela

		10

		14

		4



		Administración Regional de Liberia

		24

		27

		3



		Administración Regional de Limón

		10

		13

		3



		Administración I Circ. Jud. San José

		14

		47

		33



		Administración Regional de San Carlos

		3

		3

		0



		Administración Regional de Nicoya

		11

		5

		-6



		Administración Regional de Santa Cruz

		18

		18

		0



		Administración Regional de Pococí

		17

		13

		-4



		Administración II Circ. Jud. San José

		108

		113

		5



		Administración Regional de San Ramón

		5

		7

		2



		Ministerio Público

		7

		15

		8



		O.A.P.V.D.

		40

		20

		-20



		TOTAL

		398

		432

		34





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



[bookmark: _Hlk516564241]De conformidad con la información que se indica en el cuadro anterior, se tiene que del II semestre de 2017 al I semestre de 2018, en términos generales el consumo de tóner en los distintos centros de impresión presentó un aumento de 34 cartuchos.



Sin embargo, se destaca el detalle de que en algunas Administraciones Regionales se presenta un incremento en dicho consumo, mismas que se indican a continuación:

· Administración I Circuito Judicial de San José, 33 cartuchos

· Ministerio Público, 8 cartuchos

Cabe resaltar que el incremento en el consumo de los cartuchos de tóner es congruente con el consumo de papel que se indica en el punto II del presente informe.

Sobre este particular, es necesario indicar que se solicitó mediante correo electrónico del 24 de agosto de 2018 y se reiteró el 4 de setiembre de 2018 a los y las Jefes de cada Administraciones Regionales, informar sobre los motivos que provocaron dicho incremento, a lo que prácticamente coinciden en que el incremento se presenta debido al aumento en la solicitud de la Certificación de Antecedentes Penales (Hoja de Delincuencia) y certificaciones de pensión, se habitaron nuevos centros de centros de impresión y la conformación de nuevos Despachos Judiciales por la Reforma Procesal Civil y Reforma Procesal Laboral y además obedeció a que el Departamento de Proveeduría tuvo un atraso en la entrega en los pedidos por lo que tuvieron que solventar las necesidades de las oficinas de la Periférica, con resmas de otras oficinas.

Asimismo, se rescata el hecho de que las Administraciones reportan una disminución importante de un semestre a otro en cuanto al consumo de cartuchos de tóner, a saber:

· Administración Regional de Puntarenas (8 cartuchos)

· Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (20 cartuchos)

CONCLUSIÓN:



Desde la puesta en marcha de la Política Hacia Cero Papel, de manera paulatina las diferentes Administraciones Regionales, por medio de campañas de sensibilización se ha dirigido a la población judicial, para que hagan uso de las distintas herramientas tecnológicas, lo que ha venido generando en términos generales una disminución el consumo de papel y tóner en los Centros de Impresión, así como en el servicio de fotocopiado, además, se destaca el hecho de la puesta en marcha de los despachos electrónicos, así como el cambio de impresoras que se llevó a cabo en los centros de impresión ubicados en los edificios de tribunales del país, lo cual ha impactado en la disminución de estos insumos.



Por aspectos muy particulares, se ha dado el incremento en el consumo de tóner y resmas de papel, por cuanto con la Reforma Procesal Civil y Reforma Procesal Laboral, se dio la conformación de nuevos Despachos Judiciales y centros de impresión.



RECOMENDACIONES: 



Producto del análisis realizado, resulta importante emitir las siguientes recomendaciones:



· Que el Programa Hacia la Disminución del Papel a través del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, continúe instando permanentemente y continuamente a la población judicial para que sean constantes con la política de no imprimir documentos, salvo en casos estrictamente necesarios, en los cuales de previo se debe llevar a cabo comprobación de que el documento esté listo para una única impresión si se amerita, haciendo uso de la “vista previa”; ajuste de márgenes, uso de la impresión dúplex (por ambas caras), en calidad borrador, división de párrafo eficiente, numeración correcta, reducción del tamaño de las fuentes, uso de espacio simple, entre otros y que se intensifique el uso del correo electrónico y otros medios digitales en el trasiego de la documentación, a efecto de no incurrir en impresiones innecesarias de documentos.



· La Dirección Ejecutiva, mediante circular N°111-2018 de 6 de setiembre de 2018, se les reiteró a los y las administraciones regionales, a cargo de los centros de impresión que presentaron incremento en el consumo de papel y tóner, que intensifiquen esfuerzos con el fin de reversar dicha conducta, mediante la sensibilización, detección y eliminación de malas prácticas de gestión que conlleva al incremento en el consumo, con el establecimiento o fortalecimiento de controles minuciosos en las oficinas a su cargo en cuanto a este tipo de recurso, entre otros. Todo esto, con el fin de contribuir en la modificación de la actitud de los servidores judiciales de apego al papel.



Que las distintas Administraciones continúen con la política de aprovechar de la mejor manera los recursos tecnológicos, así como la aplicación de buenas prácticas para que contribuyan a mejorar el servicio, reduciendo el uso de papel y tóner.

· Que las jefaturas los despachos judiciales promuevan la revisión de los procesos y procedimientos de trabajo de las oficinas a su cargo con el fin de eliminar trámites y papeles innecesarios que abultan los expedientes judiciales y con el propósito de disminuir la reproducción de fotocopias e impresiones, siempre y cuando las condiciones lo permitan. 




ANEXO N°1

CONSUMO DE FOTOCOPIAS ADMINISTRACIONES REGIONALES

I SEMESTRE 2018



		Mes

		I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		6.880

		0

		0

		0

		6.880

		98.384,00



		Febrero

		0

		2.635

		0

		0

		0

		2.635

		37.680,50



		Marzo

		0

		5.100

		0

		0

		0

		5.100

		72.930,00



		Abril

		0

		5.056

		0

		0

		0

		5.056

		72.300,80



		Mayo

		0

		5.942

		0

		0

		0

		5.942

		84.970,60



		Junio

		0

		5.523

		0

		0

		0

		5.523

		78.978,90



		TOTAL I SEMESTRE

		0

		31.136

		0

		0

		0

		31.136

		445.244,80









		Mes

		II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		2.497

		235

		2.675

		0

		5.407

		77.320,10



		Febrero

		0

		5.544

		1.218

		1.013

		0

		7.775

		111.182,50



		Marzo

		0

		4.278

		2.109

		0

		0

		6.387

		91.334,10



		Abril

		0

		4.129

		3.542

		651

		0 

		8.322

		119.004,60



		Mayo

		0

		5.517

		3.038

		138

		0

		8.693

		124.309,90



		Junio

		0

		2.615

		3.110

		726

		0

		6.451

		92.249,30



		TOTAL I SEMESTRE

		0

		24.580

		13.252

		5.203

		0

		43.035

		615.400,50
















		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		6.119

		12.303

		11.129

		138

		29.689

		424.552,70



		Febrero

		0

		2.842

		3.981

		8.932

		0

		15.755

		225.296,50



		Marzo

		0

		6.136

		4.379

		17.032

		0

		27.547

		393.922,10



		Abril

		0

		6.381

		6.528

		14.942

		0

		27.851

		398.269,30



		Mayo

		115

		5.778

		12.275

		23.788

		0

		41.956

		599.970,80



		Junio

		0

		5.755

		20.350

		23.907

		0

		50.012

		715.171,60



		TOTAL I SEMESTRE

		115

		33.011

		59.816

		99.730

		138

		192.810

		2.757.183,00









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		116

		11.045

		855

		828

		0

		12.844

		183.669,20



		Febrero

		0

		3.204

		708

		1.291

		300

		5.503

		78.692,90



		Marzo

		0

		6.405

		1.201

		1.082

		200

		8.888

		127.098,40



		Abril

		0

		2.831

		563

		878

		0

		4.272

		61.089,60



		Mayo

		0

		219

		1.161

		860

		450

		2.690

		38.467,00



		Junio

		0

		4.061

		752

		1.095

		0

		5.908

		84.484,40



		TOTAL I SEMESTRE

		116

		27.765

		5.240

		6.034

		950

		40.105

		573.501,50











		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE CORREDORES



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		25

		336

		5

		40

		53

		459

		6.563,70



		Febrero

		11

		944

		0

		0

		14

		969

		13.856,70



		Marzo

		10

		63

		0

		10

		86

		169

		2.416,70



		Abril

		39

		517

		41

		5

		44

		646

		9.237,80



		Mayo

		8

		759

		0

		110

		10

		887

		12.684,10



		Junio

		6

		675

		0

		61

		6

		748

		10.696,40



		TOTAL I SEMESTRE

		99

		3.294

		46

		226

		213

		3.878

		55.455,40




















		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE GOLFITO



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		1.011

		1.486

		235

		2.675

		0

		5.407

		77.320,10



		Febrero

		67

		1.606

		0

		2.573

		0

		4.246

		60.717,80



		Marzo

		0

		4.247

		765

		3.881

		0

		8.893

		127.169,90



		Abril

		0

		2.423

		815

		3.805

		0

		7.043

		100.714,90



		Mayo

		0

		486

		470

		1.860

		0

		2.816

		40.268,80



		Junio

		0

		1.835

		622

		1.859

		0

		4.316

		61.718,80



		TOTAL I SEMESTRE

		1.078

		12.083

		2.907

		16.653

		0

		32.721

		467.910,30









		Mes

		CIUDAD JUDICIAL



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		158

		0

		0

		0

		213

		371

		5.305,30



		Febrero

		206

		0

		0

		0

		379

		585

		8.365,50



		Marzo

		83

		0

		0

		0

		136

		219

		3.131,70



		Abril

		149

		0

		0

		0

		239

		388

		5.548,40



		Mayo

		183

		0

		0

		0

		129

		312

		4.461,60



		Junio

		136

		0

		0

		0

		230

		366

		5.233,80



		TOTAL I SEMESTRE

		915

		0

		0

		0

		1.326

		2.241

		32.046,30









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE LIBERIA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		4.309

		0

		4.154

		0

		8.463

		121.020,90



		Febrero

		0

		6.259

		0

		4.840

		0

		11.099

		158.715,70



		Marzo

		3

		3.563

		260

		1.856

		0

		5.682

		81.252,60



		Abril

		0

		2.963

		0

		1.873

		0

		4.836

		69.154,80



		Mayo

		0

		517

		0

		0

		0

		517

		7.393,10



		Junio

		0

		829

		0

		0

		0

		829

		11.854,70



		TOTAL I SEMESTRE

		3

		18.440

		260

		12.723

		0

		31.426

		449.391,80
















		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE LIMON



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		177

		546

		928

		1.028

		0

		2.679

		38.309,70



		Febrero

		116

		529

		1.412

		892

		0

		2.949

		42.170,70



		Marzo

		108

		975

		304

		729

		0

		2.116

		30.258,80



		Abril

		117

		228

		741

		900

		5

		1.991

		28.471,30



		Mayo

		112

		691

		1.126

		838

		0

		2.767

		39.568,10



		Junio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL I SEMESTRE

		630

		2.969

		4.511

		4.387

		5

		12.502

		178.778,60











		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE NICOYA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		589

		635

		2.729

		817

		0

		4.770

		68.211,00



		Febrero

		1.304

		1.026

		4.462

		1.375

		0

		8.167

		116.788,10



		Marzo

		0

		1.416

		2.638

		1.138

		0

		5.192

		74.245,60



		Abril

		1.292

		604

		3.711

		648

		0

		6.255

		89.446,50



		Mayo

		53

		7.153

		3.315

		1.336

		0

		11.857

		169.555,10



		Junio

		213

		1.214

		2.134

		735

		0

		4.296

		61.432,80



		TOTAL I SEMESTRE

		3.451

		12.048

		18.989

		6.049

		0

		40.537

		579.679,10









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE PEREZ ZELEDON



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		60

		1.327

		134

		1.208

		0

		2.729

		39.024,70



		Febrero

		0

		1.042

		215

		0

		0

		1.257

		17.975,10



		Marzo

		0

		1.429

		33

		46

		0

		1.508

		21.564,40



		Abril

		35

		1.781

		0

		30

		0

		1.846

		26.397,80



		Mayo

		55

		1.480

		186

		213

		0

		1.934

		27.656,20



		Junio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL I SEMESTRE

		150

		7.059

		568

		1.497

		0

		9.274

		132.618,20








		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE POCOCI



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		5.394

		5.555

		7.189

		0

		18.138

		259.373,40



		Febrero

		0

		3.992

		6.859

		10.207

		45

		21.103

		301.772,90



		Marzo

		0

		2.974

		4.951

		7.855

		0

		15.780

		225.654,00



		Abril

		0

		6.288

		4.301

		4.713

		0

		15.302

		218.818,60



		Mayo

		0

		7.802

		6.137

		4.947

		0

		18.886

		270.069,80



		Junio

		0

		18.512

		4.921

		5.683

		0

		29.116

		416.358,80



		TOTAL I SEMESTRE

		0

		44.962

		32.724

		40.594

		45

		118.325

		1.692.047,50











		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE PUNTARENAS



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		3.659

		0

		2.976

		3.054

		0

		9.689

		138.552,70



		Febrero

		4.632

		0

		2.192

		4.603

		0

		11.427

		163.406,10



		Marzo

		5.602

		0

		0

		1.741

		100

		7.443

		106.434,90



		Abril

		12.334

		0

		1.564

		7.302

		0

		21.200

		303.160,00



		Mayo

		4.147

		0

		1.969

		9.562

		0

		15.678

		224.195,40



		Junio

		870

		0

		1.880

		7.144

		100

		9.994

		142.914,20



		TOTAL I SEMESTRE

		31.244

		0

		10.581

		33.406

		200

		75.431

		1.078.663,30









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE SAN RAMON



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		2

		3.979

		7.250

		7.147

		52

		18.430

		263.549,00



		Febrero

		11

		1.984

		7.630

		5.218

		21

		14.864

		212.555,20



		Marzo

		15

		2.145

		3.702

		1.783

		0

		7.645

		109.323,50



		Abril

		26

		2.345

		8.363

		5.164

		0

		15.898

		227.341,40



		Mayo

		38

		6.391

		6.839

		8.362

		33

		21.663

		309.780,90



		Junio

		41

		4.905

		5.046

		2.043

		0

		12.035

		172.100,50



		TOTAL I SEMESTRE

		133

		21.749

		38.830

		29.717

		106

		90.535

		1.294.650,50










		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE SAN CARLOS



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		156

		0

		0

		0

		156

		2.230,80



		Febrero

		0

		226

		30

		0

		50

		306

		4.375,80



		Marzo

		0

		320

		1.252

		0

		596

		2.168

		31.002,40



		Abril

		0

		1.772

		0

		0

		654

		2.426

		34.691,80



		Mayo

		0

		42

		1.928

		0

		0

		1.970

		28.171,00



		Junio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL I SEMESTRE

		0

		2.516

		3.210

		0

		1.300

		7.026

		100.471,80









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE GRECIA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		491

		93

		80

		0

		664

		9.495,20



		Febrero

		0

		771

		0

		0

		0

		771

		11.025,30



		Marzo

		452

		319

		0

		0

		0

		771

		11.025,30



		Abril

		11

		472

		0

		0

		0

		483

		6.906,90



		Mayo

		41

		737

		0

		0

		0

		778

		11.125,40



		Junio

		0

		458

		0

		0

		0

		458

		6.549,40



		TOTAL I SEMESTRE

		504

		3.248

		93

		80

		0

		3.925

		56.127,50











		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE SANTA CRUZ



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		4.572

		5.090

		1.514

		0

		11.176

		159.816,80



		Febrero

		14

		3.191

		5.934

		1.938

		0

		11.077

		158.401,10



		Marzo

		21

		2.255

		2.777

		918

		0

		5.971

		85.385,30



		Abril

		0

		2.316

		2.912

		1.832

		0

		7.060

		100.958,00



		Mayo

		0

		8.266

		4.959

		1.635

		0

		14.860

		212.498,00



		Junio

		17

		5.484

		4.265

		1.372

		0

		11.138

		159.273,40



		TOTAL I SEMESTRE

		52

		26.084

		25.937

		9.209

		0

		61.282

		876.332,60
























		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE TURRIALBA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Febrero

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Marzo

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Abril

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Mayo

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Junio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL I SEMESTRE

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		478

		3.456

		27.099

		24.978

		0

		56.011

		800.957,30



		Febrero

		247

		3.572

		23.554

		15.894

		500

		43.767

		625.868,10



		Marzo

		89

		6.109

		16.562

		13.438

		0

		36.198

		517.631,40



		Abril

		47

		9.709

		30.440

		24.560

		0

		64.756

		926.010,80



		Mayo

		149

		30.337

		31.145

		20.082

		0

		81.713

		1.168.495,90



		Junio

		311

		11.275

		26.399

		15.933

		0

		53.918

		771.027,40



		TOTAL I SEMESTRE

		1.321

		64.458

		155.199

		114.885

		500

		336.363

		4.809.990,90











		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE AGUIRRE Y PARRITA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		276

		0

		0

		0

		276

		3.946,80



		Febrero

		0

		287

		0

		0

		0

		287

		4.104,10



		Marzo

		0

		236

		0

		0

		0

		236

		3.374,80



		Abril

		0

		171

		0

		0

		0

		171

		2.445,30



		Mayo

		0

		185

		0

		0

		0

		185

		2.645,50



		Junio

		0

		203

		0

		0

		0

		203

		2.902,90



		TOTAL I SEMESTRE

		0

		1.358

		0

		0

		0

		1.358

		19.419,40












		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE OSA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Enero

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Febrero

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Marzo

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Abril

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Mayo

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Junio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL I SEMESTRE

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00







RESUMEN CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR ADMINISTRACIÓN, I SEMESTRE 2018





		Administración

		Ámbito Adm. (926)

		Ámbito Jurisd (927)

		Ámbito Auxiliar de Justicia

		TOTAL FOTOCOPIAS

		COSTO (¢14,30)



		

		

		

		M.P (929)

		D.P.(930)

		O.I.J. (928)

		

		



		Adm. I Circ. Jud.  S. J.

		0

		31.136

		0

		0

		0

		31.136

		445.244.80



		Adm. II Circ. Jud. S. J.

		0

		24.580

		13.252

		5.203

		0

		43.035

		615.400,50



		Adm. Reg. Alajuela

		115

		33.011

		59.816

		99.730

		138

		192.810

		2.757.183,00



		Adm. Reg. Cartago

		116

		27.765

		5.240

		6.034

		950

		40.105

		573.501,50



		Adm. Reg. Corredores

		99

		3.294

		46

		226

		213

		3.878

		55.455,40



		Adm. Reg. Golfito

		1.078

		12.083

		2.907

		16.653

		0

		32.721

		467.910,30



		Adm. Reg. Ciudad Jud. 

		975

		0

		0

		0

		1.326

		2.241

		32.046,30



		Adm. Reg. Liberia

		3

		18.440

		260

		12.723

		0

		31.426

		449.391,80



		Adm. Reg. Limón

		630

		2.969

		4.511

		4.387

		5

		12.502

		178,778,60



		Adm. Reg. Nicoya

		3.451

		12.048

		18.989

		6.049

		0

		40.537

		579.679,10



		Adm. Reg. P. Zeledón

		150

		7.059

		568

		1.497

		0

		9.274

		132.618,20



		Adm. Reg. Pococí

		0

		44.962

		32.724

		40.594

		45

		118.325

		1.692.047,50



		Adm. Reg. Puntarenas

		31.244

		0

		10.581

		33.406

		200

		75.431

		1.078.663,30



		Adm. Reg. San Ramón

		133

		21.749

		38.830

		29.717

		106

		90.535

		1.294.650,50



		Adm. Reg. San Carlos

		0

		2.516

		3.210

		0

		1.300

		7.026

		100.471,80



		Adm. Reg. Grecia 

		504

		3.248

		93

		80

		0

		3.925

		56.127,50



		Adm. Reg. Santa Cruz

		52

		26.084

		25.937

		9.209

		0

		61.282

		876.332,60



		Adm. Reg. Turrialba

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Adm. Reg. Heredia

		1.321

		64.458

		155.199

		114.885

		500

		336.363

		4.809.990,90



		Adm. Reg. Aguirre y Parrita

		0

		1.358

		0

		0

		0

		1.358

		19.419,40



		Unidad Adm.  Osa

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL POR SEMESTRE

		39.811

		336.760

		372.163

		380.393

		4.783

		1.133.910

		16.214.913,00











CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR AMBITO, I SEMESTRE 2018



		AMBITO

		I SEMESTRE

		COSTO



		Ámbito Administrativo

		39.811

		569.297,30



		Ámbito Jurisdiccional

		336.760

		4.815.668,80



		Ámbito Aux. de Justicia

		757.339

		10.829.947,70



		TOTAL

		1.133.910

		16.214.913,00

























DETALLE CONSUMO DE FOTOCOPIAS AMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA, I SEMESTRE 2018



		Ámbito Auxiliar de Justicia

		I SEMESTRE

		COSTO



		Ministerio Público (929)

		372.163

		5.321.930,90



		Defensa Pública (930)

		380.393

		5.439.619,90



		O.I.J. (928)

		4.783

		68.396,90



		TOTAL

		757.339

		10.829.947,70






















Anexo N°2

CONSUMO DE PAPEL EN CENTROS DE IMPRESIÓN

I ISEMESTRE 2018





		Administración

		I SEMESTRE 2018



		

		Papel (resmas)

		Promedio mensual



		

		

		Papel (resmas)



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		514

		86



		Administración Regional de Cartago

		186

		31



		Administración Regional de Corredores

		247

		41



		Administración Regional de Golfito

		141

		24



		Administración Regional de Grecia

		198

		33



		Administración Regional de Heredia

		375

		63



		Administración Regional de Osa

		110

		18



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		256

		43



		Administración Regional de Puntarenas

		633

		106



		Administración Regional de Turrialba

		278

		46



		Defensa Pública

		49

		8



		I Circuito Judicial de Alajuela

		392

		65



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		372

		62



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		495

		83



		I Circuito Judicial de San José

		662

		110



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		235

		39



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		145

		24



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		133

		22



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		215

		36



		II Circuito Judicial de San José

		1.537

		256



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		139

		23



		Ministerio Público

		739

		123



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		39

		7



		TOTAL DE PAPEL CONSUMIDO

		8.092

		1.349












Anexo N°3

CONSUMO DE TONER EN CENTROS DE IMPRESIÓN

I SEMESTRE 2018





		Administración

		I SEMESTRE 2018



		

		Tóner

		 Promedio de Tóner



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		8

		1



		Administración Regional de Cartago

		6

		1



		Administración Regional de Corredores

		12

		1



		Administración Regional de Golfito

		17

		1



		Administración Regional de Grecia

		7

		1



		Administración Regional de Heredia

		14

		1



		Administración Regional de Osa

		1

		0



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		18

		2



		Administración Regional de Puntarenas

		25

		2



		Administración Regional de Turrialba

		11

		1



		Defensa Pública

		18

		2



		I Circuito Judicial de Alajuela

		14

		1



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		27

		2



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		16

		1



		I Circuito Judicial de San José

		47

		4



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		3

		0



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		5

		0



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		18

		2



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		13

		1



		II Circuito Judicial de San José

		113

		9



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		7

		1



		Ministerio Público

		16

		1



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		20

		2



		TOTAL DE PAPEL Y TONER CONSUMIDO

		436

		[bookmark: _GoBack]36







I SEMESTRE	

Ámbito Administrativo	Ámbito Jurisdiccional	Ámbito Aux. de Justicia	39811	336760	757339	



I SEMESTRE	

372163	380393	4783	Ministerio Público (929)	Defensa Pública (930)	O.I.J. (928)	



I SEMESTRE

I SEMESTRE 2018	

Ámbito Administrativo	Ámbito Jurisdiccional	Ámbito Aux. de Justicia	39811	336760	757339	



I SEMESTRE 2018	

Ministerio Público (929)	Defensa Pública (930)	O.I.J. (928)	372163	380393	4783	
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PODER JUDICIAL

DIRECCIÓN EJECUTIVA

SECCIÓN DE ANÁLISIS Y EJECUCIÓN



INFORME SOBRE CONSUMO DE FOTOCOPIAS, PAPEL, TONER EN LOS CENTROS DE IMPRESIÓN UBICADOS EN LOS EDIFICIOS DE TRIBUNALES, CORRESPONDIENTE AL II SEMESTRE DE 2018

La Dirección Ejecutiva monitorea periódicamente el consumo de papel, tóner y fotocopias que se consumen en los edificios principales de Tribunales de todo el país, lo anterior con el fin de determinar en dónde se presenta una mayor cantidad en el consumo de los insumos señalados, para el presente informe, se analizará tanto el consumo como el costo económico en que incurrió la Institución durante el II semestre de 2018.

Para lo anterior, la Dirección Ejecutiva recibe por parte de las Administraciones Regionales[footnoteRef:1] los informes mensuales sobre el consumo de dichos insumos. (Ver anexos). [1: Circular N°42-2010 del 7 de mayo de 2010 de la Dirección Ejecutiva.] 


I. CONSUMO DE FOTOCOPIAS



a. Situación actual

Las Administraciones Regionales remiten a la Dirección Ejecutiva de forma mensual el detalle de las fotocopias consumidas por ámbito (Administrativo, Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia). Ver anexo N°1.

A continuación, se presenta el detalle de las fotocopias que se consumieron durante el II semestre de 2018.

Cuadro N° 1

RESUMEN CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR ADMINISTRACIÓN, II SEMESTRE 2018



		Administración

		Ámbito Adm. (926)

		Ámbito Jurisd (927)

		Ámbito Auxiliar de Justicia

		TOTAL FOTOCOPIAS

		COSTO (¢14,30)



		

		

		

		M.P (929)

		D.P.(930)

		O.I.J. (928)

		

		



		Adm. I Circ. Jud.  S. J.

		0

		24.065

		0

		0

		0

		24.065

		344.129,50



		Adm. II Circ. Jud. S. J.

		0

		22.292

		14.545

		1.410

		0

		38.247

		546.932,10



		Adm. Reg. Alajuela

		48

		60.250

		102.263

		129.613

		560

		292.734

		4.186.096,20



		Adm. Reg. Cartago

		0

		47.279

		19.241

		850

		600

		67.970

		971.971,00



		Adm. Reg. Corredores

		379

		2.608

		0

		510

		0

		3.497

		50.007,10



		Adm. Reg. Golfito

		30

		4.676

		1.605

		6.220

		0

		12.531

		179.193,30



		Adm. Reg. Ciudad Jud. 

		7.317

		0

		0

		0

		1.497

		8.814

		126.040,20



		Adm. Reg. Liberia

		0

		30.507

		0

		7.154

		0

		37.661

		538.552,30



		Adm. Reg. Limón

		670

		2.661

		4.630

		3.658

		0

		11.619

		166.151,70



		Adm. Reg. Nicoya

		0

		6.344

		15.772

		6.156

		1.734

		30.006

		429.085,80



		Adm. Reg. P. Zeledón

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Adm. Reg. Pococí

		903

		29.344

		3.299

		6.169

		0

		39.715

		567.924,50



		Adm. Reg. Puntarenas

		0

		12.850

		7.498

		36.083

		190

		56.621

		809.680,30



		Adm. Reg. San Ramón

		3.074

		83.312

		152.995

		121.323

		751

		361.455

		5.168.806,50



		Adm. Reg. San Carlos

		0

		445

		778

		344

		576

		2.143

		30.644,90



		Adm. Reg. Grecia 

		111

		1.353

		22

		11

		11

		1.508

		21.564,40



		Adm. Reg. Santa Cruz

		582

		23.480

		66.701

		8.375

		0

		99.138

		1.417.673,40



		Adm. Reg. Turrialba

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Adm. Reg. Heredia

		1.155

		70.017

		123.916

		60.804

		0

		255.892

		3.659.255,60



		Adm. Reg. Aguirre y Parrita

		0

		953

		0

		0

		0

		953

		13.627,90



		Unidad Adm. Osa

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL POR SEMESTRE

		14.269

		422.436

		513.265

		388.680

		5.919

		1.344.569

		19.227.336,70





Fuente: Elaboración propia, según la información suministrada por las Administraciones Regionales.

Conforme la información del cuadro anterior se tiene que durante el II semestre del 2018, se reprodujo la cantidad de 1.344.569 fotocopias con un costo de ¢19.227.336,70[footnoteRef:2]. El consumo de fotocopias se clasifica según el ámbito a que corresponde, por lo que, seguidamente se presenta el detalle según su ámbito: [2:  Según información del Departamento de Proveeduría el costo aproximado de cada fotocopia es de ¢14.30. ] 


Cuadro N° 2

CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR AMBITO, II SEMESTRE 2018



		AMBITO

		II SEMESTRE 2018

		COSTO



		Ámbito Administrativo

		14.269

		204.046,70



		Ámbito Jurisdiccional

		422.436

		6.040.834,80



		Ámbito Aux. de Justicia

		907.864

		12.982.455,20



		TOTAL

		1.344.569

		19.227.336,70





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales. 



Gráfico N° 1

CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR AMBITO, II SEMESTRE 2018





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales. 

	Así las cosas, se tiene que el mayor consumo se tiene en el ámbito auxiliar de justicia con 907.864 fotocopias para un costo de ¢12.982.336,70, seguidamente se ubica el ámbito jurisdiccional con 422.436 fotocopias con un costo de ¢6.040.834,80 y por último el ámbito administrativo con un consumo de 14.269 fotocopias con un costo de ¢204.046,70. 

[bookmark: _Hlk535908479][bookmark: _Hlk535908470][bookmark: _Hlk535908854][bookmark: _Hlk535908641]Es importante señalar que dentro del ámbito administrativo las Administraciones de I Circuito Judicial de San José y Aguirre y Parrita, no reportan consumo de fotocopias ya que, según lo han indicado sus administradores por tratarse de una cantidad mínima las incluyen dentro del ámbito jurisdiccional (927). Cabe señalar en este sentido ya se solicitó con correo electrónico del 22 de enero de 2019, que en los próximos reportes incluyan la información que corresponde a cada ámbito sin importar la cantidad de fotocopias reproducidas. En cuanto a la Administración Regional de Osa, Turrialba y Pérez Zeledón, hay que destacar que esta no reporta consumo de fotocopias, lo anterior por cuanto no cuentan con servicio de fotocopiado en esa localidad.

En cuanto al ámbito auxiliar de justicia es importante señalar que está compuesto por el Ministerio Público, Defensa Pública y Organismo de Investigación Judicial. A continuación, se presenta el detalle del consumo de fotocopias al respecto:

Cuadro N° 3

DETALLE CONSUMO DE FOTOCOPIAS AMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA, II SEMESTRE 2018



		Ámbito Auxiliar de Justicia

		II SEMESTRE

		COSTO



		Ministerio Público (929)

		513.265

		7.339.689,50



		Defensa Pública (930)

		388.680

		5.558.124,00



		O.I.J. (928)

		5.919

		84.641,70



		TOTAL

		907.864

		12.982.455,20





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales Judiciales.



Gráfico N° 2

CONSUMO DE FOTOCOPIAS AMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA, II SEMESTRE 2018





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales Judiciales.



Al respecto, se tiene que el Ministerio Público consumió 513.265 (57%) con un costo de ¢7.339.689,50, la Defensa Pública consumió 388.680 (43%) con un costo de ¢5.558.124,00 y, por último, el Organismo de Investigación Judicial reporta un consumo de 5.919 (1%) con un costo de ¢84.641,70.




b. Consumo de fotocopias I semestre 2018 versus II semestre 2018

Para efectos de comparar el consumo de fotocopias, a continuación, se presenta el detalle de lo consumido en el I semestre del 2018 versus lo consumido durante el II semestre de 2018.

Cuadro N° 4

CONSUMO DE FOTOCOPIAS DURANTE EL I SEMESTRE DE 2018 VRS II SEMESTRE DE 2018

		Ámbito

		I semestre 2018

		II semestre 2018

		Diferencia



		Administrativo

		39.811

		14.269

		-25.542



		Jurisdiccional

		336.760

		422.436

		85.676



		Auxiliar de Justicia

		757.339

		907.864

		150.525



		Total

		1.133.910

		1.344.569

		210.659







Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales Judiciales.



Con la información anterior, se tiene que en términos generales el consumo de fotocopias entre un semestre y otro, presenta un aumento de 210.659. En el ámbito Auxiliar de Justicia reporta un incremento en el consumo de este bien en 150.525 reproducciones, en virtud de lo anterior, se presenta el detalle al respecto:

Cuadro N° 5

CONSUMO DE FOTOCOPIAS EN EL ÁMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA





		Programa

		I semestre 2018

		II semestre 2018

		Diferencia



		Ministerio Publico

		372.163

		513.265

		141.102



		Defensa Pública

		380.393

		388.680

		8.287



		O.I.J.

		4.783

		5.919

		1.136



		Total

		757.339

		907.864

		150.525





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



Como se aprecia en el cuadro anterior, el mayor incremento corresponde al Ministerio Público con 141.102 reproducciones.




II. CONSUMO DE PAPEL



a. Situación actual

 

A continuación, se presenta el reporte de consumo de resmas de papel F-74, en los distintos centros de impresión durante el II semestre de 2018.



Cuadro N° 6

 CONSUMO DE PAPEL EN CENTROS DE IMPRESIÓN II SEMESTRE 2018



		Administración

		II SEMESTRE 2018



		

		Papel (resmas)

		Promedio mensual



		

		

		Papel (resmas)



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		274

		46



		Administración Regional de Cartago

		188

		31



		Administración Regional de Corredores

		184

		31



		Administración Regional de Golfito

		127

		21



		Administración Regional de Grecia

		190

		32



		Administración Regional de Heredia

		338

		56



		Administración Regional de Osa

		106

		18



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		261

		44



		Administración Regional de Puntarenas

		581

		97



		Administración Regional de Turrialba

		234

		39



		Defensa Pública

		48

		8



		I Circuito Judicial de Alajuela

		292

		49



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		456

		76



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		335

		56



		I Circuito Judicial de San José

		636

		106



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		167

		28



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		124

		21



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		166

		28



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		169

		28



		II Circuito Judicial de San José

		1.256

		209



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		120

		20



		Ministerio Público

		374

		62



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		36

		6



		TOTAL DE PAPEL CONSUMIDO

		6.662

		1.110





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



Según la información anterior, se tiene que durante el II semestre del 2018, en los centros de impresión se consumieron 6.662 resmas de papel[footnoteRef:3], que representa un costo de ¢29.912.800,00[footnoteRef:4]. [3:  La resma de papel cuenta con 1000 hojas.]  [4:  Costo por resma de papel ¢4.400.00, según Sistema SIGAPJ.] 







b. Consumo de papel I semestre 2018 versus II semestre 2018

Para efectos de comparar el consumo de papel, a continuación, se presenta el detalle de lo consumido en el I semestre del 2018 versus lo consumido durante el II semestre de 2018.

Cuadro N° 7

CONSUMO DE PAPEL DURANTE EL I SEMESTRE DE 2018 VRS II SEMESTRE DE 2018 EN RESMAS



		ADMINISTRACIÓN

		I SEMESTRE 2018

		II SEMESTRE 2018

		Diferencia



		Administración Regional de Quepos y Parrita

		514

		274

		-240



		Administración Regional de Cartago

		186

		188

		2



		Administración Regional de Corredores

		247

		184

		-63



		Administración Regional de Golfito

		141

		127

		-14



		Administración Regional de Grecia

		198

		190

		-8



		Administración Regional de Heredia

		375

		338

		-37



		Administración Regional de Osa

		129

		106

		-23



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		256

		261

		5



		Administración Regional de Puntarenas

		633

		581

		-52



		Administración Regional de Turrialba

		278

		234

		-44



		Defensa Pública

		49

		48

		-1



		Administración Regional de Alajuela

		392

		292

		-100



		Administración Regional de Liberia

		372

		456

		84



		Administración Regional de Limón

		495

		335

		-160



		Administración I Circ. Jud. San José

		662

		636

		-26



		Administración Regional de San Carlos

		235

		167

		-68



		Administración Regional de Nicoya

		146

		124

		-22



		Administración Regional de Santa Cruz

		133

		166

		33



		Administración Regional de Pococí

		215

		169

		-46



		Administración II Circ. Jud. San José

		1537

		1.256

		-281



		Administración Regional de San Ramón

		139

		120

		-19



		Ministerio Público

		739

		374

		-365



		O.A.P.V.D.

		39

		36

		-3



		TOTAL

		8,168

		6.662

		-1.448





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



[bookmark: _Hlk516563374]De conformidad con la información que se indica en el cuadro anterior, se tiene que del I semestre de 2018 al II semestre de 2018, en términos generales el consumo de papel en los distintos centros de impresión presentó una disminución de 1.448 resmas. 

A continuación, se destaca el detalle de las Administraciones que se presenta el mayor incremento en dicho consumo:  

· Administración Regional de Liberia, 84 resmas. 

· Administración Regional de Santa Cruz,33 resmas.

Sobre este particular, es necesario indicar que se solicitó a las jefaturas de la Administraciones Regionales mediante correo electrónico del 17 de enero de 2019, informar sobre los motivos que provocaron dicho aumento.

Por correo electrónico del 18 de enero de 2019 la Administración Regional de Liberia, informó que el aumento se relaciona a la creación de Despechos (Tribunal Colegiado y Tribunales de Apelaciones), a la cantidad de personas que solicitan hojas de delincuencia, además que entregó 50 resmas adicionales para los próximos dos meses al OIJ.

Cabe mencionar, mediante correo electrónico del 21 de enero de 2019, la Administración Regional de Santa Cruz comunicó que se debe al giro normal de la operación del circuito. 

Cabe resaltar el compromiso que existe por parte de los Administradores y las Administradoras Regionales en el sentido de concientizar al personal de cada Despacho Judicial, para incentivar o motivar para disminuir el uso del papel.

Asimismo, se rescata el hecho de que las Administraciones que reportan una disminución importante de un semestre a otro en cuanto al consumo de resmas de papel, a saber:

· Ministerio Público (365 resmas).

· Administración II Circuito Judicial de San José (281 resmas).

· Administración Regional de Quepos y Parrita (240 resmas).

· Administración Regional de Limón (160 resmas).

· Administración Regional de Alajuela (100 resmas). 

· Administración Regional de San Carlos (68 resmas).

· Administración Regional de Corredores (63resmas).

Sobre este tema en particular, cabe señalar que según lo informado por los responsables que se ha disminuido por medio de avisos internos, el uso razonable y sostenible del papel por parte de cada Despacho Judicial como buenas prácticas y también se hace mención a la implementación de los despachos electrónicos, lo que incide en una disminución en el uso de este bien. 

III. CONSUMO DE TÓNER



a. Situación actual

A continuación, se presenta el detalle del tóner que se consumió en las impresoras ubicadas en los distintos centros de impresión.

Cuadro N° 8

 CONSUMO DE TONER EN CENTROS DE IMPRESIÓN II SEMESTRE 2018



		Administración

		I SEMESTRE 2018



		

		Tóner

		 Promedio de Tóner



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		5

		1



		Administración Regional de Cartago

		10

		2



		Administración Regional de Corredores

		37

		6



		Administración Regional de Golfito

		15

		3



		Administración Regional de Grecia

		0

		0



		Administración Regional de Heredia

		14

		2



		Administración Regional de Osa

		1

		0



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		18

		3



		Administración Regional de Puntarenas

		27

		5



		Administración Regional de Turrialba

		5

		1



		Defensa Pública

		18

		3



		I Circuito Judicial de Alajuela

		11

		2



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		22

		4



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		21

		4



		I Circuito Judicial de San José

		23

		4



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		2

		0



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		2

		0



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		18

		3



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		8

		1



		II Circuito Judicial de San José

		84

		14



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		7

		1



		Ministerio Público

		17

		3



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		8

		1



		TOTAL DE PAPEL Y TONER CONSUMIDO

		373

		62





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



Según la información anterior, se tiene que durante el II semestre del 2018, en los centros de impresión se consumieron 373 cartuchos de tóner, lo que representa un costo de ¢90.688.422.50[footnoteRef:5]. [5:  Según el Sistema SIGAPJ el costo por cartucho es de ¢243.132.50.] 




b. Consumo de tóner I semestre 2018 versus II semestre 2018

Para efectos de comparar el consumo de tóner, a continuación, se presenta el detalle de lo consumido en el I semestre del 2018 versus lo consumido durante el II semestre de 2018.

Cuadro N° 9

CONSUMO DE TÓNER DURANTE EL I SEMESTRE DE 2018 VRS II SEMESTRE DE 2018



		ADMINISTRACIÓN

		I SEMESTRE 2018

		II SEMESTRE 2018

		DIFERENCIA



		

		TONER (cartuchos)

		TONER (cartuchos)

		TONER (cartuchos)



		Administración Regional de Quepos y Parrita

		8

		5

		-3



		Administración Regional de Cartago

		6

		10

		4



		Administración Regional de Corredores

		12

		8

		-4



		Administración Regional de Golfito

		17

		15

		-2



		Administración Regional de Grecia

		7

		0

		-7



		Administración Regional de Heredia

		14

		14

		0



		Administración Regional de Osa

		1

		1

		0



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		18

		18

		0



		Administración Regional de Puntarenas

		25

		27

		2



		Administración Regional de Turrialba

		11

		5

		-6



		Defensa Pública

		18

		18

		0



		Administración Regional de Alajuela

		14

		11

		-3



		Administración Regional de Liberia

		27

		22

		-5



		Administración Regional de Limón

		13

		21

		8



		Administración I Circ. Jud. San José

		47

		23

		-24



		Administración Regional de San Carlos

		3

		2

		-1



		Administración Regional de Nicoya

		5

		2

		-3



		Administración Regional de Santa Cruz

		18

		18

		0



		Administración Regional de Pococí

		13

		8

		-5



		Administración II Circ. Jud. San José

		112

		84

		-28



		Administración Regional de San Ramón

		7

		7

		0



		Ministerio Público

		15

		17

		2



		O.A.P.V.D.

		20

		8

		-12



		TOTAL

		431

		344

		-87





Fuente: Elaboración propia, conforme la información facilitada por las Administraciones Regionales.



[bookmark: _Hlk516564241]De conformidad con la información que se indica en el cuadro anterior, se tiene que del I semestre de 2018 al II semestre de 2018, en términos generales el consumo de tóner en los distintos centros de impresión presentó una disminución de 87 cartuchos.



Sin embargo, se destaca el detalle de que en algunas Administraciones Regionales se presenta un incremento en dicho consumo, mismas que se indican a continuación:

· Administración Regional de Limón, 8 cartuchos.

Sobre este particular, es necesario indicar que se solicitó mediante correo electrónico del 18 de enero de 2019 a la Administración Regional de Limón, informa sobre los motivos que provocaron dicho incremento, por lo cual, mediante correo electrónico de 21 de enero de 2019, comunicó que se debe a la nueva Reforma Procesal Civil. 

Asimismo, se rescata el hecho de que las Administraciones reportan una disminución importante de un semestre a otro en cuanto al consumo de cartuchos de tóner, a saber:

· Administración I Circuito Judicial de San José (24 cartuchos).

· Administración II Circuito Judicial de San José (29 cartuchos).

Dentro del contexto anterior, esta Dirección Ejecutiva, mediante circular N°111-2018 de 6 de setiembre de 2018, les reiteró a los y las administraciones regionales, a cargo de los centros de impresión que presentaron incremento en el consumo de papel y tóner, que intensifiquen esfuerzos con el fin de reversar dicha conducta, mediante la sensibilización, detección y eliminación de malas prácticas de gestión que conlleva al incremento en el consumo, con el establecimiento o fortalecimiento de controles minuciosos en las oficinas a su cargo en cuanto a este tipo de recurso, entre otros. Todo esto, con el fin de contribuir en la modificación de la actitud de los servidores judiciales de apego al papel.



CONCLUSIÓN:



· Desde la puesta en marcha de la Política Hacia Cero Papel, de manera paulatina las diferentes Administraciones Regionales, por medio de campañas de sensibilización se ha dirigido a la población judicial, para que hagan uso de las distintas herramientas tecnológicas, lo que ha venido generando en términos generales una disminución el consumo de papel y tóner en los Centros de Impresión, caso contrario se presenta en el servicio de fotocopiado que refleja un aumento entre el I y II semestre de 2018 producto del incremento en el consumo de reproducciones por parte de los Ámbitos Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia.

[bookmark: _GoBack]

RECOMENDACIONES: 



Producto del análisis realizado, resulta importante emitir las siguientes recomendaciones:



· Que el Programa Hacia la Disminución del Papel a través del Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, continúe instando permanentemente y continuamente a la población judicial para que sean constantes con la política de no imprimir documentos, salvo en casos estrictamente necesarios, en los cuales de previo se debe llevar a cabo comprobación de que el documento esté listo para una única impresión si se amerita, haciendo uso de la “vista previa”; ajuste de márgenes, uso de la impresión dúplex (por ambas caras), en calidad borrador, división de párrafo eficiente, numeración correcta, reducción del tamaño de las fuentes, uso de espacio simple, entre otros y que se intensifique el uso del correo electrónico y otros medios digitales en el trasiego de la documentación, a efecto de no incurrir en impresiones innecesarias de documentos.



· Que las distintas Administraciones continúen con la política de aprovechar de la mejor manera los recursos tecnológicos, así como la aplicación de buenas prácticas para que contribuyan a mejorar el servicio, reduciendo el uso de papel y tóner.



· Que las jefaturas de los despachos judiciales promuevan la revisión de los procesos y procedimientos de trabajo de las oficinas a su cargo con el fin de eliminar trámites y papeles innecesarios que abultan los expedientes judiciales y con el propósito de disminuir la reproducción de fotocopias e impresiones, siempre y cuando las condiciones lo permitan. 







Elaborado por: Katherine Hernández Molina, Profesional II a.i.





Revisado por: Marielos Gamboa Conejo, Jefa Sección de Análisis y Ejecución.





Autorizado por:  Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.

 


ANEXO N°1

CONSUMO DE FOTOCOPIAS ADMINISTRACIONES REGIONALES

II SEMESTRE 2018





		Mes

		I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		4.882

		0

		0

		0

		4.882

		69.812,60



		Agosto

		0

		4.112

		0

		0

		0

		4.112

		58.801,60



		Septiembre

		0

		5.333

		0

		0

		0

		5.333

		76.261,90



		Octubre

		0

		3.179

		0

		0

		0

		3.179

		45.459,70



		Noviembre

		0

		4.393

		0

		0

		0

		4.393

		62.819,90



		Diciembre

		0

		2.166

		0

		0

		0

		2.166

		30.973,80



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		24.065

		0

		0

		0

		24.065

		344.129,50









		Mes

		II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		3.166

		4.117

		0

		0

		7.283

		104.146,90



		Agosto

		0

		6.747

		2.601

		55

		0

		9.403

		134.462,90



		Septiembre

		0

		2.640

		2.444

		754

		0

		5.838

		83.483,40



		Octubre

		0

		3.298

		1.741

		209

		0

		5.248

		75.046,40



		Noviembre

		0

		4.231

		1.995

		214

		0

		6.440

		92.092,00



		Diciembre

		0

		2.210

		1.647

		178

		0

		4.035

		57.700,50



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		22.292

		14.545

		1.410

		0

		38.247

		546.932,10









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		9.477

		18.423

		18.162

		0

		46.062

		658.686,60



		Agosto

		0

		7.999

		21.933

		18.702

		0

		48.634

		695.466,20



		Septiembre

		40

		4.994

		18.157

		17.288

		0

		40.479

		578.849,70



		Octubre

		8

		12.830

		9.331

		21.851

		560

		44.580

		637.494,00



		Noviembre

		0

		18.630

		20.219

		27.660

		0

		66.509

		951.078,70



		Diciembre

		0

		6.320

		14.200

		25.950

		0

		46.470

		664.521,00



		TOTAL II SEMESTRE

		48

		60.250

		102.263

		129.613

		560

		292.734

		4.186.096,20












		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE CARTAGO



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		15.960

		623

		850

		0

		17.433

		249.291,90



		Agosto

		0

		193

		205

		0

		0

		398

		5.691,40



		Septiembre

		0

		2.071

		181

		0

		200

		2.452

		35.063,60



		Octubre

		0

		1.232

		322

		0

		400

		1.954

		27.942,20



		Noviembre

		0

		13.139

		601

		0

		0

		13.740

		196.482,00



		Diciembre

		0

		14.684

		17.309

		0

		0

		31.993

		457.499,90



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		47.279

		19.241

		850

		600

		67.970

		971.971,00









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE CORREDORES



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		22

		648

		0

		0

		0

		670

		9.581,00



		Agosto

		45

		303

		0

		510

		0

		858

		12.269,40



		Septiembre

		227

		310

		0

		0

		0

		537

		7.679,10



		Octubre

		12

		824

		0

		0

		0

		836

		11.954,80



		Noviembre

		71

		433

		0

		0

		0

		504

		7.207,20



		Diciembre

		2

		90

		0

		0

		0

		92

		1.315,60



		TOTAL II SEMESTRE

		379

		2.608

		0

		510

		0

		3.497

		50.007,10











		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE GOLFITO



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		957

		928

		2.959

		0

		4.844

		69.269,20



		Agosto

		0

		3.381

		0

		1.111

		0

		4.492

		64.235,60



		Septiembre

		30

		206

		677

		1.013

		0

		1.926

		27.541,80



		Octubre

		0

		71

		0

		271

		0

		342

		4.890,60



		Noviembre

		0

		0

		0

		845

		0

		845

		12.083,50



		Diciembre

		0

		61

		0

		21

		0

		82

		1.172,60



		TOTAL II SEMESTRE

		30

		4.676

		1.605

		6.220

		0

		12.531

		179.193,30


















		Mes

		CIUDAD JUDICIAL



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		2.549

		0

		0

		0

		124

		2.673

		38.223,90



		Agosto

		241

		0

		0

		0

		89

		330

		4.719,00



		Septiembre

		1.915

		0

		0

		0

		159

		2.074

		29.658,20



		Octubre

		1.690

		0

		0

		0

		160

		1.850

		26.455,00



		Noviembre

		552

		0

		0

		0

		298

		850

		12.155,00



		Diciembre

		370

		0

		0

		0

		667

		1.037

		14.829,10



		TOTAL II SEMESTRE

		7.317

		0

		0

		0

		1.497

		8.814

		126.040,20









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE LIBERIA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		48

		0

		49

		0

		97

		1.387,10



		Agosto

		0

		4.752

		0

		548

		0

		5.300

		75.790,00



		Septiembre

		0

		13.024

		0

		300

		0

		13.324

		190.533,20



		Octubre

		0

		4.108

		0

		319

		0

		4.427

		63.306,10



		Noviembre

		0

		4.309

		0

		4.154

		0

		8.463

		121.020,90



		Diciembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		26.241

		0

		5.370

		0

		31.611

		452.037,30







		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE LIBERIA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		48

		0

		49

		0

		97

		1.387,10



		Agosto

		0

		4.752

		0

		548

		0

		5.300

		75.790,00



		Septiembre

		0

		13.024

		0

		300

		0

		13.324

		190.533,20



		Octubre

		0

		4.108

		0

		319

		0

		4.427

		63.306,10



		Noviembre

		0

		4.309

		0

		4.154

		0

		8.463

		121.020,90



		Diciembre

		0

		4.266

		0

		1.784

		0

		6.050

		86.515,00



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		30.507

		0

		7.154

		0

		37.661

		538.552,30










		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE LIMON



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		129

		836

		2.323

		1.271

		0

		4.559

		65.193,70



		Agosto

		111

		874

		1.883

		1.428

		0

		4.296

		61.432,80



		Septiembre

		110

		59

		424

		770

		0

		1.363

		19.490,90



		Octubre

		107

		302

		0

		0

		0

		409

		5.848,70



		Noviembre

		107

		227

		0

		125

		0

		459

		6.563,70



		Diciembre

		106

		363

		0

		64

		0

		533

		7.621,90



		TOTAL II SEMESTRE

		670

		2.661

		4.630

		3.658

		0

		11.619

		166.151,70









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE NICOYA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		1.147

		3.144

		731

		0

		5.022

		71.814,60



		Agosto

		0

		1.142

		3.061

		1.113

		0

		5.316

		76.018,80



		Septiembre

		0

		945

		1.589

		726

		0

		3.260

		46.618,00



		Octubre

		0

		123

		3.424

		1.562

		1.734

		6.843

		97.854,90



		Noviembre

		0

		1.409

		4.222

		1.439

		0

		7.070

		101.101,00



		Diciembre

		0

		1.578

		332

		585

		0

		2.495

		35.678,50



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		6.344

		15.772

		6.156

		1.734

		30.006

		429.085,80









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE PEREZ ZELEDON



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Agosto

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Septiembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Octubre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Noviembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Diciembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00














		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE POCOCI



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		720

		5.535

		0

		0

		0

		6.255

		89.446,50



		Agosto

		65

		2.009

		0

		0

		0

		2.074

		29.658,20



		Septiembre

		32

		3.048

		0

		0

		0

		3.080

		44.044,00



		Octubre

		31

		1.062

		0

		0

		0

		1.093

		15.629,90



		Noviembre

		27

		2.982

		0

		0

		0

		3.009

		43.028,70



		Diciembre

		28

		14.708

		3.299

		6.169

		0

		24.204

		346.117,20



		TOTAL II SEMESTRE

		903

		29.344

		3.299

		6.169

		0

		39.715

		567.924,50









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE PUNTARENAS



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		2.872

		1.961

		3.803

		100

		8.736

		124.924,80



		Agosto

		0

		3.939

		1.334

		3.853

		0

		9.126

		130.501,80



		Septiembre

		0

		1.212

		679

		6.005

		90

		7.986

		114.199,80



		Octubre

		0

		1.328

		1.015

		3.195

		0

		5.538

		79.193,40



		Noviembre

		0

		2.223

		1.101

		12.291

		0

		15.615

		223.294,50



		Diciembre

		0

		1.276

		1.408

		6.936

		0

		9.620

		137.566,00



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		12.850

		7.498

		36.083

		190

		56.621

		809.680,30









		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE SAN RAMON



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		807

		24.038

		45.102

		33.221

		106

		103.274

		1.476.818,20



		Agosto

		926

		25.917

		47.204

		39.672

		186

		113.905

		1.628.841,50



		Septiembre

		1.258

		27.872

		51.210

		41.583

		256

		122.179

		1.747.159,70



		Octubre

		0

		2.741

		1.643

		3.613

		186

		8.183

		117.016,90



		Noviembre

		80

		1.617

		3.342

		2.602

		17

		7.658

		109.509,40



		Diciembre

		3

		1.127

		4.494

		632

		0

		6.256

		89.460,80



		TOTAL II SEMESTRE

		3.074

		83.312

		152.995

		121.323

		751

		361.455

		5.168.806,50










		
Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE SAN CARLOS



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		21

		80

		344

		100

		545

		7.793,50



		Agosto

		0

		0

		93

		0

		0

		93

		1.329,90



		Septiembre

		0

		375

		351

		0

		88

		814

		11.640,20



		Octubre

		0

		0

		180

		0

		0

		180

		2.574,00



		Noviembre

		0

		49

		0

		0

		388

		437

		6.249,10



		Diciembre

		0

		0

		74

		0

		0

		74

		1.058,20



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		445

		778

		344

		576

		2.143

		30.644,90







		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE GRECIA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		8

		14

		5

		2

		3

		32

		457,60



		Agosto

		7

		15

		6

		3

		3

		34

		486,20



		Septiembre

		6

		16

		5

		3

		2

		32

		457,60



		Octubre

		6

		13

		6

		3

		3

		31

		443,30



		Noviembre

		76

		570

		0

		0

		0

		646

		9.237,80



		Diciembre

		8

		725

		0

		0

		0

		733

		10.481,90



		TOTAL II SEMESTRE

		111

		1.353

		22

		11

		11

		1.508

		21.564,40







		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE SANTA CRUZ



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		80

		2.755

		3.185

		1.566

		0

		7.586

		108.479,80



		Agosto

		197

		4.304

		7.053

		1.633

		0

		13.187

		188.574,10



		Septiembre

		34

		6.340

		5.119

		968

		0

		12.461

		178.192,30



		Octubre

		171

		4.023

		5.632

		1.783

		0

		11.609

		166.008,70



		Noviembre

		0

		4.029

		5.712

		1.425

		0

		11.166

		159.673,80



		Diciembre

		100

		2.029

		40.000

		1.000

		0

		43.129

		616.744,70



		TOTAL II SEMESTRE

		582

		23.480

		66.701

		8.375

		0

		99.138

		1.417.673,40










		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE TURRIALBA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Agosto

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Septiembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Octubre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Noviembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Diciembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00







		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE HEREDIA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		559

		10.592

		22.325

		12.975

		0

		46.451

		664.249,30



		Agosto

		24

		10.969

		24.774

		10.529

		0

		46.296

		662.032,80



		Septiembre

		108

		16.329

		20.211

		11.412

		0

		48.060

		687.258,00



		Octubre

		320

		7.839

		27.769

		10.431

		0

		46.359

		662.933,70



		Noviembre

		17

		12.005

		14.652

		15.457

		0

		42.131

		602.473,30



		Diciembre

		127

		12.283

		14.185

		0

		0

		26.595

		380.308,50



		TOTAL II SEMESTRE

		1.155

		70.017

		123.916

		60.804

		0

		255.892

		3.659.255,60







		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE AGUIRRE Y PARRITA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		210

		0

		0

		0

		210

		3.003,00



		Agosto

		0

		173

		0

		0

		0

		173

		2.473,90



		Septiembre

		0

		189

		0

		0

		0

		189

		2.702,70



		Octubre

		0

		186

		0

		0

		0

		186

		2.659,80



		Noviembre

		0

		95

		0

		0

		0

		95

		1.358,50



		Diciembre

		0

		100

		0

		0

		0

		100

		1.430,00



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		953

		0

		0

		0

		953

		13.627,90







		Mes

		CIRCUITO JUDICIAL DE OSA



		

		Ámbito Administrativo (926)

		Ámbito Jurisdiccional (927)

		Ámbito

		Total fotocopias

		 Total Costo (¢14,30)



		

		

		

		Auxiliar de Justicia

		

		



		

		

		

		Ministerio Público (929)

		Defensa Pública (930)

		OIJ (928)

		

		



		Julio

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Agosto

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Septiembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Octubre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Noviembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Diciembre

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL II SEMESTRE

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00







RESUMEN CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR ADMINISTRACIÓN, II SEMESTRE 2018



		Administración

		Ámbito Adm. (926)

		Ámbito Jurisd (927)

		Ámbito Auxiliar de Justicia

		TOTAL FOTOCOPIAS

		COSTO (¢14,30)



		

		

		

		M.P (929)

		D.P.(930)

		O.I.J. (928)

		

		



		Adm. I Circ. Jud.  S. J.

		0

		24.065

		0

		0

		0

		24.065

		344129,50



		Adm. II Circ. Jud. S. J.

		0

		22.292

		14.545

		1.410

		0

		38.247

		546932,10



		Adm. Reg. Alajuela

		48

		60.250

		102.263

		129.613

		560

		292.734

		4186096,20



		Adm. Reg. Cartago

		0

		47.279

		19.241

		850

		600

		67.970

		971971,00



		Adm. Reg. Corredores

		379

		2.608

		0

		510

		0

		3.497

		50007,10



		Adm. Reg. Golfito

		30

		4.676

		1.605

		6.220

		0

		12.531

		179193,30



		Adm. Reg. Ciudad Jud. 

		7.317

		0

		0

		0

		1.497

		8.814

		126040,20



		Adm. Reg. Liberia

		0

		30.507

		0

		7.154

		0

		37.661

		538552,30



		Adm. Reg. Limón

		670

		2.661

		4.630

		3.658

		0

		11.619

		166151,70



		Adm. Reg. Nicoya

		0

		4.766

		15.440

		5.571

		1.734

		27.511

		393407,30



		Adm. Reg. P. Zeledón

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Adm. Reg. Pococí

		903

		29.344

		3.299

		6.169

		0

		39.715

		567924,50



		Adm. Reg. Puntarenas

		0

		12.850

		7.498

		36.083

		190

		56.621

		809680,30



		Adm. Reg. San Ramón

		3.074

		83.312

		152.995

		121.323

		751

		361.455

		5168806,50



		Adm. Reg. San Carlos

		0

		445

		778

		344

		576

		2.143

		30644,90



		Adm. Reg. Grecia 

		111

		1.353

		22

		11

		11

		1.508

		21564,40



		Adm. Reg. Santa Cruz

		482

		21.451

		26.701

		7.375

		0

		56.009

		800928,70



		Adm. Reg. Turrialba

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		Adm. Reg. Heredia

		1.155

		70.017

		123.916

		60.804

		0

		255.892

		3659255,60



		Adm. Reg. Aguirre y Parrita

		0

		953

		0

		0

		0

		953

		13627,90



		Unidad Adm. Osa

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0,00



		TOTAL POR SEMESTRE

		14.169

		418.829

		472.933

		387.095

		5.919

		1.298.945

		18574913,50









CONSUMO DE FOTOCOPIAS POR AMBITO, II SEMESTRE 2018



		AMBITO

		II SEMESTRE 2018

		COSTO



		Ámbito Administrativo

		14.269

		204.046,70



		Ámbito Jurisdiccional

		422.436

		6.040.834,80



		Ámbito Aux. de Justicia

		907.864

		12.982.455,20



		TOTAL

		1.344.569

		19.227.336,70





























DETALLE CONSUMO DE FOTOCOPIAS AMBITO AUXILIAR DE JUSTICIA, II SEMESTRE 2018





		Ámbito Auxiliar de Justicia

		II SEMESTRE

		COSTO



		Ministerio Público (929)

		513.265

		7.339.689,50



		Defensa Pública (930)

		388.680

		5.558.124,00



		O.I.J. (928)

		5.919

		84.641,70



		TOTAL

		907.864

		12.982.455,20
















Anexo N°2

CONSUMO DE PAPEL EN CENTROS DE IMPRESIÓN

II ISEMESTRE 2018





		Administración

		II SEMESTRE 2018



		

		Papel (resmas)

		Promedio mensual



		

		

		Papel (resmas)



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		274

		46



		Administración Regional de Cartago

		188

		31



		Administración Regional de Corredores

		184

		31



		Administración Regional de Golfito

		127

		21



		Administración Regional de Grecia

		190

		32



		Administración Regional de Heredia

		338

		56



		Administración Regional de Osa

		106

		18



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		261

		44



		Administración Regional de Puntarenas

		581

		97



		Administración Regional de Turrialba

		234

		39



		Defensa Pública

		48

		8



		I Circuito Judicial de Alajuela

		292

		49



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		456

		76



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		335

		56



		I Circuito Judicial de San José

		636

		106



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		167

		28



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		124

		21



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		166

		28



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		169

		28



		II Circuito Judicial de San José

		1.256

		209



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		120

		20



		Ministerio Público

		374

		62



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		36

		6



		TOTAL DE PAPEL CONSUMIDO

		6.662

		1110
















Anexo N°3

CONSUMO DE TONER EN CENTROS DE IMPRESIÓN

II SEMESTRE 2018





		Administración

		II SEMESTRE 2018



		

		Tóner

		 Promedio de Tóner



		Administración Regional de Aguirre y Parrita

		5

		1



		Administración Regional de Cartago

		10

		2



		Administración Regional de Corredores

		8

		1



		Administración Regional de Golfito

		15

		3



		Administración Regional de Grecia

		0

		0



		Administración Regional de Heredia

		14

		2



		Administración Regional de Osa

		1

		0



		Administración Regional de Pérez Zeledón

		18

		3



		Administración Regional de Puntarenas

		27

		5



		Administración Regional de Turrialba

		5

		1



		Defensa Pública

		18

		3



		I Circuito Judicial de Alajuela

		11

		2



		I Circuito Judicial de Guanacaste, Liberia

		22

		4



		I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón

		21

		4



		I Circuito Judicial de San José

		23

		4



		II Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos

		2

		0



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Nicoya

		2

		0



		II Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz

		18

		3



		II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Pococí

		8

		1



		II Circuito Judicial de San José

		84

		14



		III Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón

		7

		1



		Ministerio Público

		17

		3



		Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, OAPVD

		8

		1



		TOTAL DE PAPEL Y TONER CONSUMIDO

		344

		57









II SEMESTRE 2018	

Ámbito Administrativo	Ámbito Jurisdiccional	Ámbito Aux. de Justicia	14269	422436	907864	



II SEMESTRE 2018	

Ministerio Público (929)	Defensa Pública (930)	O.I.J. (928)	513265	388680	5919	

II SEMESTRE 2018	

Ámbito Administrativo	Ámbito Jurisdiccional	Ámbito Aux. de Justicia	14269	422436	907864	



II SEMESTRE 2018	

Ministerio Público (929)	Defensa Pública (930)	O.I.J. (928)	513265	388680	5919	
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I.- INTRODUCCIÓN 
 


El Poder Judicial a lo largo de los últimos años ha venido realizando grandes 
esfuerzos orientados a una modernización de la gestión judicial, donde la excesiva 
burocratización de la administración de justicia, arraigada a una cultura de uso de papel 
abundante y la deshumanización de los servicios entre otras causas, han impedido una 
célere gestión y retrasos injustificados en las decisiones judiciales. 


En este marco, la creación del Programa Hacia Cero Papel por parte del Consejo 
Superior en la sesión N° 5-2010 del 19 de enero de 2010, artículo XLV, conformado por 
representantes de los diferentes ámbitos del Poder Judicial, surgió en ese momento 
como una iniciativa para que este equipo de trabajo asumiera el liderazgo y desarrollo de 
políticas y estrategias que contribuyeran al desarraigo del papel innecesario, al apego a 
la escritura en los procesos judiciales, e incentivación de la utilización de las soluciones 
tecnológicas como medio para abonar al rediseño y simplificación de los procesos y abrir 
la ruta hacia una mejor y más ágil gestión judicial. 


Así, el Programa en el 2010 luego de un diagnóstico general por ámbito del gasto 
en consumo de papel, estableció una propuesta de “Política Institucional Cero Papel”, la 
cual fue aprobada por Corte Plena en la sesión N° 16-11 del 30 de mayo de 2011, artículo 
XXXIII; que ha pretendido  promover paulatinamente la eliminación del uso del papel, 
enfocando la actividad judicial hacia una “justicia sin papeles”, en la cual el papel y las 
formalidades innecesarias dejen de ser una barrera, para lograr transformaciones y 
mejorar la gestión en el servicio público de justicia. 


Sin embargo, en setiembre de 2013, como resultado de la evaluación sobre el 
cumplimiento de esta política, se determinó que si bien a la fecha se han logrado 
implementar una serie de acciones e iniciativas que han contribuido a la reducción del 
consumo de papel y se han mostrado cambios en la cultura judicial de cero papel; a lo 
largo de este proceso también se evidenció que no se estaban resolviendo los problemas 
medulares, solo sus efectos, y que para ello era necesario pasar de un objetivo enfocado 
solo en la reducción de consumo y gasto económico de papel, a uno de carácter 
sustancial que coadyuvara a resolver los problemas de formalismos excesivos e 
innecesarios en los procesos judiciales y que generan como efecto, un alto consumo de 
papel, un impactado en el presupuesto judicial y limitación el acceso a una justicia y 
tutela judicial efectiva, pronta y cumplida para las personas. 


Dentro de este contexto el Consejo Superior en la sesión Nº 46-15 celebrada el 14 
de mayo 2015 artículo LXXII, dispuso que el “…Departamento de Planificación en 
conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, elaboren una 
metodología que permita revisar y evaluar la política actual del citado Programa, lo 
anterior con el fin de generar una propuesta de ajuste y actualización.” 
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En atención a este acuerdo y respondiendo al componente 3 del Plan Estratégico 
del Poder Judicial 2013-2018, específicamente el punto 3.2 referente a la modernización 
e innovación de la gestión judicial que “…refiere a la incorporación en la gestión de los 
despachos y oficinas judiciales, de modernos e innovadores sistemas de justicia 
sustentados en criterios de calidad acreditados.”, y cuyo objetivo está en sustituir las 
modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, 
innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad; la construcción de la nueva política 
pública para el Poder Judicial, denominada  “Hacia una Justicia Pronta y Sin 
Papeles” incorpora estrategias relacionadas con las buenas prácticas de los despachos 
judiciales y el uso de la tecnología, para simplificar, acelerar, y hacer más comprensible 
los procesos judiciales; fomentar  la gestión o administración de talento del personal 
judicial, además incentivar la participación ciudadana; todo lo cual, busca facilitar a las 
instancias superiores del Poder Judicial, en la toma de decisiones en cuanto al 
establecimiento de acciones que contribuyan no solo a la optimización de los recursos 
institucionales, atacando los problema de los formalismos excesivos y la lentitud de los 
procesos judiciales para agilizar los trámites, facilitar las comunicaciones, y los 
mecanismos de control; sino también, poder lograr un mayor acceso a la justicia y dar 
respuesta a las necesidades de una justicia pronta. 


Es necesario señalar, que para atender estos requerimientos, la elaboración de 
esta nueva política se hace con base en los parámetros establecidos por el Ministerio de 
Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN), por cuanto, conforme a su 
definición, una política pública es el “Curso o línea de acción definido para orientar o 
alcanzar un fin, que se expresa en directrices, lineamientos u objetivos estratégicos 
sobre un tema y la atención o transformación de un problema de interés público para 
garantizar el bienestar de la población.  Explicitan la voluntad política traducida en 
decisiones y apoyo en recursos humanos, técnicos y financieros, así como en los 
mandatos nacionales e internacionales” (MIDEPLAN 2008); en ese sentido, la política 
pretende contribuir en resolver problema o reducir la incertidumbre sobre el “qué se 
ocupa para que la justicia sea pronta”, de manera que para su elaboración se 
incorporaron los siguientes componentes: 


 


• Diagnóstico 


• Identificación del problema y definición de objetivo 


• Participación y los grupos de población objetivo 


• Marco legal de la política 


• Enfoques, principios y características 


• Ejes de intervención, objetivos, resultados, acciones y otras variables 


• Modelo de gestión 


• Visualización de actores, gobernanza y participación  


• Seguimiento, control, evaluación y rendición de cuentas 


• Plan de acción 
 


Igualmente, el proceso construcción de la nueva política se supeditó a la 
Metodología de Administración de Proyectos Institucionales del Poder Judicial (Circular 
217-2014); además se llevaron a cabo una serie de talleres donde se propició un proceso 
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de diálogo, consulta, validación y participación de actores estratégicos -internos y 
externos al Poder Judicial- que directa e indirectamente se prevé obtendrán un beneficio 
o mejoría de la situación actual con la política. 
 


Para el desarrollo de la política “Hacia una Justicia Pronta y Sin Papeles”, los 
temas relevantes se definieron a partir de los aspectos medulares de la fase de 
“diagnóstico”, la cual está referida a la situación actual de los principales problemas de 
interés público.   Esto fue vital para la definición en los otros talleres, de los énfasis, ejes 
o componentes claves de la política, que surgieron del reconocimiento de los aspectos 
sustantivos del tema principal, de factores sociodemográficos, políticos, ambientales y 
económicos del país que inciden directamente en estos. 
 


Así, en la primera fase los grupos de trabajo del Taller Diagnóstico analizaron 
previamente una serie de insumos para la identificación del problema social, que requiere 
de intervención, así como de sus causas y efectos.   Dentro los aspectos analizados 
destacan: 


 


• Directrices vigentes de Cero Papel. 


• Acuerdos relevantes del Programa y del Consejo Superior 


• Indicadores Judiciales 


• Avance tecnológico y sus limitaciones 


• Circuitos Electrónicos y los rediseños de procesos 
 


Además, se aplicaron encuestas de percepción a actores estratégicos acerca del 
problema del Poder Judicial para garantizar el derecho constitucional de una justicia 
pronta y cumplida. 
 


Como resultado del diagnóstico y de los talleres efectuados, se determinó que si 
bien el Poder Judicial ha realizado grandes esfuerzos para orientar su accionar a nuevos 
modelos organizativos y prácticas que permitan brindar respuesta a las personas 
usuarias de los servicios públicos de justicia; lo cierto es que el excesivo formalismo y 
tramitologías innecesarias se han constituido en un gran obstáculo para lograr cumplir 
el mandato de la Constitución Política de un justicia pronta y cumplida; siendo que 
cualquier trámite que se realiza en las diferentes instancias judiciales, no escapa de ser 
calificado como complejo, lento, con gestiones innecesarias o repetitivas poco 
transparentes, eficientes y efectivas, que han venido a saturar de papeles los expedientes 
y atrasar las decisiones; lo que ha dado base a la pérdida de credibilidad y confianza de la 
ciudadanía en el sistema, quienes últimamente han sido críticos sobre el servicio de 
justicia que reciben y cuyo impacto económico crece cada vez más.  
 


Es importante señalar, que poner en práctica nuevas formas de actuación para 
lograr una justicia pronta, eficiente, eficaz y efectiva de conformidad con el mandato 
constitucional (artículo 41 de la Constitución Política), es una obligación y 
responsabilidad de todas y todos dentro del Poder Judicial.   Por lo que, la “política 
hacia una justicia pronta y sin papeles” tiene como alcance, el establecimiento de 
una política pública que contribuya a encaminar al Poder Judicial  a mejorar en gran 
medida el acceso a la justicia y la tutela efectiva de una justicia pronta y cumplida, ya que 
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busca la eliminación progresiva de los formalismos excesivos e innecesarios en la 
tramitación de los procesos (administrativos y jurisdiccionales), que permita la 
reducción del uso del papel en los procesos judiciales en general y la maximización de los 
recursos tecnológicos, sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas 
usuarias.   Esto desde tres ejes o líneas de acciones, por un lado propiciando a celeridad y 
simplificación del sistema de Administración de justicia, a través del rediseño judicial;  
que conlleve necesariamente la articulación de los diferentes intervinientes en la 
administración de justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de los recursos y la 
calidad del servicio público; todo de la mano de los esfuerzos estratégicos que se deben 
implementar en el Poder Judicial, para lograr paulatinamente un cambio en la cultura 
institucional que incorpore como un factor importante la gestión o administración de 
talento del personal judicial, como un medio para la mejora continua del servicio 
contando con la participación de las personas usuarias en el proceso. 


Como decía el Dr. Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g): “Es necesario ahora que se 
pongan en práctica nuevas formas de actuación para lograr una justicia eficiente y 
eficaz. Se avanza con ello hacia la redefinición del Poder Judicial, pero ya no más como 
un Poder en sí mismo, sino como un servicio público, con la persona –el ser humano 
que acude al juez – como eje central de su actuación. De este modo, las obligaciones de 
quien ejerce la Administración de Justicia con la sociedad no se agotan en el 
cumplimiento de papeles sociales, sino que, como consecuencia de la evolución 
hacia una democracia realmente participativa, se comienza a exigir que 
los Poderes Judiciales cumplan debidamente su cometido de dar a la 
población una justicia pronta y cumplida, con plena satisfacción de la 
ciudadanía quien ya entró a participar y opinar sobre el servicio de 
justicia que recibe. (…)  Las nuevas tecnologías constituyen un gran aporte a la 
solución de los problemas de la justicia; pero su uso, quiero insistir, necesariamente 
tiene que ser inteligente. No resulta conveniente informatizar el sistema para 
continuar haciendo lo mismo, pues una mala utilización puede fortalecer las 
debilidades que tratan de superarse…”1  


 
 


II.- JUSTICIA PRONTA Y SIN PAPELES 
 


2.1 Definición de justicia pronta y sin papeles 
 


En los primeros talleres realizados para el desarrollo de la política, las personas 
participantes plantearon la necesidad de ajustar el nombre de la política para que esta se 
ajustara a sus objetivos, de esa manera se estableció como “Política hacia una 
justicia pronta y sin papeles”, entendida como una justicia en la que el papel y las 
formalidades innecesarias en la gestión pública del Poder Judicial, dejen de ser una 
barrera para lograr transformaciones y mejorar el servicio de justicia en los diferentes 
ámbitos y un trámite más ágil de los expedientes judiciales y administrativos; que 
procura la promoción de buenas prácticas que contribuyan al desarraigo al papel, ya sea 


                                                 
1 Libro Programa Hacia Cero Papel, Ruta hacia la eliminación del papel y cambio cultural, organizacional, oralidad y 


gestión judicial, 2013 
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a través del uso de recursos tecnológicos o sin ellos, por medio de la mejora de los 
procedimientos, donde se fomente la gestión o administración del talento del personal 
judicial y la participación ciudadana, todo como un medio para fortalecer el derecho de 
las personas usuarias a tener acceso pleno a la justicia sin barreras y que sus procesos 
reciban una tramitación ágil, oportuna y de calidad. 
 
2.2 Planteamiento del problema 
 
La Política Hacia una Justicia Pronta y sin Papeles en el Poder Judicial, se orienta al 
establecimiento de acciones estratégicas que buscan dar solución al siguiente problema:  
  
 
 
 
 
 


Entre las principales causas que dentro del Poder Judicial genera esta situación, 
así determinado en el diagnóstico, es el excesivo formalismo y tramitologías innecesarias 
que, a falta de una estandarización en los procedimientos administrativos y judiciales, 
sistemas tecnológicos actualizados, brecha tecnológica y generacional sin resolver, una 
cultura basada en la calidad y compromiso de lograr un alto nivel de desempeño y 
rendición de cuentas por parte de todo el personal judicial, se han constituido en un gran 
obstáculo para lograr cumplir el mandato de la Constitucional de un justicia pronta y 
cumplida; siendo que cualquier trámite que se realiza en las diferentes instancias 
judiciales, no escapa de ser calificado como  complejo, lento, con gestiones innecesarias 
o repetitivas poco transparentes, eficientes, eficaces y efectivas, que solo vienen a saturar 
de papeles los expedientes  y atrasar las decisiones; esta situación ha dado base a la 
pérdida de credibilidad y confianza de la ciudadanía en el sistema, quien en los últimos 
años ha sido crítico sobre el servicio de justicia que recibe y cuyo impacto económico 
crece cada vez más.  
 
2.3 Antecedentes 
 
2.3.1 Conformación y acciones desarrolladas por el Programa Hacia Cero 
Papel, conforme la Política vigente. 
 


• Precursores 
 


A raíz del alto consumo de papel en el Poder Judicial, se originó el interés de la 
Presidencia de la Corte en promover una estrategia de reducción del consumo de papel.  
En este sentido, la Corte Plena en sesión N° 16-09 celebrada el 1 de mayo de 2009, 
artículo XXI, aprobó las “Medidas para la Contención del Gasto”, entre ellas la siguiente: 
 


“(…) 
16. Con el propósito de disminuir el consumo de papel, se deberá potenciar el 
uso de los medios electrónicos de comunicación, tal y como lo autoriza el 
artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al efecto se establecerán 


La limitación del acceso a los derechos fundamentales por la falta de 


celeridad y la no simplificación del sistema de justicia del país. 
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políticas de uso restringido del papel tanto en la tramitación judicial cuanto en 
la administrativa, incentivándose prácticas de cero papel y un uso intensivo de 
las bases de datos con que se cuenta y del correo electrónico institucional.” 


 
En noviembre de 2009, se conoce el estudio de la Dirección de Planificación, sobre 


la “ejecución de las políticas de simplificación de trámites administrativos a nivel 
interno, de reducción del uso del papel y de utilización de los sistemas de comunicación 
interna”; en el que se determinó que se dan esfuerzos aislados en la aplicación de la 
política, y recomendó la designación en cada ámbito de un equipo de trabajo para que 
asumiera el liderazgo para el cumplimiento de la política. 
 


A principios del 2010, la Auditoria Judicial, realizó un “Análisis de la 
razonabilidad de las acciones institucionales relacionadas con tecnología, llevadas a 
cabo para minimizar el uso del papel en el Poder Judicial.”; que evidenció el 
crecimiento constante de consumo de papel y una alta inversión en el presupuesto por 
este concepto, tal como se reflejó en el siguiente gráfico donde incluso los montos 
devengados en la partida de papel, cartón e impresos para el año 2009 superaron lo que 
se había presupuestado inicialmente . 
 


 
       Fuente: Departamento de Auditoria del Poder Judicial. 
 
Es así como el Consejo Superior en ese mismo año mediante sesión N° 5-10, 


artículo XLV, constituye Comité Coordinador Institucional para la reducción del uso del 
Papel, integrado con representantes del Ministerio Público, OIJ, Defensa Pública, 
Ámbito Administrativo y Jurisdiccional, coordinado con una integrante del Consejo 
Superior.   
 


El 8 de marzo de 2010, el Comité realizó su primera reunión, convocando a todos 
sus integrantes, acordando modificar su nombre a “Programa Hacia Cero Papel”; el cual 
asumió el liderazgo y desarrollo de estrategias para promover una justicia sin papeles, 
cuyo objetivo general es el poder “garantizar una justicia ágil y sin papeles, 
potenciando el aprovechamiento de los recursos tecnológicos y la aplicación de buenas 
prácticas, que contribuyan a mejorar el servicio, reduciendo el uso de papel y 
fotocopias en las oficinas judiciales”. 
 


De esta forma se conformó un equipo de trabajo a lo interno del Programa, que se 
encargó de la elaboración de un diagnóstico general y por ámbito en el Poder Judicial, 


Presupuesto Inicial y Devengado en Productos de 


Papel, Cartón e Impresos, años 2005-2009
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sobre el gasto en consumo de papel y fotocopias; información que permitió que del seno 
del Programa se desarrollara la propuesta de política hacia la eliminación del uso de 
papel, proyecto que se concreta en el año 2011 con una propuesta de “Políticas Hacia 
Cero Papel”, enfocada en dos grandes ejes temáticos. 
 
Política I: Maximizar el uso de herramientas tecnológicas en aquellas 
oficinas y despachos del Poder Judicial, que disponen de las mismas, como 
medio para alcanzar una Justicia sin papeles. 
 
Política II: Fomentar en el Poder Judicial una cultura de no utilización del 
papel.  
 


Esta propuesta fue aprobada por Corte Plena en la sesión N° 16-11 del 30 de mayo 
2011, artículo XXXIII.     
 


• Camino recorrido y necesidades actuales. 
 


Desde la aprobación de la actual política, el Programa fue implementando una 
serie de acciones enfocadas en el control y seguimiento del consumo de papel, la 
incentivación del uso de la tecnología y en el desarrollo de campañas y estrategias de 
sensibilización del persona judicial para reducir el uso de papel; no obstante, conforme 
fue madurando determinó la importancia de enfocar su actividad en mejorar la gestión 
administrativa de los despachos y oficinas que conforman los diferentes ámbitos, en un 
trámite más ágil de los expedientes judiciales; incentivando la aplicación de buenas 
prácticas que contribuyeran al desarraigo al papel, ya sea a través del uso de recursos 
tecnológicos o sin ellos, como un medio para fortalecer el derecho de las personas 
usuarias, a tener acceso pleno a la justicia sin barreras y que sus procesos reciban una 
tramitación oportuna y de calidad, esto a  través de dos vertientes: 
 


a.- Mejorar y simplificar  la gestión judicial mediante la optimización de los 
mecanismos de comunicación, transmisión y acceso  de información por medios 
electrónicos; considerando siempre las necesidades y requerimientos de la población 
usuaria y de aquella que se encuentra en condición de desventaja en cuanto al uso de la 
tecnología disponible  (brecha digital), a lo que se suma la necesidad de considerar las 
poblaciones en condición vulnerable identificadas según las Reglas de Brasilia, para 
facilitar su derecho pleno de acceso a la justicia sin barreras de ningún tipo y a obtener 
una respuesta pronta para el mejoramiento del servicio público de Justicia.  


 
b.-  Mejorar y agilizar la gestión judicial en aquellas oficinas y despachos 


judiciales, que por su condición geográfica y condiciones particulares no tienen acceso a 
todas las herramientas tecnológicas, para que esta condición no sea un obstáculo que les 
permita  revisar los trámites y  procesos a lo interno, muchas veces arraigados a 
formalidades redundantes, excesivas e innecesarias  y  apego al papel, que bien podrían 
ser eliminados para generar un mejor servicio público y brindar respuesta pronta a  las 
personas usuarias. 
 
 En ese sentido, algunas de las acciones realizadas fueron las siguientes: 
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• El análisis continuo por ámbito de las principales fuentes generadoras de papel, 
para valorar soluciones particulares que permitan la reducción de su uso 
(fotocopias, impresión de documentos, formularios pre-impresos, entre otros).  


• La emisión de circulares a las jefaturas de los despachos judiciales para que 
establecieran controles sobre el uso las fotocopiadoras e impresoras. Los 
administradores regionales de los Circuitos Judiciales deben hacer reportes 
mensuales al Programa, sobre el consumo de papel de los diferentes sectores. 


• Se estableció, que, en la formulación de Planes Anuales Operativos y Estratégicos, 
se estableciera con carácter obligatorio, la inclusión de objetivos acordes con las 
“Políticas Hacia Cero Papel”.  


• A falta de acceso a Internet o Intranet en algunos despachos, se solicitó que, en la 
medida de la posible, el envío de información electrónica se realizara por otros 
medios digitales. 


• Se promovió con la colaboración de los administradores, incentivar en los 
despachos judiciales, sobre el uso del correo electrónico y la página Web, para las 
comunicaciones internas y externas, evacuación de informes, consultas, 
solicitudes, otros.   


• Con la colaboración del Departamento de Prensa y Comunicaciones, se diseñaron 
estrategias de comunicación para sensibilizar y propiciar una cultura cero 
papeles; además sobre el uso de las opciones que proporciona las herramientas 
tecnológicas, estos como un medio para lograr la reducción del uso de papel. 
Además, con el apoyo de la Dirección de Gestión Humana se desarrolló el curso 
virtual “Hacia Cero Papel”.   
 


Si bien se han logrado implementar una serie de acciones e iniciativas innovadoras 
que han contribuido a la reducción del consumo de papel y se han mostrado cambios en 
la cultura judicial de cero papel; a lo largo de este proceso, el Programa ha determinado 
la importancia de pasar de un objetivo enfocado solo en la reducción de consumo y gasto 
económico de papel, a uno de carácter sustancial que coadyuve a resolver los problemas 
de formalismos excesivos e innecesarios en los proceso judiciales, que generan como 
efecto, recaer nuevamente en un alto consumo de papel, impactado en el presupuesto 
judicial y limitando el acceso a una justicia y tutela judicial efectiva, pronta y cumplida 
para las personas. 
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Presupuesto Inicial y Devengado en Productos de Papel, Cartón e Impresos, 


años 2009-2015
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   Fuente: Informes presupuestarios emitidos por el Departamento de Financiero Contable y la Dirección de Planificación. 


 
 


 
El comportamiento del consumo de papel mostrado en la gráfica anterior tiene 


gran relevancia, por cuanto pese al esfuerzo por su reducción en los años 2010 a 2012, se 
aprecia que a partir del 2013 se empieza nuevamente a dar un incremento en el consumo 
de papel, ello aún con el avance tecnológico implementado en el Poder Judicial.  Así, en 
setiembre de 2013, como resultado de la evaluación sobre el cumplimiento de la actual 
Política Hacia Cero Papel, realizada por la Auditoría Judicial (informe N° 913-84-AEE-
2013), se recomendó al Programa el establecimiento de indicadores de gestión que 
permitieran medir su impacto; situación que implicó que durante el año 2014 y 
principios del 2015 se analizara la política, evidenciándose que si bien en su aplicación se 
habían logrado muchos aspectos positivos en la mejora de la gestión judicial, ya habían 
pasado aproximadamente cinco años desde su constitución, perdiendo vigencia a falta de 
requisitos técnicos en su estructura, ya que no cuenta con los componentes esenciales 
que permitieran establecer el modelo de gestión, de evaluación, seguimiento y rendición 
de cuentas, un plan de acción, el marco legal,  entre otros aspectos de importancia para 
su sostenibilidad y rigurosidad técnica; además de la urgente necesidad de ajustar la 
política a los tiempos actuales de avance en la modernización en que se encuentra el 
Poder Judicial, y a los nuevos requerimientos de las personas usuarias del sistema de 
justicia. 
 


Es así, que dentro de este contexto el Consejo Superior en la sesión Nº 46-15 
celebrada el 14 de mayo 2015 artículo LXXII, dispuso: “…el Departamento de 
Planificación que, en conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, 
elaboren una metodología que permita revisar y evaluar la política actual del citado 
Programa, lo anterior con el fin de generar una propuesta de ajuste y actualización.” 
 


No está por demás anotar, que la elaboración de una metodología para la revisión 
y evaluación de la Política Hacia Cero Papel, según el acuerdo del Consejo Superior, no 
fue necesaria, dado que se utilizó para los efectos de revisión y evaluación, la 
“Metodología para el diseño de Políticas Públicas”, formulada por el Ministerio de 
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Planificación Nacional (MIDEPLAM).   Aparte de lo expresado, cabe indicar que, 
durante las fases de planeación y ejecución del proyecto de diseño de una nueva 
propuesta de política, se contó con la asesoría de los politólogos expertos de 
MIDEPLAN.  
 
2.3.2- Indicadores judiciales: 
 


Uno de los insumos relevantes que se contaron para el taller de diagnóstico, fueron 
los indicadores judiciales, mediante los cuales se facilitó tener una idea del rendimiento 
general de los despachos judiciales versus los recursos institucionales disponibles.  De 
manera que los siguientes datos estadísticos solo permiten contextualizar de manera 
macro el punto de vista cuantitativo de algunos aspectos en el Poder Judicial; siendo la 
información suministrada por la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación. 
 
Costo de la Justicia 2015  
 
El costo del recurso humano y gasto variable en el Poder Judicial para el 2015 fue el 
siguiente: 
 


Cuadro No.1 
 


 
 


 
• El recurso humano para el 2015 muestra un aumento de ¢24.235.398.762 


con respecto al 2014, al pasar de ¢300.598.978.502 a ¢324.834.377.263 para el 
2015, es decir un aumento de 8.1%.  
 
El Programa 950 “Servicio de Atención y Protección a Víctimas y Testigos” fue el 
que mostró el mayor incremento en términos relativos en comparación con el 
2014, con un 14.7%, proporción que en términos absolutos asciende a 
¢752.586.426. El segundo lugar lo ocupa, el Programa 927 “Servicio 
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Jurisdiccional” con un incremento del 11.3% (¢13.008.182.829), seguido del 
Programa 929 “Ministerio Público” con 10.5% (¢4.057.257.617).  


  
• El gasto variable muestra un comportamiento creciente al pasar de 


¢37.738.729.137 2014 a ¢42.544.011.654 en el 2015, mostrando un crecimiento de 
¢4.805.282.517, suma que en términos relativos representa un 12.7% de 
crecimiento.  
 
Al cotejar los datos del 2014 versus el 2015, el Programa 928 “Organismo de 
Investigación Judicial” es el de mayor crecimiento porcentual con un 25.7%, 
seguido del Programa 927 “Servicio Jurisdiccional” con un 23.1% y en tercer lugar 
el Programa 929 “Ministerio Público” con un 13.4%.  
 
 


• Algunos datos extraídos del Compendio de Indicadores Judiciales 
2011-2015, elaborado por la Dirección de Planificación: 


 
Insumos y Grado de Utilización 
 
Ofrecen un panorama acerca de la trascendencia de la justicia dentro de la economía 
nacional, así como la distribución del personal de justicia de acuerdo con la población 
del país: 
 


Año  2011 2012 2013 2014 2015 


Costo medio casos terminados en primera instancia 
(¢) 


388.354,9 507.466,2 552.026,7 555.858,5 614.385,2 


Juezas y Jueces por 100 mil habitantes 22,7 22,6 23,7 25,0 25,6 


Fiscalas y Fiscales por 100 mil Habitantes 10,1 10,7 11,0 11,1 11,3 


Defensoras y Defensores Públicos por 100 mil 
habitantes 


7,8 8,4 8,8 9,0 9,5 


 
Litigiosidad y Carga de Trabajo: 
 
Evidencia la posibilidad y disposición que tiene una población para presentarse al 
sistema judicial en busca de soluciones a determinados conflictos. Asimismo, se expone 
acerca de las demandas interpuestas por la ciudadanía ante el Poder Judicial 
costarricense, en busca de justicia pronta y cumplida a los problemas planteados. 
 
Razón de congestión mide el nivel de saturación o retraso. Si es mayor a 1, existe 
congestión en un Juzgado, materia o Sistema Judicial; si es igual a 1 no registra 
congestión, por lo que se le ha dado trámite en el período todos los casos ingresados y 
pendientes; esto significa que no tiene casos pendientes para el año entrante. La tasa de 
congestión no puede ser negativa. 
 
Tasa de Apelación (no penal): Este indicador se propone con el fin de determinar la 
inconformidad de las personas usuarias por las resoluciones originadas por los órganos 
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de primera instancia, con lo cual procuran mediante apelación por el fallo, que el 
despacho de instancia superior, revoque, enmiende o anule lo resuelto por el despacho 
inferior. Su cálculo se establece al relacionar los casos entrados en instancia superior (no 
incluye ninguno de los despachos que ven la materia penal), con las sentencias dictadas 
en primera instancia (no incluye la materia Penal ni la Penal Juvenil). 
 
Tasa de Apelación de sentencia): Este indicador se refiere al grado de inconformidad de 
la persona usuaria por los casos fallados con sentencia en los Tribunales Penales. Su 
cálculo resulta de la relación entre los recursos de apelación ingresados a los tribunales 
de apelación de sentencia sobre las sentencias dictadas por los tribunales penales 
(primera instancia). 
 


Año 2011 2012 2013 2014 2015 


Casos ingresados I instancia por 100 mil habitantes 
(incluye todas las materias y no incompetencias) 


14.518 12.905 12.920 13.036 12.631 


Asuntos ingresados en I instancia por Jueza y Juez  
(casos que entran por primera vez a la esfera judicial 
y que le concierne a un Juez conocerlo) 


710 640 628 602 571 


Razón de Congestión Primera Instancia 2,46 2,89 2,94 2,88 2,97 


Tasa de Apelación (No Penal)  9,5 11,8 10,4 13,5 12,0 


Tasa de apelación de sentencia (todas las materias) --- 27,9 28,4 27,2 25,6 


 
Producción Productividad: 
 
Reflejan la efectividad del trabajo o la producción lograda, grado de utilización e 
insumos destinados al proceso de administración de justicia, así como la gestión o 
desempeño de los diferentes órganos. 
 
Tasa de sentencias: Este indicador se calcula al dividir la totalidad de las sentencias 
dictadas entre el total de asuntos resueltos. 
 
Tasa de Conciliación: La conciliación se constituye en un medio alternativo para dar por 
terminado un proceso, con la cual se pretende mediante el diálogo y comprensión de las 
partes llegar a un acuerdo, por lo que la Jueza o el Juez, debe homologar la equiparación 
de lo pactado. 
 
% de asuntos sobreseído por prescripción en los juzgados penales: son los sobreseídos 
por prescripción en relación con el total de asuntos sobreseídos, aspecto que se estima 
relevante pues deja entrever datos en torno a la impunidad y que debemos mitigar. 
 


Año 2011 2012 2013 2014 2015 


Asuntos resueltos por Jueza y Juez I instancia  670 550 555 568 541 


Asuntos resueltos por Jueza y Juez II instancia 175 186 141 133 120 
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Año 2011 2012 2013 2014 2015 


Sentencias por Jueza y Juez I instancia 159 143 168 131 135 


Tasa de Sentencia  23,8 26,0 30,2 23,0 25,0 


Tasa de Conciliación 4,7 7,1 8,4 6,2 5,9 


% Resueltos por conciliación Penal 1,4 2,4 2,7 2,9 3,1 


% de asuntos sobreseído por prescripción en los 
juzgados penales 


9,9 14,9 8,9 7,5 6,7 


 
Duración y Dilación 
 
Permiten tanto a la persona usuaria interna como externa conocer el tiempo promedio 
que debe transcurrir en la atención de un proceso en las diferentes instancias, así como 
mostrar un panorama acerca de la carga de trabajo pendiente por instancia y por jueza o 
juez al concluir el año. También, la Tasa de Pendencia y Resolución evidencian el 
movimiento de los expedientes en los despachos. 
Tasa de pendencia o asuntos pendientes de un despacho: permite establecer la cantidad 
de expedientes que están a la espera de ser tramitados o bien que ya iniciaron su 
tramitación, pero aún no se da por terminado.  
 
La Tasa de Resolución:  permite evidenciar cuántos de los expedientes dentro de los 
pendientes han salido, por esa razón es que ambas tasas se complementan y su suma es 
de 100%. 
 


• Se debe considerar que las materias Civil, Agraria, Contencioso Administrativa, 
Familia y Pensiones Alimentarias, finiquitan o excluyen de sus pendientes una 
serie de expedientes por “abandono o inactividad”, mismos que son descontados 
del circulante del despacho, pero pueden reactivarse en el circulante cuando se 
presente una nueva gestión. Esto produce que al sumar los indicadores de 
Pendencia y Resolución para estas materias no del 100%. 


 


• Las materias Laboral, Contravencional, Tránsito, Violencia Doméstica, Penal, 
Constitucional y Notarial, cierran su balance por fórmula matemática, sea 
necesariamente todos los expedientes descontados del circulante tienen una 
resolución que justifica esa acción, razón por la cual la suma de los indicadores de 
marras debe dar 100%. 


 


Año 2011 2012 2013 2014 2015 


Tasa de Pendencia (primera instancia) 49,6 56,1 57,1 55,1 57,2 


Tasa de Resolución (primera instancia) 40,7 34,6 34,0 34,8 33,6 


Tasa de abandonados o Inactivos (primera instancia) 9,7 9,3 9,0 10,2 9,1 


Casos pendientes por Jueza y Juez I instancia  816 891 932 900 920 


Casos pendientes por Jueza y Juez II instancia 72 59 51 57 60 
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Casos terminados: incluye todos los diferentes motivos por los cuales se termina un 
expediente, dentro de los que se contempla las sentencias. 
 
INTERPRETACION DE DATOS: 23,3 = 23 meses 3 semanas  
UN AÑO = 12 meses 
UN MES = 4 semanas aproximadamente 
UNA SEMANA = 7 días 
    
En cuanto a las duraciones: Para el cálculo de la duración en materia Penal se 
cuenta con la información desde la etapa preparatoria (Ministerio Público) hasta que el 
proceso llega a su etapa de juicio, dando como resultado una sentencia. 
 
 
 
 


DURACIÓN PROMEDIO EN MESES DE LOS ASUNTOS EN PRIMERA 
INSTANCIA SEGÚN MATERIA DURANTE 2010 - 2015 


Año 2011 2012 2013 2014 2015 


Juzgados Trabajo Mayor Cuantía  
Casos terminados 


21,0 21,0 24,2 23,2 22,2 


Juzgados Trabajo Menor Cuantía 
Casos terminados 


9,3 9,3 9,3 8,2 8,2 


Materia Agraria 
Casos terminados 


30 31,1 25,0 25,2 34,3 


Materia Familia 
Casos terminados 


10,1 10,3 8,3 9,0 8,3 


Tribunal Procesal Contenciosa Administrativa 
Casos terminados 


9,2 7,3 9,3 9,3 12,2 


Juzgado Contencioso Administrativa 
 nueva legislación  
Casos terminados 


--- 11,2 12,3 15,3 15,3 


Materia Contravencional 
Sentencias Dictadas 


--- 5,1 6,3 5,1 5,3 


Materia Tránsito 
Sentencias dictadas 


--- 4,3 4,3 5,1 5,0 


Juzgados Penales 
Casos terminados 


--- 4,0 4,3 5,0 4,0 


Tribunal Penal 
Sentencias dictadas 


21,1 20,1 21,0 22,0 23,0 


Fiscalías Penales Juveniles 
Casos terminados 


--- 3,0 3,0 2,0 2,0 


Juzgados Penales Juveniles 
Sentencias dictadas 


--- 20,1 20,1 22,3 24,3 
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DURACIÓN PROMEDIO EN MESES DE LOS ASUNTOS EN LAS SALAS Y EN 
II INSTANCIA SEGÚN MATERIA DURANTE 2010 - 2015 


Año 2011 2012 2013 2014 2015 


Sala Primera 
Resoluciones dictadas sobre el fondo 


14,0 16,0 18,2 22,0 23,2 


Sala Primera 
Casación Contencioso Administrativa 


--- 4,3 10,2 10,1 12,1 


Sala Segunda 
Resoluciones dictadas sobre el fondo 


3,0 3,2 4,1 4,1 3,2 


Sala Tercera  
Recursos de Casación 


11,0 15,2 18,0 10,1 6,0 


Sala Tercera  
Recursos de revisión 


20,3 24,0 24,3 12,0 8,2 


Sala Tercera 
Resoluciones emitidas en Penal Juvenil 


--- 1,1 3,0 2,1 4,2 


Sala Constitucional 
Habeas Corpus  
Duración en días 


17 días 16 días 15 días 15 días 13 días 


Sala Constitucional 
Recursos de Amparo 


1,3 1,3 2,0 1,1 1,0 


Sala Constitucional  
Acción Inconstitucionalidad 


20,2 16,3 16,3 18,0 15,2 


Tribunales de Apelación de Sentencia Penal Recursos 
de apelación votados por el fondo 


--- 2,0 4,0 3,3 4,1 


Tribunales de Apelación de Sentencia  
Penal Juvenil 
Recursos de apelación votados por el fondo  


--- 0,3 1,3 3,1 0,3 


Tribunales laborales 6,3 7,2 5,2 5,3 7,1 


Tribunal Contencioso Administrativo 6,1 4,1 5,2 2,3 3,2 


Tribunal de Apelación de lo Contencioso 
Administrativo 


1,1 3,0 2,0 2,0 1,2 


Tribunal Agrario 8,2 5,1 2,2 3,3 3,2 


Tribunal Familia 1,3 1,2 1,1 1,1 1,1 


 
Calidad del Servicio 
 
 La calidad del servicio prestado por el Poder Judicial puede ser medido a través de las 
resoluciones o votos dictados por los despachos de instancia superior respecto de las 
resoluciones o sentencias emitidas por las oficinas de primera instancia, propiamente 
cuando dictan una revocatoria, una anulación o casos declarados con lugar; así como por 
las gestiones realizadas por las usuarias y usuarios ante la Contraloría de Servicios, en 
busca de satisfacer las quejas planteadas. 
 
Tasa de revocación en apelación: corresponden aquellas resoluciones dictadas en 
primera instancia, que fueron apeladas ante la instancia superior y cuyo dictamen fue su 
revocatoria. 
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Porcentaje anulados en apelación: este indicador busca establecer cuántas de las 
apelaciones registradas fueron comunicadas con una anulación. La fórmula de cálculo 
contabiliza todas las anulaciones divididas sobre el total de las apelaciones resueltas en 
la instancia superior. 
 


AÑO 2011 2012 2013 2014 2015 


Tasa de Revocación en apelación (tribunales de 
apelación todas las materias) 


8,1 8,1 8,2 7,6 8,1 


Porcentaje de casos anulados en apelación 
(tribunales de apelación) 


9,3 8,2 7,7 8,1 8,1 


Porcentaje de asuntos declarados con lugar en 
apelación en los tribunales de apelación penal 


--- 22,5 29,3 30,5 34,4 


Número de Gestiones Usuarios (queja ante 
Contraloría de Servicios) 


6.369 6.122 6.808 7.488 8.456 


 
 
Seguridad ciudadana. 
 
Tasa de criminalidad: Esta tasa involucra delitos que lesionan el bien jurídico 
“integridad física de las personas”, “la vida”, “la libertad sexual”; a saber, los siguientes: 
homicidio doloso, femicidio y tentativa de, violación y tentativa de, relación sexual con 
menor, secuestro extorsivo, rapto, abuso sexual contra mayor y menor y trata de 
personas. 
 
Tasa de delincuencia: Esta involucra los delitos que lesionan los siguientes bienes 
jurídicos patrimonio de las personas”, “la salud pública” y “libertad sexual”, a saber, los 
siguientes: robo con fuerza sobre las cosas, sobre las personas y de medios de transporte, 
hurto y hurto de ganado, estafas, extorsión, proxenetismo, tráfico y venta de droga y 
legitimación de capital. 
 


AÑO 2011 2012 2013 2014 2015 


Tasa de Criminalidad por 100 mil Habitantes 145,8 173,6 155,4 148,8 * 


Tasa de víctimas por homicidio doloso por 100 mil 
Habitantes 


10,3 8,7 8,7 10,0 11,5 


Tasa de víctimas por secuestro extorsivo por 100 mil 
Habitantes 


0.26 0.11 0.13 0,08 
* 


Tasa de delincuencia por 100 mil Habitantes 1.510,7 1.768,0 1.879,3 2.026,4 * 


Tasa de denuncia por hurto por 100 mil Habitantes 467,5 589,6 641,8 752,2 * 


Tasa de denuncia por robo por 100 mil Habitantes 918,8 1.033,7 1.017,4 1.090,7 * 


Tasa de muerte por arma de fuego por 100 mil 
Habitantes 


6,5 6,8 7,1 8,1 
* 


Tasa de víctimas por accidente de tránsito por 100 
mil Habitantes 


12,9 14,5 13,7 14,3 
* 


*No se cuenta con datos para su análisis 
 







 19 


2.3.3 Avance tecnológico2 y sus limitaciones 
 


 La Dirección de Tecnología de la Información, mediante la definición de un Plan 
Estratégico en Tecnología (PETIC), alineado a la planificación estratégica institucional y 
aprobado por Corte Plena, busca orientar de manera adecuada los esfuerzos y recursos 
que la institución invierte en esta materia; plan estratégico que permite un mayor 
control y seguimiento de la utilización de los recursos que se asignan para tecnología.  


• Balance entre la sostenibilidad y el desarrollo de nuevos servicios 


La inversión que la institución destina para la tecnología debe utilizarse en primera 
instancia para sostener en forma adecuada los sistemas y servicios que ya se han puesto 
en funcionamiento y en un segundo momento para atender el desarrollo de nuevos 
proyectos y servicios. 
 
En la actualidad se asigna la cantidad necesaria de presupuesto para atender ambos 
rubros en forma adecuada lo que ha permitido normalizar muchos de los problemas que 
se venían presentando con la plataforma tecnológica.  
 


 
 
 
El grado de obsolescencia de la plataforma tecnológica ha disminuido 
significativamente, tanto en equipos servidores y equipos de la red como en los equipos 
de usuario final como son las computadoras, impresoras y escáner.  
 
La actualización de los equipos de la Institución se ha adoptado como un proceso 
continuo que debe garantizar un nivel aceptable en su antigüedad. 


• Capacidad y confiabilidad de la plataforma 


Se han realizado las inversiones necesarias para incrementar la capacidad y 
confiabilidad de la plataforma tecnológica.  
 


                                                 
2 Información aportad por el Lic. Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de la Dirección de Tecnología de la 


Información. 
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En cuanto a capacidad, se cuenta con los dispositivos para procesar y almacenar la 
información que se produce en la institución considerando el crecimiento a futuro y la 
holgura necesaria para hacer los ajustes que se requieran en un tiempo prudencial.  
 
En cuanto a confiabilidad, se han implementado las medidas necesarias para disminuir 
en lo posible la interrupción de los servicios que presta la plataforma tecnológica; si aún 
así se presentan interrupciones, se han tomado las medidas para disminuir el riesgo de 
pérdida de información y el tiempo de recuperación a la normalidad de los servicios.  
 


 
 
Se gestiona además la adopción de conjuntos probados de buenas prácticas para 
aspectos clave del quehacer de la Dirección de Tecnología tales como el gobierno de las 
tecnologías (COBIT), la prestación de servicios en tecnología (ITIL), seguridad 
informática (SGSI) y administración de proyectos (PMBOOK).  


• Brecha Digital 


Una de las principales preocupaciones de la Administración Superior ha sido la brecha 
digital, es decir, la diferencia entre el avance tecnológico de los edificios principales y sus 
oficinas periféricas, razón por la cual se han incluido dentro de la planificación 
estratégica de la Dirección de Tecnología los proyectos necesarios para 
disminuir esta diferencia. 
 
En particular, se ha incrementado el ancho de banda de muchas oficinas que tenían un 
ancho de banda limitado, se diseñó una solución que permite llevar todos los servicios de 
los edificios principales a esas oficinas periféricas y se labora en la expansión de los 
sistemas y servicios a todo el país.  
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• Otros avances 


La migración de las cuentas de correo a servidores de empresas especializadas en 
internet constituye un avance importante ya que mediante este proyecto se logra la 
estabilidad y capacidad que se requiere para un servicio de suma importancia para el 
flujo de información en la institución. 


 
A continuación, se muestra lo logrado a la fecha, así como la proyección al año 2019:  
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También se ha migrado a servidores en internet la página principal de la institución con 
lo cual se logra un grado mayor de confiabilidad de parte de los usuarios externos y se 
promueve la utilización de medios electrónicos para realizar trámites ante la institución. 
La cantidad de visitas que se recibe en la página web de la institución equivale a la 
atención que brinda un circuito judicial de tamaño mediano.  


Limitaciones 


El avance en tecnología se ve limitado principalmente por los siguientes factores: 
 


• Estructura interna inadecuada: La estructura de la Dirección de Tecnología 
es obsoleta y no responde a las necesidades institucionales por lo que se labora en 
conjunto con la Dirección de Planificación en una nueva estructura que apoye en 
mejor forma los procesos y procedimientos que las buenas prácticas que se están 
implementando requieren. 
 


• Lentitud en la Contratación de bienes y servicios: por diversas razones los 
bienes y servicios que se requieren no se adquieren con la celeridad necesaria lo 
que obliga a hacer manejos contingentes que no necesariamente solventan en 
forma óptima las necesidades. 


 


• Lentitud de otras instituciones: poco avance en la mejora de interconexión 
con otras instituciones que no atienden las solicitudes y requerimientos de la 
institución con la prontitud que se espera por lo que se producen retrasos en los 
avances que se proyectan.  


 


• Cultura informática de los funcionarios y las funcionarias judiciales 
deficiente: Si bien es cierto que la cultura informática en la Institución ha ido 
mejorando, lo cierto es que aún falta camino por recorrer. Muchos de los 
problemas que se tienen en los sistemas están asociados con la calidad 
de la información que se digita ya que no existe conciencia de la importancia 
de digitar la totalidad de los datos en la forma debida. De igual forma, en temas 
de seguridad informática muchos de los riesgos e incidentes que se presentan son 
generados por los mismos funcionarios y funcionarias quienes realizan 
actividades no recomendadas con lo que exponen a la institución a una intrusión.  
 


2.3.4- Circuito Judiciales Electrónicos y los rediseños de procesos3. 
 
El Poder Judicial a la fecha está divido territorialmente en 15 Circuito Judiciales, de los 
cuales solo dos al momento este análisis son circuitos electrónicos (San Carlos y Cartago) 


 


• I Circuito Judicial de San José. 


• II Circuito Judicial de San José. 


• III Circuito Judicial de San José. 


• I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) 
                                                 
3 Información suministrada por la Dirección de Tecnología de la Información y la Dirección de Planificación, ambos 


del Poder Judicial 
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• II Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores) 


• I Circuito Judicial de Alajuela. 


• II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) – Circuito Electrónico 


• III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón). 


• Circuito Judicial de Cartago - Circuito Electrónico 


• Circuito Judicial de Heredia 


• Circuito Judicial de Puntarenas 


• I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) 


• II Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya) 


• I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón) 


• I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí) 
 
En el 2016 hay un total de 780 despachos judiciales (jurisdiccionales, administrativos y 
auxiliar de justicia) en todo el país, de los cuales solo el 14.1% (110) son despachos 
electrónicos. 


 
La cantidad de personal judicial a setiembre de 2016 es de 11.869 personas (incluye solo 
plazas ordinarias y extraordinarias) de los cuales un 45.23% (5368) tienen con acceso a 
internet, según los Registros que lleva la Sección de Soporte Técnico de la Dirección de 
Tecnología de la Información a través de herramientas especializadas como el System 
Center y al active directory.   


• Total, de computadoras del Poder Judicial: 12.155 
• Cuentas de correo electrónico: 14.593 en total, de las cuales 2.712 de estas cuentas 


de correo están en la nube de Microsoft, es decir están en los “equipos servidores” 
de la empresa Microsoft a quien se contrata este servicio; el resto, 11.881 de las 
cuentas de correo están en los “equipos servidores” de la Institución. 


Experiencia Cartago Electrónico: Rediseño de Procesos  
 
En el 2015 inició el proyecto de rediseño de procesos en el Circuito Judicial de Cartago, 
así aprobado por la Corte Plena, en Sesión No.56-14, del 01 de diciembre de 2014. 
 
Su objetivo: “Mejorar el servicio público de administración de justicia que se ofrece en 
el Circuito Judicial de Cartago a través del cambio en los procesos de trabajo, 
organización y la aplicación de nuevas tecnologías, de forma sostenible y accesible”.   
Siendo el modelo metodológico implementado el siguiente: 
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Los resultados generales del proyecto: 
 


República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte


1
Mejora en la estructura y organización 


de los despachos judiciales


Estandarización de procesos


Implementación del expediente 


electrónico, escritorio virtual, y agenda 


electrónica de señalamientos


Impulso en el uso de la oralidad


Conexión entre despachos 


electrónicos para la agilización de 


recepción y envío de información


Acceso de la persona usuaria al 


expediente electrónico a través del 


sistema de gestión en línea vía internet


2


3


4


5


6


Rediseño


 
 
 
Beneficios con la implementación expediente electrónico: 


República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte


Expediente


Electrónico


Presentación de 
demandas  y 
escritos por 


Internet


Consulta  en 
línea del avance 


del proceso 
judicial 


Notificaciones 
automáticas 


Obtención de 
resoluciones 


judiciales 
digitales 


Mejora en los 
tiempos de 
respuesta


Ahorros en 
términos de 


tiempo y dinero 
para la persona 


usuaria
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Algunas mejoras tecnológicas: 
 


República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte


Asignación de monitores adicionales para los jueces y juezas


Equipo tecnológico (pad de firmas, escáner, firmas digitales 
para los jueces y juezas) 


Instalación de fibra óptica, para las oficina fuera del edificio 
principal


Pantallas informativas, instaladas en el edificio


Citas en línea o vía telefónica para declaraciones del 
Juzgado de tránsito 


Capacitación a las personas usuarias, incluyendo abogadas y 
abogados litigantes en el uso del Sistema de Gestión en Línea.


Solicitud de las ordenes de apremio por medio de Gestión en 
Línea y de la APP. 


 
 
Establece un modelo de seguimiento y sostenibilidad del proyecto: 
 


República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte


Actividades por realizar


Reforzar la capacitación a la 
Administración Regional, en el Proceso de 
Mejora Continua.


Implementación de mejoras en los 
sistemas informáticos


Programación de talleres con las 
oficinas para reforzar el modelo de 
mejora continua del circuito.


 
 
2.3.5.- Encuestas de percepción acerca del problema de la institución para 
garantizar el derecho constitucional de una justicia pronta y cumplida. 


 
El planteamiento del diagnóstico se basó en identificar el problema que enfrenta la 
Institución para garantizar el derecho constitucional en cuanto al cumplimiento de una 
justicia pronta y cumplida; las causas y efectos que se logran visualizar; así como, con la 







 26 


definición de estas variables, el establecimiento del objetivo general, los objetivos 
específicos y los objetivos de desarrollo que se pretenden alcanzar. 
    
Para la elaboración del diagnóstico se utilizó la siguiente metodología: 
 
- Aplicación de una entrevista dirigidas a Magistradas y Magistrados, compuesta 


por seis preguntas. 
- Aplicación de un cuestionario a las jefaturas y direcciones de centros de 


responsabilidad, compuesta por seis preguntas. 
- Realización de un taller dirigido al personal de la Institución y sociedad civil, en 


los cuales se les introdujo en la mecánica del proyecto y con su colaboración se 
completó la matriz de diagnóstico. 
 


En resumen, se logró la participación de 6 Magistradas y Magistrados, 27 Centros de 
Responsabilidad (Consejos de Circuito, Jefaturas o Direcciones de Oficinas de los 
diferentes ámbitos administrativo, jurisdiccionales y auxiliar de justicia), y 29 personas 
participantes del taller (de los cuales se destacó la participación de representantes de los 
ámbitos jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia, y representación de las 
Comisiones de usuarios de San Carlos, Puntarenas, Cartago y San José, personas 
usuarias internas y externas representantes de la sociedad civil). 
 
Como resultado de las herramientas aplicadas se logró definir el problema principal, sus 
causas y los efectos que producen en la Institución, los cuales se resumen en el siguiente 
Diagrama de Ishikawa. 
 
Es importante aclarar que, la definición de la política está limitada a las áreas de 
tecnología, métodos de trabajo y los medios que deben ser mejorados; ya que las áreas 
de recurso humano, materiales y ambiente, no son controlables para el Programa, siendo 
otras instancias las encargadas de hacerlo.  
 
Basado en lo anterior, a continuación, se resume el problema, las causas y efectos 
identificados, y a partir de ellos, la definición del objetivo general, objetivos específicos y 
objetivos de desarrollo que se pretenden alcanzar con la política: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 







 27 


Diagrama producto del diagnóstico: 
 


 
Fuente: Elaboración propia a partir de las entrevistas, cuestionarios y matrices 
completadas. 
 
2.3.6. Algunos hallazgos extraídos de diferentes informes de interés: 
 
➢ Encuesta de Percepción y de Conocimiento de la Realidad que tienen las 


y los Costarricenses Respecto al Sistema de Administración de la 
Justicia.   Tercera Medición – Junio 2015 


 
• El 66,5% de las personas entrevistadas manifestaron estar en desacuerdo con la 


afirmación “la justicia actúa rápidamente en Costa Rica”. 
• Un  43.3% de las personas encuestadas señaló que el Poder Judicial tenía lentitud 


en los procesos,  y 16,9% trámites burocráticos. 
•  El 37,8% afirmó estar muy de acuerdo o algo de acuerdo con la afirmación “Los 


procesos de justicia son tan complicados que no vale la pena meterse con ellos”.  
• Un 56,8% difiere en la afirmación: “El acceso a la justicia en Costa Rica es 


barato.” 
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➢ Primer Informe Estado de la Justicia (2015), elaborado por el 
Programa Estado de la Nación (PEN)  
 


• Aumentan de manera significativa los indicadores relacionados con capacidades 
institucionales (cobertura, funcionarios y presupuesto), pero a la vez disminuyen 
o no cambian mucho los llamados indicadores de productividad (sentencias por 
juez, circulante, tasa de congestión, costo por asunto). 
 


 
 


• Desde hace diez años los datos de la encuesta “Barómetro de las Américas” 
revelan una sostenida disminución de la confianza ciudadana en el Poder 
Judicial: mientras en 2004 el 62% de los encuestados decía confiar algo o mucho 
en la Corte Suprema, la proporción se redujo a 47% en 2012; mientras que para el 
2014 se dio una leve mejoría al ascender al 52%, pero sin recuperar sus niveles de 
hace una década. 
 


➢ Segundo Informe Estado de la Justicia (2016), elaborado por el 
Programa Estado de la Nación (PEN) 


 
De los resultados, reconoce el esfuerzo y capacidad del Poder Judicial para tratar de 
garantizar a la población el ejercicio de su derecho a la justicia en especial a poblaciones 
vulnerables; sin embargo, también señaló oportunidades de mejora conforme los 
hallazgos detectados, siendo alguno de ellos: 
 
1.- Alta rotación interna de personal. 
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2.- Evaluación del desempeño no se ha materializado como una práctica institucional: 
Falta de indicadores de gestión y de resultados, detectados desde el primer informe, 
impide una valoración adecuada de la labor del Poder Judicial, así como el impacto de 
las medidas de mejoran adoptadas. 
 
3.- Sostenida y creciente inversión en los recursos (humanos y presupuestarios), que no 
se ha traducido en mejora de desempeño: número de sentencias dictadas ha disminuido, 
cantidad de casos terminados no ha crecido, mayor número de causas activas. 
 
4.- Menos personas solicitaron los servicios judiciales, pero el sistema no lo aprovechó  
para dispensar una justicia más pronta, sino que por el contrario, desmejoró su 
rendimiento: No hay relación directa entre la cantidad de de jueces y su productividad. 
 


➢ Comparación de indicadores judiciales de 2011 al 2015 (conforme a los 
datos del Compendio de Indicadores Judiciales) y los hallazgos 
señalados en los dos informes del Estada de la Justicia: 


 
 


2.4 Aspiración de la Política 
 


La Política Hacia una Justicia Pronta y sin Papeles, tiene como alcance 
el establecimiento de una política pública que contribuya a encaminar al Poder Judicial  
a mejorar en gran medida el acceso a la justicia y la tutela efectiva de una justicia pronta 
y cumplida; que busca la eliminación progresiva de los formalismos excesivos e 
innecesarios en la tramitación de los procesos, que permita la reducción del uso del 
papel en los trámites judiciales en general y la maximización de los recursos 
tecnológicos, potenciando el talento del personal judicial y la participación ciudadana, 
todo sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas usuarias. Por lo que 
sus aspiraciones son: 
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• La celeridad y simplificación del sistema de justicia, a través del rediseño judicial 
para la implementación de una moderna gestión en todos los ámbitos, que 
garantice un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal 
definitorio de su accionar. 


 


• Participación de todos los diferentes intervinientes en la administración de 
justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de los recursos y la calidad del 
servicio público. 


 


• Una cultura basada en la calidad y compromiso de lograr un alto nivel de 
desempeño, donde se fortalezca el tanto del personal judicial y la mejora continua 
del servicio, así como la rendición de cuentas por parte de todo el personal 
judicial, contando con la participación de las personas usuarias en el proceso. 


 
 


2.5 Marco legal 
 
Existe normativa nacional como internacional de Derechos Humanos que 


sustentan la interpretación que orientará los enfoques, principios y lineamientos que se 
han definido para regular, promover, disponer o intervenir en la “Política hacia una 
justicia pronta y sin papeles”, a saber: 
 
2.5.1 Nivel Nacional:    
 


• La Constitución Política en su artículo 9 establece las bases para un gobierno 
participativo; mientras que el artículo 11 el principio de legalidad, transparencia y 
rendición de cuentas; el numeral 27 garantiza el derecho de petición ante 
cualquier persona servidora pública o entidad oficial, y el recibir una respuesta 
oportuna; el artículo 30 refiere al libre acceso a la información de interés público, 
salvo los secretos de Estado; destacando el 41 que establece el derecho 
fundamental a una justicia pronta y cumplida. 
 


• La Ley General de la Administración Pública N° 6227 del 4 de marzo de 2002, en 
su artículo 4 establece que “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta 
en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para 
asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el 
régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de 
los destinatarios, usuarios o beneficiarios.”; el 11 refiere al principio de legalidad 
en que está sometida la Administración Pública; además, conforme al artículo 13 
estará sujeta “…a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento 
administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos 
ni desaplicarlos para casos concretos.”   
 


• Ley de Protección al Ciudadano del excesivo de requisitos y trámites 
administrativos, Ley N°8220 del 4 de marzo de 2002, tiene por objetivo simplificar 
los procesos de los trámites administrativos y que sean más eficientes; así su artículo 
2 señala que “La información que presenta un administrado ante una entidad, 
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órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de 
nuevo por esos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano.  De 
igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al 
administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o 
posean.”   En igual sentido se debe considerar Ley de Promoción de la Competencia 
y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley N°7472 sus artículos 3 y 4, relacionados con 
eliminación de trámites y excepciones. 
 


• Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Ley Nº 8454, 
Artículo 6 refiere sobre “Gestión y conservación de documentos electrónicos.  
Cuando legalmente se requiera que un documento sea conservado para futura 
referencia, se podrá optar por hacerlo en soporte electrónico, siempre que se 
apliquen las medidas de seguridad necesarias para garantizar su inalterabilidad, se 
posibilite su acceso o consulta posterior y se preserve, además, la información 
relativa a su origen y otras características básicas.” 
 


La siguiente tabla muestra otras normativas nacionales importante que ofrecen amparo 
jurídico a la política: 
 


NORMATIVA NACIONAL 
 


Título  Año de 
emisión 


Aspectos relevantes asociados a la Política.  
 


Ley del Sistema Nacional de 
Archivos, Ley N° 7202.    


1990 El Poder Judicial está regulado por las directrices que 
establece el Archivo Nacional en materia de gestión y 
conservación de documentos físicos y electrónicos 


Ley de Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad, 
Ley Nº 7600 


1996 La información debe quedar en formato electrónico de texto 
que pueda ser procesados para que puedan ser leídos con 
mecanismos tecnológicos para personas con discapacidades 
visuales o en su caso auditivos. 
 
La política no debe dejar por fuera a las personas usuarias 
con capacidades disminuidas que no pueden por sus 
limitantes acceder efectivamente a los expedientes 
electrónicos. 
 
Art.1 Garantiza igualdad al sector vulnerable, lo cual implica 
acceso a los medios de justicia tecnológica.  
 
Art.4 inciso a) Inclusión de oportunidad y accesibilidad a los 
servicios. Art. Garantía de accesibilidad a la información. 
Circular Corte Plena m No. 77-2004 obligación de todos los 
despachos judiciales de cumplir con el acceso a la justicia. 


Ley General de Control Interno, Ley 
8292 y su respectivo Manual de 
Control Interno  


2009 Artículo 16 de la Ley señala el deber de los jerarcas y titulares 
subordinados de contar con sistemas de información que 
permitan a la administración activa tener una gestión 
documental institucional. 


Ley de Gestión Integral de Residuos 
Sólidos N° 8839, del 13 de julio del 
2010, en La Gaceta Nº135 


2010 Tiene por objetivo “regular la gestión integral de residuos y el 
uso eficiente de los recursos, mediante la planificación y 
ejecución de acciones regulatorias, operativas, financieras, 
administrativas, educativas, ambientales y saludables de 
monitoreo y evaluación.” con la intención de prevenir y 
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NORMATIVA NACIONAL 
 


reducir la generación de residuos. 


Reglamento sobre Expediente 
Judicial Electrónico ante el Poder 
Judicial.  Aprobado por Corte Plena 
en sesión N° 22-13, celebrada el 20 
de mayo de 2013, artículo XXXI, y 
que fue publicado mediante circular 
Nº 104-2013 


2013 El uso de medios electrónicos en la tramitación de procesos 
judiciales, comunicación de actos y transmisión de piezas 
procesales será admitido en los términos de este Reglamento. 
 


Ley Reguladora del Sistema 
Nacional de Contralorías de 
Servicio, Ley N° 9120 


2013 Garantizar los derechos de las personas usuarias respecto de 
los servicios que reciben de las organizaciones públicas. 
Establece la obligación de promover políticas de calidad en la 
prestación de los servicios.  


Ley de Protección de la Persona 
frente al tratamiento de sus datos 
personales, Ley Nº 8968, La Gaceta 
N° 170 de 5 de setiembre de 2011 


2011 Tiene por objetivo “Garantizar a cualquier persona, 
independientemente de su nacionalidad, residencia o 
domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, 
concretamente, su derecho a la autodeterminación 
informativa en relación con su vida o actividad privada y 
demás derechos de la personalidad, así como la defensa de su 
libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado 
o manual de los datos correspondientes a su persona o 
bienes.” 


Normas técnicas para la gestión y el 
control de las Tecnologías de 
Información”, Contraloría General 
de la República, Resolución No. R-
CO-26-2007 del 7 de junio, 2007 
(Publicada en La Gaceta No.119 del 
21 de junio, 2007), Circular Nº 206 
 


2007 Directrices y regulaciones técnicas emanadas por la Junta 
Administrativa del Archivo Nacional: Acuerdo N° 4.1 del 14 
de noviembre de 2007, las “Regulaciones Técnicas sobre la 
administración de los documentos producidos por medios 
automáticos”: obligación de implementar políticas y 
procedimientos para la creación, organización, utilización y 
conservación de los documentos en soporte electrónico, 
además de la regulación del uso del correo electrónico.   
Deber de las Instituciones de prever una política 
presupuestaria continua que permita desarrollar programas 
informáticos y mantener una constante actualización de sus 
equipos.  


 


2.5.2 Normativa interna al Poder Judicial    
 
 


• Ley Orgánica del Poder Judicial, N.º 7333, señala en su artículo 2 que el Poder 
Judicial solo está sometida a la Constitución Política y la ley, pero confiere que en 
la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para poder 
garantizar que la Administración de Justicia cumpla con el mandato 
constitucional de que su accionar sea pronta y cumplida.   El artículo 6 bis 
(adicionado mediante Ley Nº 7728 el 15 de diciembre de 1997) párrafo quinto 
señala  que “…La Corte Suprema de Justicia dictará los reglamentos necesarios 
para normar el envío, recepción, trámite y almacenamiento de los citados 
medios; para garantizar su seguridad y conservación; así como para 
determinar el acceso del público a la información contenida en las bases de 
datos…”, el artículo 56, inciso 21 establece las potestades de la Corte Plena para 
emitir reglas prácticas sobre justicia pronta y cumplida.  El artículo 81 indica las 
atribuciones del Consejo Superior para emitir directrices.   
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• Estatuto de la Justicia y derecho de las personas usuarias del sistema judicial, 
aprobado por Corte Plena en la Sesión Nº 039-03 del 20-10-2003, Artículo IX. 
Artículo 1: Establece la justicia como un valor esencial para la razonable convivencia 
en sociedad, pero también lo es para el fortalecimiento del sistema democrático. 
Entendiendo que la justicia es un servicio público y las personas tienen derecho a 
que se le brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, 
transparencia, calidad y, especialmente, con respeto de quien acude en demanda de 
ella. 


 


Igualmente, existen otras normativas especiales que regulan al Poder Judicial y que 
contienen disposiciones orientadas a fomentar la política:   
 
 


NORMATIVA INTERNA DEL PODER JUDICAL  


Título  Año de 
emisión 


Aspectos relevantes asociados a la Política.  
 


Plan Estratégico del Poder Judicial 
2013-2018 


2013 Punto 3.2 referente a la modernización e innovación de la 
gestión judicial que “…refiere a la incorporación en la 
gestión de los despachos y oficinas judiciales, de modernos e 
innovadores sistemas de justicia sustentados en criterios de 
calidad acreditados.”, y cuyo objetivo está en sustituir las 
modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión 
judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y 
de calidad.  
 
Misión y Visión del Poder Judicial  


Política de Participación Ciudadana 
del Poder Judicial.   
Aprobada por Corte Plena en sesión 
Nº 26 y 28-15, celebradas el 6 y 20 
de julio de 2015-.  Circular 138-2015 


2015 Aspira a la construcción de una cultura judicial más inclusiva 
y respetuosa de la ciudadanía, así como a una serie de 
condiciones necesarias para que la sociedad costarricense 
devenga en ciudadanía activa. 


 Cien reglas de Brasilia sobre acceso 
a la justicia de poblaciones en 
condición de vulnerabilidad.   
Aprobadas en la XIV Cumbre 
Judicial Iberoamericana, celebrada 
en Brasil, en marzo de 2008. 


Aprobadas por 
Corte Plena en la 
sesión 17 de mayo 
de 2008 


Busca garantizar las condiciones de acceso efectivo a la 
justicia a las personas en condición de vulnerabilidad 
 


Política de igualdad de género Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 34-05 
del 07 noviembre 
2005. Artículo 
XIV 
 


Tiene por objetivo “Garantizar la igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres y la no discriminación por género 
en las decisiones judiciales, en el servicio público de la 
Administración de Justicia, y en el funcionamiento interno 
del Poder Judicial. 


Política de igualdad para las 
personas con discapacidad: 


Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 14- 
08 del 05 mayo 
2008. Artículo 
XIV. 
 


Objetivo: Incorporar, de manera transversal, prioritaria y 
sustantiva, la perspectiva de la discapacidad en todos los 
ámbitos del quehacer institucional del Poder Judicial, lo 
anterior, con el fin de garantizar la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación en los servicios 
judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno de 
la institución. 
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NORMATIVA INTERNA DEL PODER JUDICAL  


Política para garantizar el adecuado 
acceso a la justicia de la población 
adulta mayor 


Aprobada por 
Consejo Superior 
en sesión Nº 27-
08 del 15 abril 
2008. Artículo 
XLVI. 


Adecuar los servicios que brinda el Poder Judicial conforme a 
la especificidad etaria y necesidades particulares de las 
personas adultas mayores usuarias de los servicios. 


Política para el acceso a la justicia 
de la 
población migrante y refugiada 
 


Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 32-10 
del 08 noviembre 
2010. Artículo 
XXIV. 


Objetivo: Lograr que la comunicación que se proporcione a la 
población migrante y refugiada esté orientada a sus 
requerimientos, ajustada a sus necesidades particulares y que 
no constituya motivo de obstrucción para el acceso a la 
justicia de estas poblaciones. 
 


Política para el acceso a la justicia 
de niños, niñas y adolescentes 


Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 34-10 
del 29 noviembre 
2010. Artículo 
XVII. 


Objetivo: Hacer efectivo el acceso a la justicia para todas las 
personas menores de edad, eliminando cualquier tipo de 
discriminación, restricción o barrera que impida el ejercicio 
de sus derechos, a partir de una cultura judicial que 
desarrolle el paradigma de protección integral de la niñez y la 
adolescencia. 
 


Política de acceso a la justicia para 
menores en condición de 
vulnerabilidad sometidos al proceso 
penal juvenil en Costa Rica 
 


Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 4-11 
del 14 febrero 
2011. Artículo 
XV. 


Objetivo: Crear en materia penal juvenil mecanismos reales y 
eficaces de acceso a la justicia que permitan a las personas 
menores de edad que cumplen una sanción, superar su 
situación subjetiva y social, de manera que ello resulte en una 
mejora de sus condiciones de vida. 


Política de atención a víctimas de 
violencia doméstica y del delito 


Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 32-99 
del 05 agosto 
1999. Artículo 
XII. 


Objetivo: Definir las reglas prácticas para facilitar la 
aplicación efectiva de la ley contra la violencia doméstica, 
velar porque se cumplan todos los procedimientos legales sin 
postergación alguna, especialmente aquellos que tienen 
relación con las víctimas, personas menores de edad, 
medidas de protección y demás trámites judiciales. 
 


Reglas prácticas para facilitar el 
acceso a la justicia de las 
poblaciones indígenas 
 


Aprobada por 
Consejo Superior 
en sesión Nº 77-
08 del 14 octubre 
2008. Artículo 
XLI. 


Objetivo: Brindar prioridad de trato por parte de juezas, 
jueces y personal judicial, a las personas indígenas que se 
apersonen a los despachos judiciales, así como fijar los 
señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un 
horario accesible contemplando las particularidades de cada 
zona. 


Política respetuosa de la diversidad 
sexual 
 


Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 31-11 
del 19 septiembre 
2011. Artículo 
XIII. 


Objetivo:  Lograr un cambio de actitud en la cultura 
institucional respecto a las personas sexualmente diversas, 
con base en la no discriminación por razón de orientación 
sexual tanto respecto a los servicios que se brindan a las 
personas usuarias, como en el trato y las oportunidades de 
quienes laboran en la institución, y la implementación de 
procesos sostenidos de capacitación y sensibilización a las 
personas servidoras judiciales. 
 


Política para el acceso a la justicia 
de personas afro descendientes 
 


Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 35-15 
del 21 septiembre 
2015. Artículo 
XXXIV. 


Objetivo: Promover estudios sobre el acceso a la justicia de 
las personas afro descendientes, sus necesidades 
particulares, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la 
discriminación racial e intolerancia, para obtener 
conocimientos que impacten positivamente la prestación de 
servicios en los ámbitos jurisdiccional, auxiliar de Justicia y 
administrativo del Poder Judicial, y garantizar el efectivo 
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NORMATIVA INTERNA DEL PODER JUDICAL  


acceso a la justicia. 


Acuerdos sobre rediseño de 
circuitos electrónicos 
 


2012 y 2015 • “Circuito Electrónico mediante la implementación de la 
moderna gestión y nuevas tecnologías”, fue conocido y 
aprobado por Corte Plena en sesión 26-12 del 30 de julio 
de 2012 art. XV y XVI. 


 


• El plan de trabajo para su implementación en San Carlos 
fue aprobado por Corte Plena en sesión 44-12 del 17 de 
diciembre de 2012, art. XXV. 


 


• El plan de trabajo para la implementación en Cartago fue 
aprobado por el Consejo Superior en sesión 12-15 del 12 
de febrero de 2015, art. LXVI. 


Reglas Mínimas para la Difusión de 
Información Judicial en Internet:  
Reglas de Heredia 
 


Aprobadas 
durante el 
Seminario 
Internet y 
Sistema Judicial 
realizado en la 
ciudad de 
Heredia (Costa 
Rica), los días 8 y 
9 de julio de 
2003. 


 Tienen el objetivo de servir como modelo a ser adoptado por 
los tribunales e instituciones responsables de la divulgación 
de jurisprudencia de todos los países de América Latina. En 
sus premisas está auxiliar a los tribunales en el tratamiento 
de los datos contenidas en las sentencias y despachos 
judiciales en Internet sin que se generen perjuicios a la 
transparencia de sus decisiones. 


Reglas para el dictado de las 
sentencias orales o escritas en las 
distintas jurisdicciones del país 


La Corte Plena en 
sesión N° 47-13, 
celebrada el 11 de 
noviembre 2013, 
artículo XXIV 


CIRCULAR Nº 212-2013 
 


Manual de Valores Compartidos del 
Poder Judicial. Aprobado por Corte 
Plena, artículo XXII, de la Sesión 
N.° 32-10 celebrada el 8 de 
noviembre de 2010. 


2010 Se trata fundamentalmente de un texto ético, para promover 
las mejores prácticas y la toma de decisiones.  Es manual que 
desarrolla el significado y las implicaciones conductuales de 
los valores compartidos, 
 


Ley de Notificaciones y Citaciones 
Judiciales No.8687 


2009 Artículo 3. Fijación de domicilio electrónico para 
notificaciones de todo tipo de resoluciones en cualquier 
asunto judicial. Art.12 Contestación y respuesta de 
notificaciones, posibilidad de que los intervinientes actué 
electrónicamente. Sección I completa referido al proceso de 
notificación electrónica. 


Código Procesal Civil Con su entrada en 
vigencia 


En “bacaccia lege” hasta su entrada en vigencia  
Artículos relacionados con documentos 


Código Procesal Laboral Con su entrada en 
vigencia 


En “bacaccia lege” hasta su entrada en vigencia 


Código Procesal Penal, Ley No.7594 1998 Libro II, Título I  
La norma que establece el plazo razonable. 


Reforma a los Códigos Procesales de 
la materia Agraria y de Familia  


 Considerar la futura reforma en materia agraria y de familia y 
su incidencia en el acceso a la justicia electrónica.2. 
Sugerimos se tomen en cuenta todas aquellas políticas 
públicas ya existentes; por ejemplo, la política de gestión 
ambiental.  La existencia de ejes transversales obliga a 
entrelazar la normativa con los planes de ejecución ya 
establecidos en la institución. 
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2.5.3 Normativa internacional  
 


Hay normativa internacional de Derechos Humanos que fundamentan los 
compromisos que han sido asumido por el País por una Administración de Justicia 
pronta, cumplida, eficiente, efectiva, accesible y transparente, tales como: 
 
 


NORMATIVA INTERNACIONAL 
 


Título  Año de emisión Aspectos relevantes asociados a la Política.  
 


Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos 
 


1966 En su integridad. 


Convención Americana sobre 
Derechos Humanos NOTA: La 
Convención en sí y la 
jurisprudencia de la CADDHH es 
de aplicación a nivel interno de 
forma obligatoria (control de 
convencionalidad) 


1969 se firmó, 
entró vigencia 
1978 


8°, párrafo 1°: Establece, el derecho a un proceso en un 
plazo razonable, sea sin dilaciones indebidas o retardos 
injustificados  
 


 
Agenda 2030 de la Cumbre de las 
Naciones Unidas, para el desarrollo 
sostenible.   


Setiembre 2015, 
por la Asamblea 
General de la 
Organización de 
las Naciones 
Unidas. 


Objetivo 16. Promover sociedades pacíficas e inclusivas 
para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia 
para todos y crear instituciones eficaces, responsables e 
inclusivas a todos los niveles. 


CEDAO (Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la Mujer) en 
CR ley No.6968. 


1979 aprobado por 
Naciones Unidas y 
2 de octubre de 
1984 por C.R. 
1997 


La Convención enuncia los principios jurídicos aceptados 
internacionalmente sobre los derechos de la mujer. 


Belén do Para; Convención para 
prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres 


1994 Ratificada en 
C.R. en 1995. 
 
1997 


Artículo 4. Ics f y j:. Derecho de igualdad ante la ley y 
derecho de igualdad de acceso a las funciones públicas. 


La no tolerancia de los agentes que imparten la justicia a 
la violencia contra las mujeres en todas sus 
manifestaciones incluyendo la violencia estructural y 
perpetuadores del continuo. 


 Artículo 7:  Los Estados Partes condenan todas las 
formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar 
dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 


 a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia 
contra la mujer y velar por que las autoridades, sus 
funcionarios, personal y agentes e instituciones se 
comporten de conformidad con esta obligación; 


 b. actuar con la debida diligencia para prevenir, 
investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 


 c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles 
y administrativas, así como las de otra naturaleza que 
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NORMATIVA INTERNACIONAL 
 
sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso; 


 d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a 
abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o 
poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma 
que atente contra su integridad o perjudique su 
propiedad; 


 e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo 
medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas 
o consuetudinarias que respalden la persistencia o la 
tolerancia de la violencia contra la mujer; 


 f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para 
la mujer que haya sido sometida a violencia, que 
incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 


 g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos 
necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia 
tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del 
daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y 


 h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole 
que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención. 


PISAV 
Reglas de Brasilia sobre el acceso a 
la justicia de personas en 
condiciones de vulnerabilidad 
 


2008 Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas 
personas que, por razón de su edad, género, estado físico o 
mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas 
y/o culturales, encuentran especiales dificultades para el 
acceso a la justicia. 
Reglas relacionadas con los derechos a los usuarios 


Declaración Universal de Derechos 
Humanos  
 


1948 Artículos 8, 10, entre otros.  
En su integralidad recogen en sus artículos los derechos 
humanos considerados básicos, a partir de la carta de San 
Francisco (26 de junio de 1945).  


Código Modelo Iberoamericano de 
Ética Judicial 


 Incluyen deberes jurídicos que se refieren a las conductas 
más significativas para la vida social,  que promueven la 
excelencia en el servicio judicial, y están dirigidos a las 
personas que se desempeñan en la Administración de Justicia 


 
 
III. LÍNEAS GENERALES DE LA POLÍTICA 
 
3.1 Principios orientadores 
  


La Política hacia una Justicia Pronta y sin Papeles se sustenta en varios 
principios orientadores necesarios para lograr alcanzar las aspiraciones de una 
Administración de Justicia más eficiente, accesible, sostenible e igualitaria; de manera, 
que los principios están correlacionados con los ejes estratégicos de la Política, que a su 
vez vienen a definir las líneas de acción que se deben desarrollar para su cumplimiento . 



https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_humanos

https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_humanos
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• Eficiencia  
 
La eficiencia refiera a la responsabilidad del Poder Judicial por garantizar que todo 
su accionar logre los mejores resultados en un tiempo oportuna para las personas 
usuarias, haciendo un uso racional de los recursos materiales, tecnológicos y 
financieros en función de una labor comprometida por parte de las personas 
funcionarias y servidoras judiciales. 
 


• Celeridad 
 
El servicio de Administración de Justicia debe realizarse y darse en tiempo y en el 
momento adecuado, evitando retardos indebidos en los diferentes procesos 
(administrativos y jurisdiccionales). 


 


• Simplicidad: 
 


La estructura administrativa y organizacional del Poder Judicial debe permitir que 
los trámites y procedimientos sean sencillos y de fácil comprensión, donde los 
requisitos que se exijan deben ser racionales, proporcionales y establecidos en una 
norma legal. 
 


• Uniformidad 
 


Vinculado al principio de simplicidad, el principio de la uniformidad refiere tanto a 
los trámites como requisitos; de manera que se deberán establecer requisitos 
similares para trámites similares; y solo se podrá mantener bajo criterios objetivos y 
debidamente justificados toda diferenciación. 
 


• Adaptabilidad 
 


Consiste en la adopción por parte de la Administración de Justicia de sistemas, de 
procedimientos que se ajusten a los cambios y necesidades de las personas usuarias, 
que estén acorde con la realidad nacional y las limitaciones presupuestarias.  
 


• Innovación 
 


 De la mano con el principio de adaptabilidad, el Poder Judicial al desarrollar su 
actividad, debe aplicar ideas y prácticas novedosas que generen un valor social, 
considerando para ello el conocimiento interno (personal judicial) y externo 
(ciudadanos) que permitan encontrar mecanismos que den una solución integral a 
sus necesidades y problemas para satisfacer los requerimientos de las personas 
usuarias. 
 


• Accesibilidad 
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Derecho de todas las personas usuarias (internas y externas) de acceder al servicio 
de administración de justicia y relacionarse con el Poder Judicial por diferentes 
medios sean electrónico o no, sin barreras tanto en la movilidad, comunicación, 
comprensión y su utilización; debiéndose considerar lo establecido en las políticas de 
accesibilidad aprobadas por Corte Plena. 


 


• Transparencia  
 
En la definición de este principio se parte de lo establecido en la Política de Justicia 
Abierta del Poder Judicial como “la responsabilidad del Poder Judicial de 
garantizar el derecho de acceso y la comprensión de la información pública sin 
mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas en las leyes, rendir 
cuentas sobre su gestión y propiciar la integralidad, probidad y el buen gobierno.” 
 


• Participación  
 
En la definición de este principio se parte de lo establecido en la Política de 
Participación Ciudadana en el Poder Judicial, que establece la participación como 
“…un proceso democrático que garantiza una contribución responsable activa y 
sostenida de la población en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de 
políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la 
población, del bien común y del cumplimiento de los fines del Poder Judicial.” 
 
• Consumo responsable4 


 


Se requiere la adopción de criterios de adquisición de productos tecnológicos con un 
menor impacto ambiental, que incorporen características sociales y un mejor valor 
económico dentro del marco de su ciclo de vida del producto (considerar el costo de 
adquisición, uso, mantenimiento y disposición del bien, así como su aptitud para 
satisfacer el propósito de su adquisición).  
 


3.2 Objetivos de la Política 
 
Objetivo general: 
 


Propiciar la celeridad y simplificación del sistema de justicia, en aras de un 
servicio público eficaz, eficiente y efectivo. 
 
Objetivos específicos: 
 


• Potenciar el rediseño y mejorar los procedimientos judiciales para la 
implementación de la gestión oral-electrónica, así como garantizar un Poder 
Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su 
accionar. 


                                                 
4 Según objetivo n°12 de los ODS, la Política Nacional de Compras Públicas Sustentables, y el Plan de Gestión Ambiental 


Institucional 2017-2021 del Poder Judicial. 
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•  Impulsar la modernización judicial a través de nuevas tecnologías y moderna 
gestión, mediante una cultura basada en el compromiso y en la gestión o 
administración del talento del personal judicial, para lograr un alto nivel de 
desempeño y la rendición de cuentas, como medio para alcanzar una justicia 
pronta y sin papeles siempre teniendo a la persona usuaria como eje central de 
este objetivo. 


 


•  Articular los diferentes intervinientes en la administración de justicia, con el fin 
de garantizar el uso eficiente de los recursos y la calidad del servicio público. 


 


• Mejorar la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público 
brindado. 


 
3.3 Ejes estratégicos y líneas de acción 
 


Dentro de un proceso consensual, interactivo y validado con las diferentes 
personas actoras intervinientes, seguidamente se establecen los tres eje o prioridades de 
acción, vinculados con objetivos concretos y lineamientos de la “Política Hacia una 
Justicia Pronta y Sin Papeles”, que permitirán avanzar en el disfrute efectivo de los 
derechos que señala la política. 
 
1.- Una Justicia simple y accesible: Busca propiciar la celeridad y simplificación del 
sistema de Administración de justicia, a través del rediseño judicial para la 
implementación de una moderna gestión que garantice un Poder Judicial capaz de 
integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar. 
 
Lineamientos estratégicos:   


 


• El Poder Judicial se apegará a la normativa vigente y pondrá en práctica nuevas 
formas de organizar y garantizar mayor eficiencia en la gestión y mejor 
aprovechamiento de los recursos –materiales, tecnológicos y humanos- que se ponen 
a disposición de las personas funcionarias y servidoras para el cumplimento de los  
objetivos institucionales. 


• El Poder Judicial deberán concienciar para aprovechar de la mejor forma los recursos 
creados para alcanzar sus objetivos. 


• La Contraloría de Servicios proporcionará, a las instancias responsables de la toma de 
decisiones institucionales, información referente a la prestación de los servicios que 
reciben las personas usuarias, de manera que sirva como insumo para la 
identificación de prioridades en la solución de los problemas que imposibilitan un 
acceso pronto a los servicios, así como a las respuestas ante las diferentes gestiones. 


• Las herramientas tecnológicas que se implementen en el Poder Judicial deben 
permitir el acceso eficiente a la información contenida en los expedientes y 
documentos digitales. 


• Generalizar el uso de la firma digital a personas legitimadas para facilitar el acceso a 
documentos por medios tecnológicos evitando movilización e impresión de los 
mismos. 







 41 


• La Dirección de Planificación deberá fortalecer el rediseño en la gestión del Poder 
Judicial en todos los ámbitos, para la eliminación progresiva de los formalismos 
excesivos e innecesarios en los procedimientos y trámites judiciales y administrativos.  


• El Poder Judicial fortalecerá los procesos de comunicación interinstitucional de los 
sistemas de entes y organismos públicos, para facilitar la obtención de documentos 
oficiales necesarios en los procedimientos y trámites de los usuarios.  


• Estandarizar las formas de identificación de usuarios en condición de vulnerabilidad, 
en los diferentes sistemas informáticos del Poder Judicial, a efecto de que los 
funcionarios identifiquen de inmediato si el usuario interviniente del proceso presenta 
alguna de estas condiciones. 


• Fortalecer, especializar y estandarizar, los centros de información y orientación para 
las personas usuarias, en los temas relativos a su necesidad de servicios y en atención 
a las particularidades de las diferentes poblaciones que acuden a la institución 


• La Dirección de Planificación analizará e incorporará en los rediseños, estrategias 
relacionadas con las buenas prácticas de los despachos judiciales, que faciliten el 
acceso a la justicia 


 
2.- Desarrollo sostenible de la gestión judicial:   Conlleva articular los diferentes 
intervinientes en la administración de justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de 
los recursos y la calidad del servicio público. 
 
Lineamientos estratégicos:   
 


• Para las contrataciones de cualquier naturaleza, las instancias administrativas 
encargadas de elaborar los carteles de contratación deben coordinar y consultar con 
los departamentos especializados para la obtención de criterios técnicos favorables 
con el ambiente en los productos a contratar.  


• Definir e implementar indicadores que permitan comprobar el uso eficiente de los 
recursos asignados a los funcionarios judiciales.   


• Todo proceso de adquisición de productos tecnológicos se debe ajustar a criterios que 
generen un menor impacto ambiental. 


• La Escuela Judicial y Unidades de Capacitación incluirán la educación en cuanto al 
manejo de la maximización de los recursos. 


• La Contraloría de Servicios, los Consejos de Administración de Circuito, la Dirección 
de Planificación, informará a las instancias judiciales competentes, cuando se 
identifiquen situaciones que afecten el cumplimiento de los estándares establecidos 
para las oficinas en las cuales se hayan establecido, con el propósito de que se puedan 
tomar las acciones de contingencia de forma oportuna. 


 
3.- Cultura Institucional hacia la mejora continua de los servicios:  Propiciar un 
cambio en la cultura institucional para la mejora continua del servicio contando con la 
participación de los usuarios en el proceso 
 
Lineamientos estratégicos: 
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• La Dirección de Gestión Humana deberá establecer desarrollar la metodología y 
estrategia necesaria para implementar una correcta gestión de talento humano en el 
Poder Judicial. 


• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deberán incorporar en sus Planes 
Anuales de Capacitación actividades formativas de sensibilización sobre los derechos, 
deberes y responsabilidades del personal judicial en el desempeño de sus funciones. 


• Los despachos generadores de sistemas informáticos o proveedores externos 
brindarán la formación práctica al personal que utilizará los respectivos sistemas. 


• Las jefaturas de todas las instancias del Poder Judicial deberán promover medidas 
que faciliten que el personal a su cargo cuente con las habilidades y destrezas 
necesarias para el buen desempeño de sus funciones, dentro de los parámetros de la 
Política de justicia pronta y sin papeles y en armonía con las necesidades de las 
personas usuarias.  


• La oficinas y despachos de los diferentes ámbitos de Poder Judicial deberán 
incorporar en sus planes estratégicos las acciones encaminadas al cumplimiento de la 
política. 


• Los procesos de selección deberán aplicar entrevistas de perfil para los funcionarios 
que más contacto tienen con las personas usuarias.  


• Los programas de evaluación y selección deberán incluir para cualquier puesto dentro 
del Poder Judicial, charlas sobre los derechos, deberes y responsabilidades del 
personal judicial en el desempeño de sus funciones, respectivamente evaluadas.  


• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deberán proporcionar cursos de 
sensibilización de trato a las personas usuarias, para el personal contratado de forma 
externa, respectivamente evaluado.   


• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, deberán crear actividades 
formativas de sensibilización y charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el desempeño de sus funciones, 
respectivamente evaluadas, proporcionada por las Unidades de Capacitación de cada 
ámbito judicial. 


• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, deberán desarrollar e 
implementar capacitaciones para las personas usuarias, en el uso de los sistemas 
externos de información del Poder Judicial. 


• La Dirección de gestión Humana deberá incorporar en sus diferentes subprocesos la 
calidad en el servicio público como eje transversal de su gestión, de forma que las 
personas que se incorporen a la función pública dentro del Poder Judicial cuenten con 
las competencias necesarias para garantizar el cumplimiento de este objetivo 


 


 
IV. PLAN DE ACCIÓN 
 


El plan de acción de la “Política hacia una justicia pronta y sin papeles”, 
establece las disposiciones necesarias que permitirán orientar su implementación de 
manera clara y precisa para los diferentes entes del Poder Judicial.  El plan se constituye 
a partir de los tres ejes estratégicos establecidos y sus respectivos objetivos o 
aspiraciones, como las metas alcanzables, definiéndose para cada meta los indicadores 
que permitirán su monitoreo y evaluación sobre su cumplimiento, debiendo los 
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diferentes actores tomar las previsiones necesarias para su ejecución en un plazo 
razonable conforme al rol, funciones y responsabilidad dadas. 
 


La política tendrá una vigencia de quince años, con revisiones periódicas de su 
cumplimiento; por tanto, los diferentes ejes de la política se deberán incorporar en los 
tres planes estratégicos de la Institución, siendo que cada uno tiene una vigencia de 
cinco años.   
 
4.1 Responsables de la implementación 
 


Considerando los lineamientos y objetivos de la política, se establecen los 
principales actores intervinientes a nivel de coordinación, de acuerdo con las 
competencias, organización y funciones que a cada uno corresponde dentro del Poder 
Judicial.  No obstante, conforme a las atribuciones establecidas en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, a la Corte Plena le corresponderá aprobar la Política y apoyar su 
implementación; mientras que la rectoría de la política recaerá en el Consejo Superior 
como máximo órgano administrativo, a quien le atañe definir la instancia a cargo de 
transversalizar la política a nivel institucional, con la potestad de delegar la 
implementación de la política a nivel regional en los Consejos de Administración de los 
Circuitos, quienes deberán promover las medidas que faciliten que las oficinas judiciales 
de los diferentes ámbitos, cuenten con las habilidades y destrezas necesarias para el 
buen desempeño de sus funciones, dentro de los parámetros de la Política y en armonía 
con las necesidades de las personas usuarias, además de ejercer la supervisión constante  
del cumplimiento de la Política; así como, emprender las acciones requeridas para su 
aplicación, debiendo rendir cuentas al menos una vez al año al Consejo Superior de los 
resultados obtenidos.  
 


Así, las responsabilidades de estos y otros actores intervinientes en la política se 
destallan a continuación, las cuales deben desarrollar para lograr su cumplimiento 
durante el periodo que comprende del año 2019 al 2034:  


 
MODELO DE GESTIÓN DE LA POLÍTICA  


“HACIA UNA JUSTICIA PRONTA Y SIN PAPELES” 
PERIODO 2019-2034 


 
ACTORES RESPONSABLES 
 


PARTICIPACIÓN O ROL 
 


FUNCIONES Y RESPONSABILIDADES 


Redes de coordinación 
interna 


 
 


 


Corte Plena 
 


Ejecución • Aprobar y emitir las directrices necesarias para ser 
efectivo el principio constitucional de justifica pronta y 
cumplida. 


• Establecer nuevas formas de organizar y garantizar 
mayor eficiencia en la gestión y mejor 
aprovechamiento de los recursos –materiales, 
tecnológicos y humanos- que se ponen a disposición 
de los funcionarios y servidores para el cumplimento 
de sus objetivos. 
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• Adopción de medidas necesarias para optimizar los 
recursos institucionales. 


Consejo Superior Ejecución • Ejecutar la Política aprobando nuevas formas de 
organizar y garantizar mayor eficiencia en la gestión, 
mayor aprovechamiento de los recursos –materiales, 
tecnológicos y humanos- que se ponen a disposición 
de las personas funcionarias y servidoras judiciales 
para el cumplimento de sus objetivos. 


• Adopción de medidas necesarias para optimizar los 
recursos institucionales. 


• Designar la instancia a cargo de transversalizar la 
política a nivel institucional 


Consejos de 
Administración de 
Circuito 
 


Ejecución, seguimiento 
y coordinación 


• Promover las medidas que faciliten que las oficinas 
judiciales de los diferentes ámbitos cuenten con las 
habilidades y destrezas necesarias para el buen 
desempeño de sus funciones, dentro de los 
parámetros de la Política y en armonía con las 
necesidades de las personas usuaria. 


• Ejercer la supervisión constante del cumplimiento de la 
Política por parte de las oficinas judiciales (todos los 
ámbitos) del Circuito Judicial de su competencia. 


• Emprender las acciones necesarias para su aplicación 
de la Política de las oficinas judiciales (todos los 
ámbitos) del Circuito Judicial de su competencia. 


• Rendir cuentas al menos una vez al año al Consejo 
Superior de los resultados obtenidos sobre el 
cumplimiento de la Política por parte de las oficinas 
judiciales (todos los ámbitos) del Circuito Judicial de su 
competencia. 


Administraciones 
Regionales 


Ejecución, 
Coordinación 


• Coordinar con las oficinas judiciales de las zonas a su 
cargo la provisión de los recursos necesarios para la 
correcta implementación de la Política, así como 
brindar apoyo logístico para el cumplimiento de los 
objetivos establecidos. 
 


• Verificar que se incorporen en los planes de trabajo las 
acciones encaminadas al cumplimiento de la política. 


 


Centro de Apoyo, 
Coordinación y 
Mejoramiento de la 
Función Jurisdiccional, 
 
Administración 
Organismo de 
Investigación Judicial,  
 
Administración del 
Ministerio Público 
 
Administración de la 
Defensa Publica 


Ejecución, seguimiento 
y coordinación 


• Coordinar con las oficinas judiciales el apoyo logístico 
para el cumplimiento de los objetivos establecidos. 
 


• Verificar que se incorporen en los planes de trabajo de 
las oficinas a cargo, las acciones encaminadas al 
cumplimiento de la política. 


 


• Verificar el cumplimiento de la política por parte de las 
oficinas de su competencia. 
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Dirección de Planificación Ejecución 
Coordinación y 
Asesoría 


• Promover el uso de la Tecnología y reducción en el uso 
de papel en los rediseños de procesos y estudios que 
se realizan.  


• Impulsar la implementación de los diferentes sistemas: 
Gestión, escritorio virtual, SIGMA, Sistema de 
seguimiento de casos, ECU y cualquier otro que facilite 
el acceso a la información a través de medios 
tecnológicos. 


• Coordinar con la Dirección de TI la implementación de 
los diferentes sistemas en los despachos que se 
rediseñen. 


• Incorporar la política transversalmente en el rediseño 
de oficinas judiciales y criterios técnicos. 


• Asesorar en lo de su competencia, a las instancias 
partícipes de la implementación de la política. 


Dirección de Tecnología 
de la Información 


Ejecución, Asesoría 
Técnica, Capacitación 
en sistemas de 
información 


 


• Incorporar en los proyectos que se ejecutan a cargo de 
la Dirección de TI los lineamientos que establezca la 
política 


• Diseñar e implementar las mejoras requeridas en los 
sistemas informáticos y plataformas institucionales 
vinculantes a la política. 


• Orientar las posibilidades técnicas de implementación 
de las mejoras sugeridas por los intervinientes en la 
aplicación de la política. 


• Capacitar al personal interno o externo que lo requiera 
para lograr un máximo aprovechamiento de las 
herramientas tecnológicas que se pongan a disposición 
para el cumplimiento de la política. 


 


Dirección Ejecutiva Ejecución 
Coordinación, 


• Coordinar aspectos logísticos asociados con la 
implementación de la política, incluida la generación 
de directrices para las Administraciones Regionales y 
los departamentos a su cargo. 


• Verificar que se incorporen en los planes estratégicos 
las acciones encaminadas al cumplimiento de la 
política. 


 


Dirección de Gestión 
Humana 


Coordinación, 
Capacitación 


• Establecer e implementar las estrategias necesarias 
para lograr una correcta gestión del talento humano 
por competencias en el Poder Judicial. 


• Establecer procesos de recursos humanos integrados y 
que estén debidamente diseñados con el fin de atraer 
talento, motivar, desarrollar y retener al personal 


judicial desde su primer ingreso. 
• Incorporar en los procesos de selección entrevistas de 


perfil para los funcionarios que más contacto tienen 
con las personas usuarias. 


• Incorporar en sus Planes Anuales de Capacitación 
actividades formativas de sensibilización sobre los 
derechos, deberes y responsabilidades del personal 
judicial en el desempeño de sus funciones.  
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• Crear actividades formativas de sensibilización y 
charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el 
desempeño de sus funciones, respectivamente 
evaluadas. 


• Implementar en los programas de evaluación y 
selección de candidatos a cualquier puesto del Poder 
Judicial, charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el 
desempeño de sus funciones, respectivamente 
evaluadas.  


Escuela Judicial y 
diferentes unidades de 
capacitación. 


Capacitación  • Establecer e implementar una política de formación 
integral, progresiva y constante del talento humano 
del Poder Judicial, que sea congruente entre los planes 
de entrenamiento y capacitación, con los 
requerimientos reales según competencias. 


• Incorporar en sus Planes Anuales de Capacitación 
actividades formativas de sensibilización sobre los 
derechos, deberes y responsabilidades del personal 
judicial en el desempeño de sus funciones. 


• Crear actividades formativas de sensibilización y 
charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el 
desempeño de sus funciones, respectivamente 
evaluadas 


• Diseñar e implementar estrategias de capacitación 
orientadas al personal judicial referente a la política. 


• Retroalimentar al equipo de implementación de la 
política en relación con las limitaciones identificadas 
producto de los procesos formativos. 


 


Departamento de 
Proveeduría 


Asesoría  • Asesorar a las instancias competentes en relación con 
el tema de su especialidad (trámites de compra). 


• Facilitar los procesos que requieran la adquisición de 
bienes y servicios en función de lo dispuesto en la 
política. 


Contraloría de Servicios Seguimiento • Seguimiento al cumplimiento de los indicadores de la 
política y percepción del servicio a la persona usuaria. 


 


Tribunal de la Inspección Seguimiento • Seguimiento al cumplimiento de la política. 


Unidad de Control 
Interno 


Seguimiento  
Asesoría 


• Seguimiento de cumplimiento de los controles 
establecidos de la aplicación de la política 


Departamento de Prensa 
y Comunicación 
Organizacional 


Promoción • Establecer estrategias que permitan generar una 
cultura institucional de un uso eficiente de los 
recursos, garantizando la satisfacción de las 
necesidades de las personas usuarias. 


• Promocionar los alcances de la política entre el 
personal judicial y personas usuarias mediante la 
implementación de estrategias de comunicación de 
acuerdo con las necesidades del público meta. 


 


Delegaciones, Ejecución • Promover las medidas que faciliten que el personal a 
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Subdelegaciones y 
Oficinas Organismo de 
Investigación Judicial;  
Fiscalías y Oficinas del 
Ministerio Público; 
Salas, Tribunales y 
Juzgados; 
Defensa Pública; 
Oficinas Administrativas 


su cargo cuente con las habilidades y destrezas 
necesarias para el buen desempeño de sus funciones, 
dentro de los parámetros de la Política y en armonía 
con las necesidades de las personas usuarias.  


• Incorporar en sus planes de trabajo las acciones 
encaminadas al cumplimiento de la política. 


 


Comisiones o Programas 
Institucionales 


  


Comisión de 
Accesibilidad; 
CONAMAJ; 
Comisiones 
jurisdiccionales;  
Comisión de Gestión 
Ambiental; 
Comisión Personas 
Usuarias 


Asesorar • Asesorar en el ámbito de su competencia con respecto 
al cumplimiento de la política 


 
Alianzas estratégicas con 
otras instituciones 
públicas o privadas.  


  


Colegio de Abogados y 
Abogadas de Costa Rica;  
Programa Facilitadores 
Judiciales; 
Defensoría de la 
Habitantes; 
Red de justicia 
restaurativa; 
Procuraduría General de 
la República; 
Bancos y Operadoras de 
Crédito y Cobro; 
INAMU 


Coordinación 
promoción 


• Promocionar los alcances de la política. 


• Coordinar actividades de retroalimentación para el 
cumplimiento de la política. 


 
4.2 Marco de la Política: monitoreo y evaluación 
 
La siguiente matriz marco de la política, se constituye en el instrumento que establece la 
dirección, seguimiento y evaluación para verificar el cumplimiento de la política 
conforme a las funciones y responsabilidades que corresponden a cada uno de los 
actores según los lineamientos estratégicos y modelo de gestión; mismos que serán 
evaluados cada cinco años hasta cumplir los quince años de vigencia. 
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MATRIZ MARCO Y OPERACIONALIZACIÓN DE LA POLÍTICA 
“HACIA UNA JUSTICIA PRONTA Y SIN PAPELES” 


 
EJES 


ESTRATÉGICOS 
ASPIRACIÓN AL 


2033 
META INDICADORES PLAZO RESPONSABLE COORDINACION PRESUPUESTO 


1. Una 
Justicia 
simple y 
accesible. 
 


Propiciar la 
celeridad y 
simplificación 
del sistema de 
justicia, a través 
del rediseño 
judicial para la 
implementación 
de una 
moderna 
gestión en el 
Poder Judicial. 


Al 2033 el 95% de 
los procesos que 
impacten la 
celeridad del 
sistema judicial 
deben estar 
rediseñados y 
automatizados 


Porcentaje de 
procesos 
involucrados en 
la celeridad del 
sistema judicial 
rediseñados y 
automatizados. 


2019-
2034 


Consejo Superior  
por medio de sus 
acuerdos 
designará al 
órgano ejecutor 


Dirección de 
Planificación, 
Dirección de 
Tecnología de la 
información 
Comisiones 
jurisdiccionales, 
Consejos de 
Administración de 
Circuito, 
Administraciones 
Regionales, 
Despachos y 
oficinas Judiciales, 
Contraloría de 
Servicios, 
Comisión de 
Personas Usuarias 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 el 90% de 
los sistemas 
informáticos 
generen 
información que 
permita visualizar 
oportunamente el 
aprovechamiento 
de los recursos 
institucionales. 


Porcentaje de 
sistemas que 
permitan la 
generación de 
información 
para la toma de 
decisiones en la 
administración 
de los recursos 
institucionales.  


2019-
2034 


Dirección de 
Tecnología de la 
Información  


Dirección de 
Planificación; 
Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Gestión Humana; 
Auditoría Judicial; 
Contraloría de 
Servicios; 
Administraciones 
Regionales, 
Centro de Apoyo 
para el 
mejoramiento de 
la Administración 
de Justicia 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 se cuente 
con indicadores 
que permitan 
establecer la 
variación en los 
costos que se 
obtienen de la 
implementación 
de los diferentes 
proyectos que se 
ejecuten a nivel 
institucional. 


Cantidad de 
mecanismos 
para establecer 
los costos 
derivados de la 
implementación 
de los 
proyectos. 


2019-
2034 


Dirección de 
Planificación 


Dirección de 
Gestión Humana, 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Dirección 
Ejecutiva 


Recursos 
ordinarios 
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  Al 2033 que se 
cuente con una 
población judicial 
comprometida en 
la mejora del 
servicio. 


- Cantidad de 
gestiones de 
mejora.   
- Reducción en 
las 
inconformidade
s por dilación en 
los servicios. 
- Resultados de 
percepción del 
servicio 
(encuestas u 
otras 
herramientas) 
- Indicadores 
previstos por la 
Secretaría 
Técnica de Ética 
y Valores del 
Poder Judicial. 


2019-
2034 


Secretaría Técnica 
de Ética y Valores;  


Contraloría de 
Servicios del 
Poder Judicial, 
Comisión 
Personas Usuarias 
del Poder Judicial, 
Departamento de 
Prensa y 
Comunicación 
Organizacional; 
Centros de 
Capacitación del 
Poder Judicial 
Dirección de 
Gestión Humana; 
Dirección de 
Planificación. 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 el 95% de 
los sistemas 
informáticos 
estén integrados 
e 
interconectados, 
evitando la doble 
digitación, el 
retrabajo y el 
error humano.  


Porcentaje 
sistemas 
informáticos 
integrados e 
interconectados 


2019-
2034 


Dirección de 
Tecnología de la 
Información 


Oficinas y 
despachos 
judiciales 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 se haya 
implementado un 
proceso de 
mejora continua 
en la experiencia 
del cliente en su 
interacción con 
los sistemas 
informáticos, 
desde los 
dispositivos 
electrónicos y la 
ubicación 
geográfica de su 
conveniencia. 


Proceso de 
mejora 
implementado.  


2019-
2034 


Dirección de 
Tecnología de la 
Información,  


Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Planificación; 
Contraloría de 
Servicios; 
Comisión de 
Personas 
Usuarias; 
Departamento de 
Prensa y 
Comunicación 
Organizacional. 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 se hayan 
adoptado las 
tecnologías que 
sean de interés de 
la institución, 
estén alcance de 
su presupuesto y 
respondan a los 
requerimientos 
de las personas 
usuarias. 
 
 


- Plataforma 
tecnológicas 
disponibles 
-Nivel de 
satisfacción de 
las personas 
usuarias en el 
uso de las 
tecnologías. 
 
 


2019-
2034 


Comisión 
Gerencial de 
Tecnología 


Consejo Superior; 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Planificación; 
Personas Usuarias 


Recursos 
ordinarios 
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  Al 2033 se haya 
aplicado las 
mejores prácticas 
de la industria 
tecnológica, que 
sean de interés de 
la institución y 
estén alcance de 
su presupuesto. 


Cantidad de 
mejores 
prácticas 
implementadas. 


2019-
2034 


Corte Plena, 
Consejo Superior, 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información 


Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Planificación 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 se haya 
planteado ante 
las autoridades 
competentes las 
reformas legales 
que permitan 
eficientizar los 
procesos 
judiciales para 
garantizar a las 
personas 
usuarias, menores 
tiempos de 
respuesta 
institucionales 


Reformas 
legales 
presentadas 


2019-
2034 


Comisiones 
jurisdiccionales  


Despachos y 
oficinas judiciales 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 los 
procedimientos 
de trabajo y 
requisitos para los 
diferentes 
trámites 
garanticen la 
uniformidad a las 
personas 
usuarias. 


Cantidad 
procedimientos 
de trabajo y 
requisitos 
unificados.  


2019-
2034 


Dirección de 
Planificación; 
Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Contraloría de 
Servicios 


Dirección Jurídica; 
Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Administraciones 
Regionales; 
Consejos de 
Administración; 
Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Gestión Humana; 
Contraloría de 
Servicios 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 debe 
contarse con 
acceso 
electrónico en  al  
menos el 90% de 
los servicios 
ofrecidos por el 
Poder Judicial. 


Porcentaje de 
acceso. 


2019-
2034 


Comisión 
Gerencial de 
Tecnología 


Consejo Superior; 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Administraciones 
Regionales; 
Dirección 
Ejecutiva; 


Recursos 
ordinarios 


  Que al 2033 se 
haya integrado a 
la ciudadanía en 
el 100% de los 
procesos de 
rediseño de 
despachos y 


Porcentaje de 
procesos de 
rediseño con 
participación 
ciudadana  
 


2019-
2034 


Dirección de 
Planificación;  


Comisión de 
Personas Usuarias 
del Poder Judicial; 
Consejos de 
Administración de 
Circuito; 
Contraloría de 


Recursos 
ordinarios 
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oficinas del Poder 
Judicial, así como 
en la elaboración 
de planes 
estratégicos 
institucionales. 
 


Servicios 


2-Desarrollo 
sostenible de 
la gestión 
judicial 


Articular los 
diferentes 
intervinientes 
en la 
administración 
de justicia, con 
el fin de 
garantizar el 
uso eficiente de 
los recursos y la 
calidad del 
servicio público. 


Al 2033 deben 
estar definidos e 
implementados 
los mecanismos 
para determinar 
el costo/beneficio 
de los diferentes 
sistemas y 
servicios que se 
brindan. 
(ODS 2030 
objetivo 9) 


Mecanismos 
implementados. 
  


2019-
2034 


Dirección 
Ejecutiva 


Administraciones 
Regionales; 
Dirección de 
Planificación 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 deben 
estar definidos e 
implementados 
los mecanismos 
para valorar la 
sostenibilidad de 
los servicios que 
se prestan con o 
sin tecnología. 
(ODS 2030 
objetivo 11) 


Mecanismos 
implementados. 
 


2019-
2034 


Consejo Superior  Dirección de 
Planificación; 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Contraloría de 
Servicios del 
Poder Judicial; 
Dirección 
Ejecutiva  


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 se deben 
haber definido e 
implementado los 
mecanismos para 
valorar y 
disminuir en la 
medida de lo 
posible el impacto 
ambiental de la 
plataforma 
tecnológica 
institucional.  
(ODS 2030 
objetivo 11) 


Mecanismos 
implementados. 
 


2019-
2034 


Comisión de 
Gerencial de 
Tecnología 


Corte Plena, 
Consejo Superior, 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información, 
Dirección 
Ejecutiva; 
Comisión de 
Gestión 
Ambiental 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 debe 
contarse con 
parámetros de 
tiempos de 
respuesta en los 
servicios 
institucionales, de 
manera que se 
pueda controlar 
apropiadamente 
el impacto de las 
medidas 
adoptadas y su 
sostenibilidad. 


Parámetros de 
tiempos de 
respuesta 
aprobados por 
las autoridades 
superiores 


2019-
2034 


Dirección de 
Planificación 


Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Contraloría de 
Servicios; 
Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Administraciones 
Regionales 


Recursos 
ordinarios 
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(ODS 2030 
objetivo 9) 


  Al 2033 se debe 
evidenciar una 
reducción de al 
menos 25% de los 
tiempos de 
respuesta 
institucionales en 
al menos tres 
materias que 
presenten alto 
impacto para la 
persona usuaria. 
(ODS 2030 
objetivo 16) 


Porcentaje de 
reducción del 
tiempo de 
respuesta en 
cada materia 


2019-
2034 


Centro de Apoyo, 
Coordinación, 
Mejoramiento de 
la Función 
Jurisdiccional 


Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Comisión de 
Personas 
Usuarias; 
Consejos de 
Administración; 
Dirección de 
Planificación 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 debe 
evidenciarse una 
reducción de al 
menos un 15% en 
las  gestiones de 
las personas 
usuarias ante la 
Contraloría de 
Servicios por 
motivo de 
insatisfacción con 
los tiempos de 
respuesta 
institucionales. 
(ODS 2030 
objetivo 16) 


Porcentaje de 
reducción en el 
ingreso de las 
gestiones en 
relación con la 
medición inicial 
 


2019-
2034 


Contraloría de 
Servicios 


Comisión de 
Personas Usuarias 


Recursos 
ordinarios 


  Que al 2033 los 
estudios 
organizacionales y 
administrativos 
transversalicen el 
tema del medio 
ambiente. (ODS 
2030 objetivo 12) 


Estudios 
incorporan la 
perspectiva de 
medio 
ambiente 


2019-
2034 


Consejo Superior; 
Dirección de 
Planificación  


Los centros de 
responsabilidad 
(oficinas y 
despachos 
judiciales) 


Recursos 
ordinarios 


3- Cultura 
Institucional 
hacia la 
mejora 
continua de 
los servicios: 
Actitudes y 
hábitos  
 


Propiciar un 
cambio en la 
cultura 
institucional 
para la mejora 
continua del 
servicio. 


Al 2033 debe 
estar definido e 
implementado un 
programa para 
mantener 
actualizado al 
personal judicial 
en el uso de los 
recursos 
tecnológicos 
institucionales.  


Programa 
implementado 


2019-
2034 


Escuela Judicial y 
Dirección de 
Gestión Humana 


Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Unidades de 
Capacitación 


Recursos 
ordinarios 
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  Al 2033 debe 
estar definido e 
implementado 
una política de 
formación 
integral, 
progresiva y 
constante del 
talento humano 
del Poder Judicial, 
que sea 
congruente entre 
los planes de 
entrenamiento y 
capacitación, con 
los 
requerimientos 
reales según 
competencias. 


Programa 
implementado 


2019-
2034 


Escuela Judicial y 
Dirección de 
Gestión Humana 


Unidades de 
Capacitación del 
Poder Judicial 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 los 
indicadores que 
permitan 
determinar las 
carencias en 
materia de uso de 
la plataforma 
tecnológica deben 
estar definidos e 
implementados.  


indicadores 
implementados 


2019-
2034 


Dirección de 
Tecnología de 
Información;  


Dirección de 
Planificación; 
Dirección 
Ejecutiva 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 al menos 
el 50% del 
personal judicial 
haya recibido la 
capacitación 
necesaria para la 
mejora continua. 


Porcentaje de 
personal 
capacitado 


2019-
2034 


Dirección de 
Gestión Humana; 
Escuela Judicial; 
Centro de 
capacitación del 
OIJ, Defensa 
Pública; 
Ministerio Público 


Consejos de 
Administración  


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 el 100% 
del personal 
judicial de nuevo 
ingreso haya 
recibido 
capacitación 
formal atinente 
como parte de su 
proceso de 
inducción al 
Poder Judicial. 


Porcentaje de 
personal 
capacitado 


2019-
2034 


Dirección de 
Gestión Humana 


Centros de 
Capacitación 


Recursos 
ordinarios 


  Al 2033 la 
Dirección de 
Gestión Humana 
haya incorporado 
dentro de sus 
Subprocesos las 
acciones 
necesarias para 
proporcionar a las 
instancias 


Acciones 
desarrolladas 


2019-
2034 


Dirección de 
Gestión Humana 


Unidades de 
Capacitación 


Recursos 
ordinarios 
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judiciales de 
personal idóneo 
para el 
cumplimiento de 
los objeticos 
institucionales, 
conforme a una 
política de 
administración 
del talento 
humano según 
competencias. 


  Al 2033 en los 
despachos 
rediseñados el 
personal judicial 
de sostenibilidad 
en el tiempo al 
modelo 
implementado.   


Despachos que 
mantienen el 
modelo. 


2019-
2034 


Consejos de 
Administración 


Jefaturas de las 
oficinas y 
despachos 
Judiciales; 
Dirección de 
Planificación 


Recursos 
ordinarios 


 


 


 Se debe considerar que, dada la naturaleza del Poder Judicial, se identifican como 
las principales limitaciones para el cumplimiento del modelo de gestión y plan de acción, 
todos aquellos aspectos de índole legal, presupuestarios y técnicos aplicables a todos los 
intervinientes en el modelo propuesto. 
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Señoras



Señores



Integrantes del Consejo Superior



PODER JUDICIAL



 



 



 



Estimadas señoras y señores:



 



 



  El Programa Hacia Cero Papel presenta para su conocimiento y posterior remisión a Corte Plena para su respectiva valoración y aprobación, la propuesta de la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”, ello en atención con lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión Nº 46-15 celebrada el 14 de mayo 2015 artículo LXXII,  mediante el cual acordó que el “…Departamento de Planificación en conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, elaboren una metodología que permita revisar y evaluar la política actual del citado Programa, lo anterior con el fin de generar una  propuesta de ajuste y actualización.”  



 



El proceso construcción de la nueva política inició desde finales de 2016, la cual se supeditó a la Metodología de Administración de Proyectos Institucionales del Poder Judicial, además se tomó como base para su desarrollo los parámetros que debe tener una política pública así establecidos por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN); en ese sentido  se llevaron a cabo primero un diagnóstico y luego una serie de talleres donde se propició un proceso de diálogo, consulta, validación y participación de actores estratégicos -internos y externos al Poder Judicial- que directa e indirectamente se prevé obtendrán un beneficio o mejoría de la situación actual con la política, contándose con la orientación en este proceso de construcción, de dos personas representantes de MIDEPLAN.



 



El producto obtenido del diagnóstico y los diferentes talleres realizados, fue analizado por un equipo de trabajo conformado por: Argili Gómez Siu, María de los Ángeles Gamboa Consejo, Rocío Picado Vargas, Orlando Castrillo Vargas y Erick Alfaro Romero; quienes con los insumos elaboraron la propuesta de la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”, la cual incorpora los siguientes componentes:



  



*	Identificación del problema y definición de objetivo

*	Participación y los grupos de población objetivo

*	Marco legal de la política

*	Enfoques, principios y características

*	Ejes de intervención, objetivos, resultados, acciones y otras variables

*	Modelo de gestión

*	Visualización de actores, gobernanza y participación 

*	Seguimiento, control, evaluación y rendición de cuentas

*	Plan de acción



 



Es importante señalar, que poner en práctica nuevas formas de actuación para lograr una justicia pronta, eficiente, eficaz y efectiva de conformidad con el mandato constitucional (artículo 41 de la Constitución Política), es una obligación y responsabilidad de todas y todos dentro del Poder Judicial; por lo que, la nueva “política hacia una justicia pronta y sin papeles” tiene como alcance, el establecimiento de una política pública que contribuya a encaminar al Poder Judicial  a mejorar en gran medida el acceso a la justicia y la tutela efectiva de una justicia pronta y cumplida, ya que busca la eliminación progresiva de los formalismos excesivos e innecesarios en la tramitación de los procesos (administrativos y jurisdiccionales), que permita la reducción del uso del papel en los procesos judiciales en general y la maximización de los recursos tecnológicos, sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas usuarias.   Esto desde tres ejes o líneas de acciones, por un lado propiciando a celeridad y simplificación del sistema de Administración de justicia, a través del rediseño judicial;  que conlleve necesariamente la articulación de los diferentes intervinientes en la administración de justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de los recursos y la calidad del servicio público; todo de la mano de los esfuerzos estratégicos que se deben implementar en el Poder Judicial, para lograr paulatinamente un cambio en la cultura institucional que incorpore como un factor importante la gestión o administración de talento del personal judicial, como un medio para la mejora continua del servicio contando con la participación de las personas usuarias en el proceso.



 



               Así, el Programa Hacia Cero Papel presenta la nueva “política hacia una justicia pronta y sin papeles”, propuesta que fue remitida previamente a todas las jefaturas de las oficinas administrativas, altos jerarcas de la Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Comisión de Acceso a la Justicia, personas internas y externas al Poder Judicial que participaron en los diferentes talleres, entre otras actores estratégicos; donde las observaciones recibidas fueron valoradas por el equipo de trabajo.



               



 



           Sin otro particular se suscribe muy atentamente,



 



 



 



 



Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez 



Coordinadora Programa Hacia Cero Papel
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I.- INTRODUCCIÓN 
 



El Poder Judicial a lo largo de los últimos años ha venido realizando grandes 
esfuerzos orientados a una modernización de la gestión judicial, donde la excesiva 
burocratización de la administración de justicia, arraigada a una cultura de uso de papel 
abundante y la deshumanización de los servicios entre otras causas, han impedido una 
célere gestión y retrasos injustificados en las decisiones judiciales. 



En este marco, la creación del Programa Hacia Cero Papel por parte del Consejo 
Superior en la sesión N° 5-2010 del 19 de enero de 2010, artículo XLV, conformado por 
representantes de los diferentes ámbitos del Poder Judicial, surgió en ese momento 
como una iniciativa para que este equipo de trabajo asumiera el liderazgo y desarrollo de 
políticas y estrategias que contribuyeran al desarraigo del papel innecesario, al apego a 
la escritura en los procesos judiciales, e incentivación de la utilización de las soluciones 
tecnológicas como medio para abonar al rediseño y simplificación de los procesos y abrir 
la ruta hacia una mejor y más ágil gestión judicial. 



Así, el Programa en el 2010 luego de un diagnóstico general por ámbito del gasto 
en consumo de papel, estableció una propuesta de “Política Institucional Cero Papel”, la 
cual fue aprobada por Corte Plena en la sesión N° 16-11 del 30 de mayo de 2011, artículo 
XXXIII; que ha pretendido  promover paulatinamente la eliminación del uso del papel, 
enfocando la actividad judicial hacia una “justicia sin papeles”, en la cual el papel y las 
formalidades innecesarias dejen de ser una barrera, para lograr transformaciones y 
mejorar la gestión en el servicio público de justicia. 



Sin embargo, en setiembre de 2013, como resultado de la evaluación sobre el 
cumplimiento de esta política, se determinó que si bien a la fecha se han logrado 
implementar una serie de acciones e iniciativas que han contribuido a la reducción del 
consumo de papel y se han mostrado cambios en la cultura judicial de cero papel; a lo 
largo de este proceso también se evidenció que no se estaban resolviendo los problemas 
medulares, solo sus efectos, y que para ello era necesario pasar de un objetivo enfocado 
solo en la reducción de consumo y gasto económico de papel, a uno de carácter 
sustancial que coadyuvara a resolver los problemas de formalismos excesivos e 
innecesarios en los procesos judiciales y que generan como efecto, un alto consumo de 
papel, un impactado en el presupuesto judicial y limitación el acceso a una justicia y 
tutela judicial efectiva, pronta y cumplida para las personas. 



Dentro de este contexto el Consejo Superior en la sesión Nº 46-15 celebrada el 14 
de mayo 2015 artículo LXXII, dispuso que el “…Departamento de Planificación en 
conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, elaboren una 
metodología que permita revisar y evaluar la política actual del citado Programa, lo 
anterior con el fin de generar una propuesta de ajuste y actualización.” 
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En atención a este acuerdo y respondiendo al componente 3 del Plan Estratégico 
del Poder Judicial 2013-2018, específicamente el punto 3.2 referente a la modernización 
e innovación de la gestión judicial que “…refiere a la incorporación en la gestión de los 
despachos y oficinas judiciales, de modernos e innovadores sistemas de justicia 
sustentados en criterios de calidad acreditados.”, y cuyo objetivo está en sustituir las 
modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión judicial moderna, 
innovadora, eficiente, sostenible, segura y de calidad; la construcción de la nueva política 
pública para el Poder Judicial, denominada  “Hacia una Justicia Pronta y Sin 
Papeles” incorpora estrategias relacionadas con las buenas prácticas de los despachos 
judiciales y el uso de la tecnología, para simplificar, acelerar, y hacer más comprensible 
los procesos judiciales; fomentar  la gestión o administración de talento del personal 
judicial, además incentivar la participación ciudadana; todo lo cual, busca facilitar a las 
instancias superiores del Poder Judicial, en la toma de decisiones en cuanto al 
establecimiento de acciones que contribuyan no solo a la optimización de los recursos 
institucionales, atacando los problema de los formalismos excesivos y la lentitud de los 
procesos judiciales para agilizar los trámites, facilitar las comunicaciones, y los 
mecanismos de control; sino también, poder lograr un mayor acceso a la justicia y dar 
respuesta a las necesidades de una justicia pronta. 



Es necesario señalar, que para atender estos requerimientos, la elaboración de 
esta nueva política se hace con base en los parámetros establecidos por el Ministerio de 
Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN), por cuanto, conforme a su 
definición, una política pública es el “Curso o línea de acción definido para orientar o 
alcanzar un fin, que se expresa en directrices, lineamientos u objetivos estratégicos 
sobre un tema y la atención o transformación de un problema de interés público para 
garantizar el bienestar de la población.  Explicitan la voluntad política traducida en 
decisiones y apoyo en recursos humanos, técnicos y financieros, así como en los 
mandatos nacionales e internacionales” (MIDEPLAN 2008); en ese sentido, la política 
pretende contribuir en resolver problema o reducir la incertidumbre sobre el “qué se 
ocupa para que la justicia sea pronta”, de manera que para su elaboración se 
incorporaron los siguientes componentes: 



 



• Diagnóstico 



• Identificación del problema y definición de objetivo 



• Participación y los grupos de población objetivo 



• Marco legal de la política 



• Enfoques, principios y características 



• Ejes de intervención, objetivos, resultados, acciones y otras variables 



• Modelo de gestión 



• Visualización de actores, gobernanza y participación  



• Seguimiento, control, evaluación y rendición de cuentas 



• Plan de acción 
 



Igualmente, el proceso construcción de la nueva política se supeditó a la 
Metodología de Administración de Proyectos Institucionales del Poder Judicial (Circular 
217-2014); además se llevaron a cabo una serie de talleres donde se propició un proceso 
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de diálogo, consulta, validación y participación de actores estratégicos -internos y 
externos al Poder Judicial- que directa e indirectamente se prevé obtendrán un beneficio 
o mejoría de la situación actual con la política. 
 



Para el desarrollo de la política “Hacia una Justicia Pronta y Sin Papeles”, los 
temas relevantes se definieron a partir de los aspectos medulares de la fase de 
“diagnóstico”, la cual está referida a la situación actual de los principales problemas de 
interés público.   Esto fue vital para la definición en los otros talleres, de los énfasis, ejes 
o componentes claves de la política, que surgieron del reconocimiento de los aspectos 
sustantivos del tema principal, de factores sociodemográficos, políticos, ambientales y 
económicos del país que inciden directamente en estos. 
 



Así, en la primera fase los grupos de trabajo del Taller Diagnóstico analizaron 
previamente una serie de insumos para la identificación del problema social, que requiere 
de intervención, así como de sus causas y efectos.   Dentro los aspectos analizados 
destacan: 



 



• Directrices vigentes de Cero Papel. 



• Acuerdos relevantes del Programa y del Consejo Superior 



• Indicadores Judiciales 



• Avance tecnológico y sus limitaciones 



• Circuitos Electrónicos y los rediseños de procesos 
 



Además, se aplicaron encuestas de percepción a actores estratégicos acerca del 
problema del Poder Judicial para garantizar el derecho constitucional de una justicia 
pronta y cumplida. 
 



Como resultado del diagnóstico y de los talleres efectuados, se determinó que si 
bien el Poder Judicial ha realizado grandes esfuerzos para orientar su accionar a nuevos 
modelos organizativos y prácticas que permitan brindar respuesta a las personas 
usuarias de los servicios públicos de justicia; lo cierto es que el excesivo formalismo y 
tramitologías innecesarias se han constituido en un gran obstáculo para lograr cumplir 
el mandato de la Constitución Política de un justicia pronta y cumplida; siendo que 
cualquier trámite que se realiza en las diferentes instancias judiciales, no escapa de ser 
calificado como complejo, lento, con gestiones innecesarias o repetitivas poco 
transparentes, eficientes y efectivas, que han venido a saturar de papeles los expedientes 
y atrasar las decisiones; lo que ha dado base a la pérdida de credibilidad y confianza de la 
ciudadanía en el sistema, quienes últimamente han sido críticos sobre el servicio de 
justicia que reciben y cuyo impacto económico crece cada vez más.  
 



Es importante señalar, que poner en práctica nuevas formas de actuación para 
lograr una justicia pronta, eficiente, eficaz y efectiva de conformidad con el mandato 
constitucional (artículo 41 de la Constitución Política), es una obligación y 
responsabilidad de todas y todos dentro del Poder Judicial.   Por lo que, la “política 
hacia una justicia pronta y sin papeles” tiene como alcance, el establecimiento de 
una política pública que contribuya a encaminar al Poder Judicial  a mejorar en gran 
medida el acceso a la justicia y la tutela efectiva de una justicia pronta y cumplida, ya que 
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busca la eliminación progresiva de los formalismos excesivos e innecesarios en la 
tramitación de los procesos (administrativos y jurisdiccionales), que permita la 
reducción del uso del papel en los procesos judiciales en general y la maximización de los 
recursos tecnológicos, sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas 
usuarias.   Esto desde tres ejes o líneas de acciones, por un lado propiciando a celeridad y 
simplificación del sistema de Administración de justicia, a través del rediseño judicial;  
que conlleve necesariamente la articulación de los diferentes intervinientes en la 
administración de justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de los recursos y la 
calidad del servicio público; todo de la mano de los esfuerzos estratégicos que se deben 
implementar en el Poder Judicial, para lograr paulatinamente un cambio en la cultura 
institucional que incorpore como un factor importante la gestión o administración de 
talento del personal judicial, como un medio para la mejora continua del servicio 
contando con la participación de las personas usuarias en el proceso. 



Como decía el Dr. Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g): “Es necesario ahora que se 
pongan en práctica nuevas formas de actuación para lograr una justicia eficiente y 
eficaz. Se avanza con ello hacia la redefinición del Poder Judicial, pero ya no más como 
un Poder en sí mismo, sino como un servicio público, con la persona –el ser humano 
que acude al juez – como eje central de su actuación. De este modo, las obligaciones de 
quien ejerce la Administración de Justicia con la sociedad no se agotan en el 
cumplimiento de papeles sociales, sino que, como consecuencia de la evolución 
hacia una democracia realmente participativa, se comienza a exigir que 
los Poderes Judiciales cumplan debidamente su cometido de dar a la 
población una justicia pronta y cumplida, con plena satisfacción de la 
ciudadanía quien ya entró a participar y opinar sobre el servicio de 
justicia que recibe. (…)  Las nuevas tecnologías constituyen un gran aporte a la 
solución de los problemas de la justicia; pero su uso, quiero insistir, necesariamente 
tiene que ser inteligente. No resulta conveniente informatizar el sistema para 
continuar haciendo lo mismo, pues una mala utilización puede fortalecer las 
debilidades que tratan de superarse…”1  



 
 



II.- JUSTICIA PRONTA Y SIN PAPELES 
 



2.1 Definición de justicia pronta y sin papeles 
 



En los primeros talleres realizados para el desarrollo de la política, las personas 
participantes plantearon la necesidad de ajustar el nombre de la política para que esta se 
ajustara a sus objetivos, de esa manera se estableció como “Política hacia una 
justicia pronta y sin papeles”, entendida como una justicia en la que el papel y las 
formalidades innecesarias en la gestión pública del Poder Judicial, dejen de ser una 
barrera para lograr transformaciones y mejorar el servicio de justicia en los diferentes 
ámbitos y un trámite más ágil de los expedientes judiciales y administrativos; que 
procura la promoción de buenas prácticas que contribuyan al desarraigo al papel, ya sea 



                                                 
1 Libro Programa Hacia Cero Papel, Ruta hacia la eliminación del papel y cambio cultural, organizacional, oralidad y 



gestión judicial, 2013 
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a través del uso de recursos tecnológicos o sin ellos, por medio de la mejora de los 
procedimientos, donde se fomente la gestión o administración del talento del personal 
judicial y la participación ciudadana, todo como un medio para fortalecer el derecho de 
las personas usuarias a tener acceso pleno a la justicia sin barreras y que sus procesos 
reciban una tramitación ágil, oportuna y de calidad. 
 
2.2 Planteamiento del problema 
 
La Política Hacia una Justicia Pronta y sin Papeles en el Poder Judicial, se orienta al 
establecimiento de acciones estratégicas que buscan dar solución al siguiente problema:  
  
 
 
 
 
 



Entre las principales causas que dentro del Poder Judicial genera esta situación, 
así determinado en el diagnóstico, es el excesivo formalismo y tramitologías innecesarias 
que, a falta de una estandarización en los procedimientos administrativos y judiciales, 
sistemas tecnológicos actualizados, brecha tecnológica y generacional sin resolver, una 
cultura basada en la calidad y compromiso de lograr un alto nivel de desempeño y 
rendición de cuentas por parte de todo el personal judicial, se han constituido en un gran 
obstáculo para lograr cumplir el mandato de la Constitucional de un justicia pronta y 
cumplida; siendo que cualquier trámite que se realiza en las diferentes instancias 
judiciales, no escapa de ser calificado como  complejo, lento, con gestiones innecesarias 
o repetitivas poco transparentes, eficientes, eficaces y efectivas, que solo vienen a saturar 
de papeles los expedientes  y atrasar las decisiones; esta situación ha dado base a la 
pérdida de credibilidad y confianza de la ciudadanía en el sistema, quien en los últimos 
años ha sido crítico sobre el servicio de justicia que recibe y cuyo impacto económico 
crece cada vez más.  
 
2.3 Antecedentes 
 
2.3.1 Conformación y acciones desarrolladas por el Programa Hacia Cero 
Papel, conforme la Política vigente. 
 



• Precursores 
 



A raíz del alto consumo de papel en el Poder Judicial, se originó el interés de la 
Presidencia de la Corte en promover una estrategia de reducción del consumo de papel.  
En este sentido, la Corte Plena en sesión N° 16-09 celebrada el 1 de mayo de 2009, 
artículo XXI, aprobó las “Medidas para la Contención del Gasto”, entre ellas la siguiente: 
 



“(…) 
16. Con el propósito de disminuir el consumo de papel, se deberá potenciar el 
uso de los medios electrónicos de comunicación, tal y como lo autoriza el 
artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al efecto se establecerán 



La limitación del acceso a los derechos fundamentales por la falta de 



celeridad y la no simplificación del sistema de justicia del país. 
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políticas de uso restringido del papel tanto en la tramitación judicial cuanto en 
la administrativa, incentivándose prácticas de cero papel y un uso intensivo de 
las bases de datos con que se cuenta y del correo electrónico institucional.” 



 
En noviembre de 2009, se conoce el estudio de la Dirección de Planificación, sobre 



la “ejecución de las políticas de simplificación de trámites administrativos a nivel 
interno, de reducción del uso del papel y de utilización de los sistemas de comunicación 
interna”; en el que se determinó que se dan esfuerzos aislados en la aplicación de la 
política, y recomendó la designación en cada ámbito de un equipo de trabajo para que 
asumiera el liderazgo para el cumplimiento de la política. 
 



A principios del 2010, la Auditoria Judicial, realizó un “Análisis de la 
razonabilidad de las acciones institucionales relacionadas con tecnología, llevadas a 
cabo para minimizar el uso del papel en el Poder Judicial.”; que evidenció el 
crecimiento constante de consumo de papel y una alta inversión en el presupuesto por 
este concepto, tal como se reflejó en el siguiente gráfico donde incluso los montos 
devengados en la partida de papel, cartón e impresos para el año 2009 superaron lo que 
se había presupuestado inicialmente . 
 



 
       Fuente: Departamento de Auditoria del Poder Judicial. 
 
Es así como el Consejo Superior en ese mismo año mediante sesión N° 5-10, 



artículo XLV, constituye Comité Coordinador Institucional para la reducción del uso del 
Papel, integrado con representantes del Ministerio Público, OIJ, Defensa Pública, 
Ámbito Administrativo y Jurisdiccional, coordinado con una integrante del Consejo 
Superior.   
 



El 8 de marzo de 2010, el Comité realizó su primera reunión, convocando a todos 
sus integrantes, acordando modificar su nombre a “Programa Hacia Cero Papel”; el cual 
asumió el liderazgo y desarrollo de estrategias para promover una justicia sin papeles, 
cuyo objetivo general es el poder “garantizar una justicia ágil y sin papeles, 
potenciando el aprovechamiento de los recursos tecnológicos y la aplicación de buenas 
prácticas, que contribuyan a mejorar el servicio, reduciendo el uso de papel y 
fotocopias en las oficinas judiciales”. 
 



De esta forma se conformó un equipo de trabajo a lo interno del Programa, que se 
encargó de la elaboración de un diagnóstico general y por ámbito en el Poder Judicial, 



Presupuesto Inicial y Devengado en Productos de 



Papel, Cartón e Impresos, años 2005-2009
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sobre el gasto en consumo de papel y fotocopias; información que permitió que del seno 
del Programa se desarrollara la propuesta de política hacia la eliminación del uso de 
papel, proyecto que se concreta en el año 2011 con una propuesta de “Políticas Hacia 
Cero Papel”, enfocada en dos grandes ejes temáticos. 
 
Política I: Maximizar el uso de herramientas tecnológicas en aquellas 
oficinas y despachos del Poder Judicial, que disponen de las mismas, como 
medio para alcanzar una Justicia sin papeles. 
 
Política II: Fomentar en el Poder Judicial una cultura de no utilización del 
papel.  
 



Esta propuesta fue aprobada por Corte Plena en la sesión N° 16-11 del 30 de mayo 
2011, artículo XXXIII.     
 



• Camino recorrido y necesidades actuales. 
 



Desde la aprobación de la actual política, el Programa fue implementando una 
serie de acciones enfocadas en el control y seguimiento del consumo de papel, la 
incentivación del uso de la tecnología y en el desarrollo de campañas y estrategias de 
sensibilización del persona judicial para reducir el uso de papel; no obstante, conforme 
fue madurando determinó la importancia de enfocar su actividad en mejorar la gestión 
administrativa de los despachos y oficinas que conforman los diferentes ámbitos, en un 
trámite más ágil de los expedientes judiciales; incentivando la aplicación de buenas 
prácticas que contribuyeran al desarraigo al papel, ya sea a través del uso de recursos 
tecnológicos o sin ellos, como un medio para fortalecer el derecho de las personas 
usuarias, a tener acceso pleno a la justicia sin barreras y que sus procesos reciban una 
tramitación oportuna y de calidad, esto a  través de dos vertientes: 
 



a.- Mejorar y simplificar  la gestión judicial mediante la optimización de los 
mecanismos de comunicación, transmisión y acceso  de información por medios 
electrónicos; considerando siempre las necesidades y requerimientos de la población 
usuaria y de aquella que se encuentra en condición de desventaja en cuanto al uso de la 
tecnología disponible  (brecha digital), a lo que se suma la necesidad de considerar las 
poblaciones en condición vulnerable identificadas según las Reglas de Brasilia, para 
facilitar su derecho pleno de acceso a la justicia sin barreras de ningún tipo y a obtener 
una respuesta pronta para el mejoramiento del servicio público de Justicia.  



 
b.-  Mejorar y agilizar la gestión judicial en aquellas oficinas y despachos 



judiciales, que por su condición geográfica y condiciones particulares no tienen acceso a 
todas las herramientas tecnológicas, para que esta condición no sea un obstáculo que les 
permita  revisar los trámites y  procesos a lo interno, muchas veces arraigados a 
formalidades redundantes, excesivas e innecesarias  y  apego al papel, que bien podrían 
ser eliminados para generar un mejor servicio público y brindar respuesta pronta a  las 
personas usuarias. 
 
 En ese sentido, algunas de las acciones realizadas fueron las siguientes: 
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• El análisis continuo por ámbito de las principales fuentes generadoras de papel, 
para valorar soluciones particulares que permitan la reducción de su uso 
(fotocopias, impresión de documentos, formularios pre-impresos, entre otros).  



• La emisión de circulares a las jefaturas de los despachos judiciales para que 
establecieran controles sobre el uso las fotocopiadoras e impresoras. Los 
administradores regionales de los Circuitos Judiciales deben hacer reportes 
mensuales al Programa, sobre el consumo de papel de los diferentes sectores. 



• Se estableció, que, en la formulación de Planes Anuales Operativos y Estratégicos, 
se estableciera con carácter obligatorio, la inclusión de objetivos acordes con las 
“Políticas Hacia Cero Papel”.  



• A falta de acceso a Internet o Intranet en algunos despachos, se solicitó que, en la 
medida de la posible, el envío de información electrónica se realizara por otros 
medios digitales. 



• Se promovió con la colaboración de los administradores, incentivar en los 
despachos judiciales, sobre el uso del correo electrónico y la página Web, para las 
comunicaciones internas y externas, evacuación de informes, consultas, 
solicitudes, otros.   



• Con la colaboración del Departamento de Prensa y Comunicaciones, se diseñaron 
estrategias de comunicación para sensibilizar y propiciar una cultura cero 
papeles; además sobre el uso de las opciones que proporciona las herramientas 
tecnológicas, estos como un medio para lograr la reducción del uso de papel. 
Además, con el apoyo de la Dirección de Gestión Humana se desarrolló el curso 
virtual “Hacia Cero Papel”.   
 



Si bien se han logrado implementar una serie de acciones e iniciativas innovadoras 
que han contribuido a la reducción del consumo de papel y se han mostrado cambios en 
la cultura judicial de cero papel; a lo largo de este proceso, el Programa ha determinado 
la importancia de pasar de un objetivo enfocado solo en la reducción de consumo y gasto 
económico de papel, a uno de carácter sustancial que coadyuve a resolver los problemas 
de formalismos excesivos e innecesarios en los proceso judiciales, que generan como 
efecto, recaer nuevamente en un alto consumo de papel, impactado en el presupuesto 
judicial y limitando el acceso a una justicia y tutela judicial efectiva, pronta y cumplida 
para las personas. 
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Presupuesto Inicial y Devengado en Productos de Papel, Cartón e Impresos, 



años 2009-2015



₡200.000.000,00



₡400.000.000,00



₡600.000.000,00



₡800.000.000,00



₡1.000.000.000,00



Inicial 802.460.963 748.946.946 714.825.660 697.967.762 634.431.603 606.622.219 598.272.718



Devengado 945.495.458 673.500.822 468.084.013 479.789.512 649.836.139 649.836.095 784.404.688



2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015



   Fuente: Informes presupuestarios emitidos por el Departamento de Financiero Contable y la Dirección de Planificación. 



 
 



 
El comportamiento del consumo de papel mostrado en la gráfica anterior tiene 



gran relevancia, por cuanto pese al esfuerzo por su reducción en los años 2010 a 2012, se 
aprecia que a partir del 2013 se empieza nuevamente a dar un incremento en el consumo 
de papel, ello aún con el avance tecnológico implementado en el Poder Judicial.  Así, en 
setiembre de 2013, como resultado de la evaluación sobre el cumplimiento de la actual 
Política Hacia Cero Papel, realizada por la Auditoría Judicial (informe N° 913-84-AEE-
2013), se recomendó al Programa el establecimiento de indicadores de gestión que 
permitieran medir su impacto; situación que implicó que durante el año 2014 y 
principios del 2015 se analizara la política, evidenciándose que si bien en su aplicación se 
habían logrado muchos aspectos positivos en la mejora de la gestión judicial, ya habían 
pasado aproximadamente cinco años desde su constitución, perdiendo vigencia a falta de 
requisitos técnicos en su estructura, ya que no cuenta con los componentes esenciales 
que permitieran establecer el modelo de gestión, de evaluación, seguimiento y rendición 
de cuentas, un plan de acción, el marco legal,  entre otros aspectos de importancia para 
su sostenibilidad y rigurosidad técnica; además de la urgente necesidad de ajustar la 
política a los tiempos actuales de avance en la modernización en que se encuentra el 
Poder Judicial, y a los nuevos requerimientos de las personas usuarias del sistema de 
justicia. 
 



Es así, que dentro de este contexto el Consejo Superior en la sesión Nº 46-15 
celebrada el 14 de mayo 2015 artículo LXXII, dispuso: “…el Departamento de 
Planificación que, en conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, 
elaboren una metodología que permita revisar y evaluar la política actual del citado 
Programa, lo anterior con el fin de generar una propuesta de ajuste y actualización.” 
 



No está por demás anotar, que la elaboración de una metodología para la revisión 
y evaluación de la Política Hacia Cero Papel, según el acuerdo del Consejo Superior, no 
fue necesaria, dado que se utilizó para los efectos de revisión y evaluación, la 
“Metodología para el diseño de Políticas Públicas”, formulada por el Ministerio de 
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Planificación Nacional (MIDEPLAM).   Aparte de lo expresado, cabe indicar que, 
durante las fases de planeación y ejecución del proyecto de diseño de una nueva 
propuesta de política, se contó con la asesoría de los politólogos expertos de 
MIDEPLAN.  
 
2.3.2- Indicadores judiciales: 
 



Uno de los insumos relevantes que se contaron para el taller de diagnóstico, fueron 
los indicadores judiciales, mediante los cuales se facilitó tener una idea del rendimiento 
general de los despachos judiciales versus los recursos institucionales disponibles.  De 
manera que los siguientes datos estadísticos solo permiten contextualizar de manera 
macro el punto de vista cuantitativo de algunos aspectos en el Poder Judicial; siendo la 
información suministrada por la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación. 
 
Costo de la Justicia 2015  
 
El costo del recurso humano y gasto variable en el Poder Judicial para el 2015 fue el 
siguiente: 
 



Cuadro No.1 
 



 
 



 
• El recurso humano para el 2015 muestra un aumento de ¢24.235.398.762 



con respecto al 2014, al pasar de ¢300.598.978.502 a ¢324.834.377.263 para el 
2015, es decir un aumento de 8.1%.  
 
El Programa 950 “Servicio de Atención y Protección a Víctimas y Testigos” fue el 
que mostró el mayor incremento en términos relativos en comparación con el 
2014, con un 14.7%, proporción que en términos absolutos asciende a 
¢752.586.426. El segundo lugar lo ocupa, el Programa 927 “Servicio 
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Jurisdiccional” con un incremento del 11.3% (¢13.008.182.829), seguido del 
Programa 929 “Ministerio Público” con 10.5% (¢4.057.257.617).  



  
• El gasto variable muestra un comportamiento creciente al pasar de 



¢37.738.729.137 2014 a ¢42.544.011.654 en el 2015, mostrando un crecimiento de 
¢4.805.282.517, suma que en términos relativos representa un 12.7% de 
crecimiento.  
 
Al cotejar los datos del 2014 versus el 2015, el Programa 928 “Organismo de 
Investigación Judicial” es el de mayor crecimiento porcentual con un 25.7%, 
seguido del Programa 927 “Servicio Jurisdiccional” con un 23.1% y en tercer lugar 
el Programa 929 “Ministerio Público” con un 13.4%.  
 
 



• Algunos datos extraídos del Compendio de Indicadores Judiciales 
2011-2015, elaborado por la Dirección de Planificación: 



 
Insumos y Grado de Utilización 
 
Ofrecen un panorama acerca de la trascendencia de la justicia dentro de la economía 
nacional, así como la distribución del personal de justicia de acuerdo con la población 
del país: 
 



Año  2011 2012 2013 2014 2015 



Costo medio casos terminados en primera instancia 
(¢) 



388.354,9 507.466,2 552.026,7 555.858,5 614.385,2 



Juezas y Jueces por 100 mil habitantes 22,7 22,6 23,7 25,0 25,6 



Fiscalas y Fiscales por 100 mil Habitantes 10,1 10,7 11,0 11,1 11,3 



Defensoras y Defensores Públicos por 100 mil 
habitantes 



7,8 8,4 8,8 9,0 9,5 



 
Litigiosidad y Carga de Trabajo: 
 
Evidencia la posibilidad y disposición que tiene una población para presentarse al 
sistema judicial en busca de soluciones a determinados conflictos. Asimismo, se expone 
acerca de las demandas interpuestas por la ciudadanía ante el Poder Judicial 
costarricense, en busca de justicia pronta y cumplida a los problemas planteados. 
 
Razón de congestión mide el nivel de saturación o retraso. Si es mayor a 1, existe 
congestión en un Juzgado, materia o Sistema Judicial; si es igual a 1 no registra 
congestión, por lo que se le ha dado trámite en el período todos los casos ingresados y 
pendientes; esto significa que no tiene casos pendientes para el año entrante. La tasa de 
congestión no puede ser negativa. 
 
Tasa de Apelación (no penal): Este indicador se propone con el fin de determinar la 
inconformidad de las personas usuarias por las resoluciones originadas por los órganos 
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de primera instancia, con lo cual procuran mediante apelación por el fallo, que el 
despacho de instancia superior, revoque, enmiende o anule lo resuelto por el despacho 
inferior. Su cálculo se establece al relacionar los casos entrados en instancia superior (no 
incluye ninguno de los despachos que ven la materia penal), con las sentencias dictadas 
en primera instancia (no incluye la materia Penal ni la Penal Juvenil). 
 
Tasa de Apelación de sentencia): Este indicador se refiere al grado de inconformidad de 
la persona usuaria por los casos fallados con sentencia en los Tribunales Penales. Su 
cálculo resulta de la relación entre los recursos de apelación ingresados a los tribunales 
de apelación de sentencia sobre las sentencias dictadas por los tribunales penales 
(primera instancia). 
 



Año 2011 2012 2013 2014 2015 



Casos ingresados I instancia por 100 mil habitantes 
(incluye todas las materias y no incompetencias) 



14.518 12.905 12.920 13.036 12.631 



Asuntos ingresados en I instancia por Jueza y Juez  
(casos que entran por primera vez a la esfera judicial 
y que le concierne a un Juez conocerlo) 



710 640 628 602 571 



Razón de Congestión Primera Instancia 2,46 2,89 2,94 2,88 2,97 



Tasa de Apelación (No Penal)  9,5 11,8 10,4 13,5 12,0 



Tasa de apelación de sentencia (todas las materias) --- 27,9 28,4 27,2 25,6 



 
Producción Productividad: 
 
Reflejan la efectividad del trabajo o la producción lograda, grado de utilización e 
insumos destinados al proceso de administración de justicia, así como la gestión o 
desempeño de los diferentes órganos. 
 
Tasa de sentencias: Este indicador se calcula al dividir la totalidad de las sentencias 
dictadas entre el total de asuntos resueltos. 
 
Tasa de Conciliación: La conciliación se constituye en un medio alternativo para dar por 
terminado un proceso, con la cual se pretende mediante el diálogo y comprensión de las 
partes llegar a un acuerdo, por lo que la Jueza o el Juez, debe homologar la equiparación 
de lo pactado. 
 
% de asuntos sobreseído por prescripción en los juzgados penales: son los sobreseídos 
por prescripción en relación con el total de asuntos sobreseídos, aspecto que se estima 
relevante pues deja entrever datos en torno a la impunidad y que debemos mitigar. 
 



Año 2011 2012 2013 2014 2015 



Asuntos resueltos por Jueza y Juez I instancia  670 550 555 568 541 



Asuntos resueltos por Jueza y Juez II instancia 175 186 141 133 120 
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Año 2011 2012 2013 2014 2015 



Sentencias por Jueza y Juez I instancia 159 143 168 131 135 



Tasa de Sentencia  23,8 26,0 30,2 23,0 25,0 



Tasa de Conciliación 4,7 7,1 8,4 6,2 5,9 



% Resueltos por conciliación Penal 1,4 2,4 2,7 2,9 3,1 



% de asuntos sobreseído por prescripción en los 
juzgados penales 



9,9 14,9 8,9 7,5 6,7 



 
Duración y Dilación 
 
Permiten tanto a la persona usuaria interna como externa conocer el tiempo promedio 
que debe transcurrir en la atención de un proceso en las diferentes instancias, así como 
mostrar un panorama acerca de la carga de trabajo pendiente por instancia y por jueza o 
juez al concluir el año. También, la Tasa de Pendencia y Resolución evidencian el 
movimiento de los expedientes en los despachos. 
Tasa de pendencia o asuntos pendientes de un despacho: permite establecer la cantidad 
de expedientes que están a la espera de ser tramitados o bien que ya iniciaron su 
tramitación, pero aún no se da por terminado.  
 
La Tasa de Resolución:  permite evidenciar cuántos de los expedientes dentro de los 
pendientes han salido, por esa razón es que ambas tasas se complementan y su suma es 
de 100%. 
 



• Se debe considerar que las materias Civil, Agraria, Contencioso Administrativa, 
Familia y Pensiones Alimentarias, finiquitan o excluyen de sus pendientes una 
serie de expedientes por “abandono o inactividad”, mismos que son descontados 
del circulante del despacho, pero pueden reactivarse en el circulante cuando se 
presente una nueva gestión. Esto produce que al sumar los indicadores de 
Pendencia y Resolución para estas materias no del 100%. 



 



• Las materias Laboral, Contravencional, Tránsito, Violencia Doméstica, Penal, 
Constitucional y Notarial, cierran su balance por fórmula matemática, sea 
necesariamente todos los expedientes descontados del circulante tienen una 
resolución que justifica esa acción, razón por la cual la suma de los indicadores de 
marras debe dar 100%. 



 



Año 2011 2012 2013 2014 2015 



Tasa de Pendencia (primera instancia) 49,6 56,1 57,1 55,1 57,2 



Tasa de Resolución (primera instancia) 40,7 34,6 34,0 34,8 33,6 



Tasa de abandonados o Inactivos (primera instancia) 9,7 9,3 9,0 10,2 9,1 



Casos pendientes por Jueza y Juez I instancia  816 891 932 900 920 



Casos pendientes por Jueza y Juez II instancia 72 59 51 57 60 
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Casos terminados: incluye todos los diferentes motivos por los cuales se termina un 
expediente, dentro de los que se contempla las sentencias. 
 
INTERPRETACION DE DATOS: 23,3 = 23 meses 3 semanas  
UN AÑO = 12 meses 
UN MES = 4 semanas aproximadamente 
UNA SEMANA = 7 días 
    
En cuanto a las duraciones: Para el cálculo de la duración en materia Penal se 
cuenta con la información desde la etapa preparatoria (Ministerio Público) hasta que el 
proceso llega a su etapa de juicio, dando como resultado una sentencia. 
 
 
 
 



DURACIÓN PROMEDIO EN MESES DE LOS ASUNTOS EN PRIMERA 
INSTANCIA SEGÚN MATERIA DURANTE 2010 - 2015 



Año 2011 2012 2013 2014 2015 



Juzgados Trabajo Mayor Cuantía  
Casos terminados 



21,0 21,0 24,2 23,2 22,2 



Juzgados Trabajo Menor Cuantía 
Casos terminados 



9,3 9,3 9,3 8,2 8,2 



Materia Agraria 
Casos terminados 



30 31,1 25,0 25,2 34,3 



Materia Familia 
Casos terminados 



10,1 10,3 8,3 9,0 8,3 



Tribunal Procesal Contenciosa Administrativa 
Casos terminados 



9,2 7,3 9,3 9,3 12,2 



Juzgado Contencioso Administrativa 
 nueva legislación  
Casos terminados 



--- 11,2 12,3 15,3 15,3 



Materia Contravencional 
Sentencias Dictadas 



--- 5,1 6,3 5,1 5,3 



Materia Tránsito 
Sentencias dictadas 



--- 4,3 4,3 5,1 5,0 



Juzgados Penales 
Casos terminados 



--- 4,0 4,3 5,0 4,0 



Tribunal Penal 
Sentencias dictadas 



21,1 20,1 21,0 22,0 23,0 



Fiscalías Penales Juveniles 
Casos terminados 



--- 3,0 3,0 2,0 2,0 



Juzgados Penales Juveniles 
Sentencias dictadas 



--- 20,1 20,1 22,3 24,3 
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DURACIÓN PROMEDIO EN MESES DE LOS ASUNTOS EN LAS SALAS Y EN 
II INSTANCIA SEGÚN MATERIA DURANTE 2010 - 2015 



Año 2011 2012 2013 2014 2015 



Sala Primera 
Resoluciones dictadas sobre el fondo 



14,0 16,0 18,2 22,0 23,2 



Sala Primera 
Casación Contencioso Administrativa 



--- 4,3 10,2 10,1 12,1 



Sala Segunda 
Resoluciones dictadas sobre el fondo 



3,0 3,2 4,1 4,1 3,2 



Sala Tercera  
Recursos de Casación 



11,0 15,2 18,0 10,1 6,0 



Sala Tercera  
Recursos de revisión 



20,3 24,0 24,3 12,0 8,2 



Sala Tercera 
Resoluciones emitidas en Penal Juvenil 



--- 1,1 3,0 2,1 4,2 



Sala Constitucional 
Habeas Corpus  
Duración en días 



17 días 16 días 15 días 15 días 13 días 



Sala Constitucional 
Recursos de Amparo 



1,3 1,3 2,0 1,1 1,0 



Sala Constitucional  
Acción Inconstitucionalidad 



20,2 16,3 16,3 18,0 15,2 



Tribunales de Apelación de Sentencia Penal Recursos 
de apelación votados por el fondo 



--- 2,0 4,0 3,3 4,1 



Tribunales de Apelación de Sentencia  
Penal Juvenil 
Recursos de apelación votados por el fondo  



--- 0,3 1,3 3,1 0,3 



Tribunales laborales 6,3 7,2 5,2 5,3 7,1 



Tribunal Contencioso Administrativo 6,1 4,1 5,2 2,3 3,2 



Tribunal de Apelación de lo Contencioso 
Administrativo 



1,1 3,0 2,0 2,0 1,2 



Tribunal Agrario 8,2 5,1 2,2 3,3 3,2 



Tribunal Familia 1,3 1,2 1,1 1,1 1,1 



 
Calidad del Servicio 
 
 La calidad del servicio prestado por el Poder Judicial puede ser medido a través de las 
resoluciones o votos dictados por los despachos de instancia superior respecto de las 
resoluciones o sentencias emitidas por las oficinas de primera instancia, propiamente 
cuando dictan una revocatoria, una anulación o casos declarados con lugar; así como por 
las gestiones realizadas por las usuarias y usuarios ante la Contraloría de Servicios, en 
busca de satisfacer las quejas planteadas. 
 
Tasa de revocación en apelación: corresponden aquellas resoluciones dictadas en 
primera instancia, que fueron apeladas ante la instancia superior y cuyo dictamen fue su 
revocatoria. 
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Porcentaje anulados en apelación: este indicador busca establecer cuántas de las 
apelaciones registradas fueron comunicadas con una anulación. La fórmula de cálculo 
contabiliza todas las anulaciones divididas sobre el total de las apelaciones resueltas en 
la instancia superior. 
 



AÑO 2011 2012 2013 2014 2015 



Tasa de Revocación en apelación (tribunales de 
apelación todas las materias) 



8,1 8,1 8,2 7,6 8,1 



Porcentaje de casos anulados en apelación 
(tribunales de apelación) 



9,3 8,2 7,7 8,1 8,1 



Porcentaje de asuntos declarados con lugar en 
apelación en los tribunales de apelación penal 



--- 22,5 29,3 30,5 34,4 



Número de Gestiones Usuarios (queja ante 
Contraloría de Servicios) 



6.369 6.122 6.808 7.488 8.456 



 
 
Seguridad ciudadana. 
 
Tasa de criminalidad: Esta tasa involucra delitos que lesionan el bien jurídico 
“integridad física de las personas”, “la vida”, “la libertad sexual”; a saber, los siguientes: 
homicidio doloso, femicidio y tentativa de, violación y tentativa de, relación sexual con 
menor, secuestro extorsivo, rapto, abuso sexual contra mayor y menor y trata de 
personas. 
 
Tasa de delincuencia: Esta involucra los delitos que lesionan los siguientes bienes 
jurídicos patrimonio de las personas”, “la salud pública” y “libertad sexual”, a saber, los 
siguientes: robo con fuerza sobre las cosas, sobre las personas y de medios de transporte, 
hurto y hurto de ganado, estafas, extorsión, proxenetismo, tráfico y venta de droga y 
legitimación de capital. 
 



AÑO 2011 2012 2013 2014 2015 



Tasa de Criminalidad por 100 mil Habitantes 145,8 173,6 155,4 148,8 * 



Tasa de víctimas por homicidio doloso por 100 mil 
Habitantes 



10,3 8,7 8,7 10,0 11,5 



Tasa de víctimas por secuestro extorsivo por 100 mil 
Habitantes 



0.26 0.11 0.13 0,08 
* 



Tasa de delincuencia por 100 mil Habitantes 1.510,7 1.768,0 1.879,3 2.026,4 * 



Tasa de denuncia por hurto por 100 mil Habitantes 467,5 589,6 641,8 752,2 * 



Tasa de denuncia por robo por 100 mil Habitantes 918,8 1.033,7 1.017,4 1.090,7 * 



Tasa de muerte por arma de fuego por 100 mil 
Habitantes 



6,5 6,8 7,1 8,1 
* 



Tasa de víctimas por accidente de tránsito por 100 
mil Habitantes 



12,9 14,5 13,7 14,3 
* 



*No se cuenta con datos para su análisis 
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2.3.3 Avance tecnológico2 y sus limitaciones 
 



 La Dirección de Tecnología de la Información, mediante la definición de un Plan 
Estratégico en Tecnología (PETIC), alineado a la planificación estratégica institucional y 
aprobado por Corte Plena, busca orientar de manera adecuada los esfuerzos y recursos 
que la institución invierte en esta materia; plan estratégico que permite un mayor 
control y seguimiento de la utilización de los recursos que se asignan para tecnología.  



• Balance entre la sostenibilidad y el desarrollo de nuevos servicios 



La inversión que la institución destina para la tecnología debe utilizarse en primera 
instancia para sostener en forma adecuada los sistemas y servicios que ya se han puesto 
en funcionamiento y en un segundo momento para atender el desarrollo de nuevos 
proyectos y servicios. 
 
En la actualidad se asigna la cantidad necesaria de presupuesto para atender ambos 
rubros en forma adecuada lo que ha permitido normalizar muchos de los problemas que 
se venían presentando con la plataforma tecnológica.  
 



 
 
 
El grado de obsolescencia de la plataforma tecnológica ha disminuido 
significativamente, tanto en equipos servidores y equipos de la red como en los equipos 
de usuario final como son las computadoras, impresoras y escáner.  
 
La actualización de los equipos de la Institución se ha adoptado como un proceso 
continuo que debe garantizar un nivel aceptable en su antigüedad. 



• Capacidad y confiabilidad de la plataforma 



Se han realizado las inversiones necesarias para incrementar la capacidad y 
confiabilidad de la plataforma tecnológica.  
 



                                                 
2 Información aportad por el Lic. Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de la Dirección de Tecnología de la 



Información. 
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En cuanto a capacidad, se cuenta con los dispositivos para procesar y almacenar la 
información que se produce en la institución considerando el crecimiento a futuro y la 
holgura necesaria para hacer los ajustes que se requieran en un tiempo prudencial.  
 
En cuanto a confiabilidad, se han implementado las medidas necesarias para disminuir 
en lo posible la interrupción de los servicios que presta la plataforma tecnológica; si aún 
así se presentan interrupciones, se han tomado las medidas para disminuir el riesgo de 
pérdida de información y el tiempo de recuperación a la normalidad de los servicios.  
 



 
 
Se gestiona además la adopción de conjuntos probados de buenas prácticas para 
aspectos clave del quehacer de la Dirección de Tecnología tales como el gobierno de las 
tecnologías (COBIT), la prestación de servicios en tecnología (ITIL), seguridad 
informática (SGSI) y administración de proyectos (PMBOOK).  



• Brecha Digital 



Una de las principales preocupaciones de la Administración Superior ha sido la brecha 
digital, es decir, la diferencia entre el avance tecnológico de los edificios principales y sus 
oficinas periféricas, razón por la cual se han incluido dentro de la planificación 
estratégica de la Dirección de Tecnología los proyectos necesarios para 
disminuir esta diferencia. 
 
En particular, se ha incrementado el ancho de banda de muchas oficinas que tenían un 
ancho de banda limitado, se diseñó una solución que permite llevar todos los servicios de 
los edificios principales a esas oficinas periféricas y se labora en la expansión de los 
sistemas y servicios a todo el país.  
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• Otros avances 



La migración de las cuentas de correo a servidores de empresas especializadas en 
internet constituye un avance importante ya que mediante este proyecto se logra la 
estabilidad y capacidad que se requiere para un servicio de suma importancia para el 
flujo de información en la institución. 



 
A continuación, se muestra lo logrado a la fecha, así como la proyección al año 2019:  
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También se ha migrado a servidores en internet la página principal de la institución con 
lo cual se logra un grado mayor de confiabilidad de parte de los usuarios externos y se 
promueve la utilización de medios electrónicos para realizar trámites ante la institución. 
La cantidad de visitas que se recibe en la página web de la institución equivale a la 
atención que brinda un circuito judicial de tamaño mediano.  



Limitaciones 



El avance en tecnología se ve limitado principalmente por los siguientes factores: 
 



• Estructura interna inadecuada: La estructura de la Dirección de Tecnología 
es obsoleta y no responde a las necesidades institucionales por lo que se labora en 
conjunto con la Dirección de Planificación en una nueva estructura que apoye en 
mejor forma los procesos y procedimientos que las buenas prácticas que se están 
implementando requieren. 
 



• Lentitud en la Contratación de bienes y servicios: por diversas razones los 
bienes y servicios que se requieren no se adquieren con la celeridad necesaria lo 
que obliga a hacer manejos contingentes que no necesariamente solventan en 
forma óptima las necesidades. 



 



• Lentitud de otras instituciones: poco avance en la mejora de interconexión 
con otras instituciones que no atienden las solicitudes y requerimientos de la 
institución con la prontitud que se espera por lo que se producen retrasos en los 
avances que se proyectan.  



 



• Cultura informática de los funcionarios y las funcionarias judiciales 
deficiente: Si bien es cierto que la cultura informática en la Institución ha ido 
mejorando, lo cierto es que aún falta camino por recorrer. Muchos de los 
problemas que se tienen en los sistemas están asociados con la calidad 
de la información que se digita ya que no existe conciencia de la importancia 
de digitar la totalidad de los datos en la forma debida. De igual forma, en temas 
de seguridad informática muchos de los riesgos e incidentes que se presentan son 
generados por los mismos funcionarios y funcionarias quienes realizan 
actividades no recomendadas con lo que exponen a la institución a una intrusión.  
 



2.3.4- Circuito Judiciales Electrónicos y los rediseños de procesos3. 
 
El Poder Judicial a la fecha está divido territorialmente en 15 Circuito Judiciales, de los 
cuales solo dos al momento este análisis son circuitos electrónicos (San Carlos y Cartago) 



 



• I Circuito Judicial de San José. 



• II Circuito Judicial de San José. 



• III Circuito Judicial de San José. 



• I Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) 
                                                 
3 Información suministrada por la Dirección de Tecnología de la Información y la Dirección de Planificación, ambos 



del Poder Judicial 
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• II Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores) 



• I Circuito Judicial de Alajuela. 



• II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos) – Circuito Electrónico 



• III Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón). 



• Circuito Judicial de Cartago - Circuito Electrónico 



• Circuito Judicial de Heredia 



• Circuito Judicial de Puntarenas 



• I Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia) 



• II Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya) 



• I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón) 



• I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí) 
 
En el 2016 hay un total de 780 despachos judiciales (jurisdiccionales, administrativos y 
auxiliar de justicia) en todo el país, de los cuales solo el 14.1% (110) son despachos 
electrónicos. 



 
La cantidad de personal judicial a setiembre de 2016 es de 11.869 personas (incluye solo 
plazas ordinarias y extraordinarias) de los cuales un 45.23% (5368) tienen con acceso a 
internet, según los Registros que lleva la Sección de Soporte Técnico de la Dirección de 
Tecnología de la Información a través de herramientas especializadas como el System 
Center y al active directory.   



• Total, de computadoras del Poder Judicial: 12.155 
• Cuentas de correo electrónico: 14.593 en total, de las cuales 2.712 de estas cuentas 



de correo están en la nube de Microsoft, es decir están en los “equipos servidores” 
de la empresa Microsoft a quien se contrata este servicio; el resto, 11.881 de las 
cuentas de correo están en los “equipos servidores” de la Institución. 



Experiencia Cartago Electrónico: Rediseño de Procesos  
 
En el 2015 inició el proyecto de rediseño de procesos en el Circuito Judicial de Cartago, 
así aprobado por la Corte Plena, en Sesión No.56-14, del 01 de diciembre de 2014. 
 
Su objetivo: “Mejorar el servicio público de administración de justicia que se ofrece en 
el Circuito Judicial de Cartago a través del cambio en los procesos de trabajo, 
organización y la aplicación de nuevas tecnologías, de forma sostenible y accesible”.   
Siendo el modelo metodológico implementado el siguiente: 
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Los resultados generales del proyecto: 
 



República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte



1
Mejora en la estructura y organización 



de los despachos judiciales



Estandarización de procesos



Implementación del expediente 



electrónico, escritorio virtual, y agenda 



electrónica de señalamientos



Impulso en el uso de la oralidad



Conexión entre despachos 



electrónicos para la agilización de 



recepción y envío de información



Acceso de la persona usuaria al 



expediente electrónico a través del 



sistema de gestión en línea vía internet



2



3



4



5



6



Rediseño



 
 
 
Beneficios con la implementación expediente electrónico: 



República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte



Expediente



Electrónico



Presentación de 
demandas  y 
escritos por 



Internet



Consulta  en 
línea del avance 



del proceso 
judicial 



Notificaciones 
automáticas 



Obtención de 
resoluciones 



judiciales 
digitales 



Mejora en los 
tiempos de 
respuesta



Ahorros en 
términos de 



tiempo y dinero 
para la persona 



usuaria
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Algunas mejoras tecnológicas: 
 



República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte



Asignación de monitores adicionales para los jueces y juezas



Equipo tecnológico (pad de firmas, escáner, firmas digitales 
para los jueces y juezas) 



Instalación de fibra óptica, para las oficina fuera del edificio 
principal



Pantallas informativas, instaladas en el edificio



Citas en línea o vía telefónica para declaraciones del 
Juzgado de tránsito 



Capacitación a las personas usuarias, incluyendo abogadas y 
abogados litigantes en el uso del Sistema de Gestión en Línea.



Solicitud de las ordenes de apremio por medio de Gestión en 
Línea y de la APP. 



 
 
Establece un modelo de seguimiento y sostenibilidad del proyecto: 
 



República de Costa Rica                        Poder Judicial                               Presidencia de la Corte



Actividades por realizar



Reforzar la capacitación a la 
Administración Regional, en el Proceso de 
Mejora Continua.



Implementación de mejoras en los 
sistemas informáticos



Programación de talleres con las 
oficinas para reforzar el modelo de 
mejora continua del circuito.



 
 
2.3.5.- Encuestas de percepción acerca del problema de la institución para 
garantizar el derecho constitucional de una justicia pronta y cumplida. 



 
El planteamiento del diagnóstico se basó en identificar el problema que enfrenta la 
Institución para garantizar el derecho constitucional en cuanto al cumplimiento de una 
justicia pronta y cumplida; las causas y efectos que se logran visualizar; así como, con la 
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definición de estas variables, el establecimiento del objetivo general, los objetivos 
específicos y los objetivos de desarrollo que se pretenden alcanzar. 
    
Para la elaboración del diagnóstico se utilizó la siguiente metodología: 
 
- Aplicación de una entrevista dirigidas a Magistradas y Magistrados, compuesta 



por seis preguntas. 
- Aplicación de un cuestionario a las jefaturas y direcciones de centros de 



responsabilidad, compuesta por seis preguntas. 
- Realización de un taller dirigido al personal de la Institución y sociedad civil, en 



los cuales se les introdujo en la mecánica del proyecto y con su colaboración se 
completó la matriz de diagnóstico. 
 



En resumen, se logró la participación de 6 Magistradas y Magistrados, 27 Centros de 
Responsabilidad (Consejos de Circuito, Jefaturas o Direcciones de Oficinas de los 
diferentes ámbitos administrativo, jurisdiccionales y auxiliar de justicia), y 29 personas 
participantes del taller (de los cuales se destacó la participación de representantes de los 
ámbitos jurisdiccional, administrativo y auxiliar de justicia, y representación de las 
Comisiones de usuarios de San Carlos, Puntarenas, Cartago y San José, personas 
usuarias internas y externas representantes de la sociedad civil). 
 
Como resultado de las herramientas aplicadas se logró definir el problema principal, sus 
causas y los efectos que producen en la Institución, los cuales se resumen en el siguiente 
Diagrama de Ishikawa. 
 
Es importante aclarar que, la definición de la política está limitada a las áreas de 
tecnología, métodos de trabajo y los medios que deben ser mejorados; ya que las áreas 
de recurso humano, materiales y ambiente, no son controlables para el Programa, siendo 
otras instancias las encargadas de hacerlo.  
 
Basado en lo anterior, a continuación, se resume el problema, las causas y efectos 
identificados, y a partir de ellos, la definición del objetivo general, objetivos específicos y 
objetivos de desarrollo que se pretenden alcanzar con la política: 
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Diagrama producto del diagnóstico: 
 



 
Fuente: Elaboración propia a partir de las entrevistas, cuestionarios y matrices 
completadas. 
 
2.3.6. Algunos hallazgos extraídos de diferentes informes de interés: 
 
➢ Encuesta de Percepción y de Conocimiento de la Realidad que tienen las 



y los Costarricenses Respecto al Sistema de Administración de la 
Justicia.   Tercera Medición – Junio 2015 



 
• El 66,5% de las personas entrevistadas manifestaron estar en desacuerdo con la 



afirmación “la justicia actúa rápidamente en Costa Rica”. 
• Un  43.3% de las personas encuestadas señaló que el Poder Judicial tenía lentitud 



en los procesos,  y 16,9% trámites burocráticos. 
•  El 37,8% afirmó estar muy de acuerdo o algo de acuerdo con la afirmación “Los 



procesos de justicia son tan complicados que no vale la pena meterse con ellos”.  
• Un 56,8% difiere en la afirmación: “El acceso a la justicia en Costa Rica es 



barato.” 
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➢ Primer Informe Estado de la Justicia (2015), elaborado por el 
Programa Estado de la Nación (PEN)  
 



• Aumentan de manera significativa los indicadores relacionados con capacidades 
institucionales (cobertura, funcionarios y presupuesto), pero a la vez disminuyen 
o no cambian mucho los llamados indicadores de productividad (sentencias por 
juez, circulante, tasa de congestión, costo por asunto). 
 



 
 



• Desde hace diez años los datos de la encuesta “Barómetro de las Américas” 
revelan una sostenida disminución de la confianza ciudadana en el Poder 
Judicial: mientras en 2004 el 62% de los encuestados decía confiar algo o mucho 
en la Corte Suprema, la proporción se redujo a 47% en 2012; mientras que para el 
2014 se dio una leve mejoría al ascender al 52%, pero sin recuperar sus niveles de 
hace una década. 
 



➢ Segundo Informe Estado de la Justicia (2016), elaborado por el 
Programa Estado de la Nación (PEN) 



 
De los resultados, reconoce el esfuerzo y capacidad del Poder Judicial para tratar de 
garantizar a la población el ejercicio de su derecho a la justicia en especial a poblaciones 
vulnerables; sin embargo, también señaló oportunidades de mejora conforme los 
hallazgos detectados, siendo alguno de ellos: 
 
1.- Alta rotación interna de personal. 
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2.- Evaluación del desempeño no se ha materializado como una práctica institucional: 
Falta de indicadores de gestión y de resultados, detectados desde el primer informe, 
impide una valoración adecuada de la labor del Poder Judicial, así como el impacto de 
las medidas de mejoran adoptadas. 
 
3.- Sostenida y creciente inversión en los recursos (humanos y presupuestarios), que no 
se ha traducido en mejora de desempeño: número de sentencias dictadas ha disminuido, 
cantidad de casos terminados no ha crecido, mayor número de causas activas. 
 
4.- Menos personas solicitaron los servicios judiciales, pero el sistema no lo aprovechó  
para dispensar una justicia más pronta, sino que por el contrario, desmejoró su 
rendimiento: No hay relación directa entre la cantidad de de jueces y su productividad. 
 



➢ Comparación de indicadores judiciales de 2011 al 2015 (conforme a los 
datos del Compendio de Indicadores Judiciales) y los hallazgos 
señalados en los dos informes del Estada de la Justicia: 



 
 



2.4 Aspiración de la Política 
 



La Política Hacia una Justicia Pronta y sin Papeles, tiene como alcance 
el establecimiento de una política pública que contribuya a encaminar al Poder Judicial  
a mejorar en gran medida el acceso a la justicia y la tutela efectiva de una justicia pronta 
y cumplida; que busca la eliminación progresiva de los formalismos excesivos e 
innecesarios en la tramitación de los procesos, que permita la reducción del uso del 
papel en los trámites judiciales en general y la maximización de los recursos 
tecnológicos, potenciando el talento del personal judicial y la participación ciudadana, 
todo sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas usuarias. Por lo que 
sus aspiraciones son: 
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• La celeridad y simplificación del sistema de justicia, a través del rediseño judicial 
para la implementación de una moderna gestión en todos los ámbitos, que 
garantice un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal 
definitorio de su accionar. 



 



• Participación de todos los diferentes intervinientes en la administración de 
justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de los recursos y la calidad del 
servicio público. 



 



• Una cultura basada en la calidad y compromiso de lograr un alto nivel de 
desempeño, donde se fortalezca el tanto del personal judicial y la mejora continua 
del servicio, así como la rendición de cuentas por parte de todo el personal 
judicial, contando con la participación de las personas usuarias en el proceso. 



 
 



2.5 Marco legal 
 
Existe normativa nacional como internacional de Derechos Humanos que 



sustentan la interpretación que orientará los enfoques, principios y lineamientos que se 
han definido para regular, promover, disponer o intervenir en la “Política hacia una 
justicia pronta y sin papeles”, a saber: 
 
2.5.1 Nivel Nacional:    
 



• La Constitución Política en su artículo 9 establece las bases para un gobierno 
participativo; mientras que el artículo 11 el principio de legalidad, transparencia y 
rendición de cuentas; el numeral 27 garantiza el derecho de petición ante 
cualquier persona servidora pública o entidad oficial, y el recibir una respuesta 
oportuna; el artículo 30 refiere al libre acceso a la información de interés público, 
salvo los secretos de Estado; destacando el 41 que establece el derecho 
fundamental a una justicia pronta y cumplida. 
 



• La Ley General de la Administración Pública N° 6227 del 4 de marzo de 2002, en 
su artículo 4 establece que “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta 
en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para 
asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el 
régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de 
los destinatarios, usuarios o beneficiarios.”; el 11 refiere al principio de legalidad 
en que está sometida la Administración Pública; además, conforme al artículo 13 
estará sujeta “…a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento 
administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos 
ni desaplicarlos para casos concretos.”   
 



• Ley de Protección al Ciudadano del excesivo de requisitos y trámites 
administrativos, Ley N°8220 del 4 de marzo de 2002, tiene por objetivo simplificar 
los procesos de los trámites administrativos y que sean más eficientes; así su artículo 
2 señala que “La información que presenta un administrado ante una entidad, 
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órgano o funcionario de la Administración Pública, no podrá ser requerida de 
nuevo por esos, para ese mismo trámite u otro en esa misma entidad u órgano.  De 
igual manera, ninguna entidad, órgano o funcionario público, podrá solicitar al 
administrado, información que una o varias de sus mismas oficinas emitan o 
posean.”   En igual sentido se debe considerar Ley de Promoción de la Competencia 
y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley N°7472 sus artículos 3 y 4, relacionados con 
eliminación de trámites y excepciones. 
 



• Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos, Ley Nº 8454, 
Artículo 6 refiere sobre “Gestión y conservación de documentos electrónicos.  
Cuando legalmente se requiera que un documento sea conservado para futura 
referencia, se podrá optar por hacerlo en soporte electrónico, siempre que se 
apliquen las medidas de seguridad necesarias para garantizar su inalterabilidad, se 
posibilite su acceso o consulta posterior y se preserve, además, la información 
relativa a su origen y otras características básicas.” 
 



La siguiente tabla muestra otras normativas nacionales importante que ofrecen amparo 
jurídico a la política: 
 



NORMATIVA NACIONAL 
 



Título  Año de 
emisión 



Aspectos relevantes asociados a la Política.  
 



Ley del Sistema Nacional de 
Archivos, Ley N° 7202.    



1990 El Poder Judicial está regulado por las directrices que 
establece el Archivo Nacional en materia de gestión y 
conservación de documentos físicos y electrónicos 



Ley de Igualdad de Oportunidades 
para las Personas con Discapacidad, 
Ley Nº 7600 



1996 La información debe quedar en formato electrónico de texto 
que pueda ser procesados para que puedan ser leídos con 
mecanismos tecnológicos para personas con discapacidades 
visuales o en su caso auditivos. 
 
La política no debe dejar por fuera a las personas usuarias 
con capacidades disminuidas que no pueden por sus 
limitantes acceder efectivamente a los expedientes 
electrónicos. 
 
Art.1 Garantiza igualdad al sector vulnerable, lo cual implica 
acceso a los medios de justicia tecnológica.  
 
Art.4 inciso a) Inclusión de oportunidad y accesibilidad a los 
servicios. Art. Garantía de accesibilidad a la información. 
Circular Corte Plena m No. 77-2004 obligación de todos los 
despachos judiciales de cumplir con el acceso a la justicia. 



Ley General de Control Interno, Ley 
8292 y su respectivo Manual de 
Control Interno  



2009 Artículo 16 de la Ley señala el deber de los jerarcas y titulares 
subordinados de contar con sistemas de información que 
permitan a la administración activa tener una gestión 
documental institucional. 



Ley de Gestión Integral de Residuos 
Sólidos N° 8839, del 13 de julio del 
2010, en La Gaceta Nº135 



2010 Tiene por objetivo “regular la gestión integral de residuos y el 
uso eficiente de los recursos, mediante la planificación y 
ejecución de acciones regulatorias, operativas, financieras, 
administrativas, educativas, ambientales y saludables de 
monitoreo y evaluación.” con la intención de prevenir y 
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NORMATIVA NACIONAL 
 



reducir la generación de residuos. 



Reglamento sobre Expediente 
Judicial Electrónico ante el Poder 
Judicial.  Aprobado por Corte Plena 
en sesión N° 22-13, celebrada el 20 
de mayo de 2013, artículo XXXI, y 
que fue publicado mediante circular 
Nº 104-2013 



2013 El uso de medios electrónicos en la tramitación de procesos 
judiciales, comunicación de actos y transmisión de piezas 
procesales será admitido en los términos de este Reglamento. 
 



Ley Reguladora del Sistema 
Nacional de Contralorías de 
Servicio, Ley N° 9120 



2013 Garantizar los derechos de las personas usuarias respecto de 
los servicios que reciben de las organizaciones públicas. 
Establece la obligación de promover políticas de calidad en la 
prestación de los servicios.  



Ley de Protección de la Persona 
frente al tratamiento de sus datos 
personales, Ley Nº 8968, La Gaceta 
N° 170 de 5 de setiembre de 2011 



2011 Tiene por objetivo “Garantizar a cualquier persona, 
independientemente de su nacionalidad, residencia o 
domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, 
concretamente, su derecho a la autodeterminación 
informativa en relación con su vida o actividad privada y 
demás derechos de la personalidad, así como la defensa de su 
libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado 
o manual de los datos correspondientes a su persona o 
bienes.” 



Normas técnicas para la gestión y el 
control de las Tecnologías de 
Información”, Contraloría General 
de la República, Resolución No. R-
CO-26-2007 del 7 de junio, 2007 
(Publicada en La Gaceta No.119 del 
21 de junio, 2007), Circular Nº 206 
 



2007 Directrices y regulaciones técnicas emanadas por la Junta 
Administrativa del Archivo Nacional: Acuerdo N° 4.1 del 14 
de noviembre de 2007, las “Regulaciones Técnicas sobre la 
administración de los documentos producidos por medios 
automáticos”: obligación de implementar políticas y 
procedimientos para la creación, organización, utilización y 
conservación de los documentos en soporte electrónico, 
además de la regulación del uso del correo electrónico.   
Deber de las Instituciones de prever una política 
presupuestaria continua que permita desarrollar programas 
informáticos y mantener una constante actualización de sus 
equipos.  



 



2.5.2 Normativa interna al Poder Judicial    
 
 



• Ley Orgánica del Poder Judicial, N.º 7333, señala en su artículo 2 que el Poder 
Judicial solo está sometida a la Constitución Política y la ley, pero confiere que en 
la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para poder 
garantizar que la Administración de Justicia cumpla con el mandato 
constitucional de que su accionar sea pronta y cumplida.   El artículo 6 bis 
(adicionado mediante Ley Nº 7728 el 15 de diciembre de 1997) párrafo quinto 
señala  que “…La Corte Suprema de Justicia dictará los reglamentos necesarios 
para normar el envío, recepción, trámite y almacenamiento de los citados 
medios; para garantizar su seguridad y conservación; así como para 
determinar el acceso del público a la información contenida en las bases de 
datos…”, el artículo 56, inciso 21 establece las potestades de la Corte Plena para 
emitir reglas prácticas sobre justicia pronta y cumplida.  El artículo 81 indica las 
atribuciones del Consejo Superior para emitir directrices.   
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• Estatuto de la Justicia y derecho de las personas usuarias del sistema judicial, 
aprobado por Corte Plena en la Sesión Nº 039-03 del 20-10-2003, Artículo IX. 
Artículo 1: Establece la justicia como un valor esencial para la razonable convivencia 
en sociedad, pero también lo es para el fortalecimiento del sistema democrático. 
Entendiendo que la justicia es un servicio público y las personas tienen derecho a 
que se le brinde en los más altos niveles de oportunidad, probidad, eficiencia, 
transparencia, calidad y, especialmente, con respeto de quien acude en demanda de 
ella. 



 



Igualmente, existen otras normativas especiales que regulan al Poder Judicial y que 
contienen disposiciones orientadas a fomentar la política:   
 
 



NORMATIVA INTERNA DEL PODER JUDICAL  



Título  Año de 
emisión 



Aspectos relevantes asociados a la Política.  
 



Plan Estratégico del Poder Judicial 
2013-2018 



2013 Punto 3.2 referente a la modernización e innovación de la 
gestión judicial que “…refiere a la incorporación en la 
gestión de los despachos y oficinas judiciales, de modernos e 
innovadores sistemas de justicia sustentados en criterios de 
calidad acreditados.”, y cuyo objetivo está en sustituir las 
modalidades tradicionales de trabajo, creando una gestión 
judicial moderna, innovadora, eficiente, sostenible, segura y 
de calidad.  
 
Misión y Visión del Poder Judicial  



Política de Participación Ciudadana 
del Poder Judicial.   
Aprobada por Corte Plena en sesión 
Nº 26 y 28-15, celebradas el 6 y 20 
de julio de 2015-.  Circular 138-2015 



2015 Aspira a la construcción de una cultura judicial más inclusiva 
y respetuosa de la ciudadanía, así como a una serie de 
condiciones necesarias para que la sociedad costarricense 
devenga en ciudadanía activa. 



 Cien reglas de Brasilia sobre acceso 
a la justicia de poblaciones en 
condición de vulnerabilidad.   
Aprobadas en la XIV Cumbre 
Judicial Iberoamericana, celebrada 
en Brasil, en marzo de 2008. 



Aprobadas por 
Corte Plena en la 
sesión 17 de mayo 
de 2008 



Busca garantizar las condiciones de acceso efectivo a la 
justicia a las personas en condición de vulnerabilidad 
 



Política de igualdad de género Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 34-05 
del 07 noviembre 
2005. Artículo 
XIV 
 



Tiene por objetivo “Garantizar la igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres y la no discriminación por género 
en las decisiones judiciales, en el servicio público de la 
Administración de Justicia, y en el funcionamiento interno 
del Poder Judicial. 



Política de igualdad para las 
personas con discapacidad: 



Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 14- 
08 del 05 mayo 
2008. Artículo 
XIV. 
 



Objetivo: Incorporar, de manera transversal, prioritaria y 
sustantiva, la perspectiva de la discapacidad en todos los 
ámbitos del quehacer institucional del Poder Judicial, lo 
anterior, con el fin de garantizar la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación en los servicios 
judiciales, decisiones judiciales y funcionamiento interno de 
la institución. 
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NORMATIVA INTERNA DEL PODER JUDICAL  



Política para garantizar el adecuado 
acceso a la justicia de la población 
adulta mayor 



Aprobada por 
Consejo Superior 
en sesión Nº 27-
08 del 15 abril 
2008. Artículo 
XLVI. 



Adecuar los servicios que brinda el Poder Judicial conforme a 
la especificidad etaria y necesidades particulares de las 
personas adultas mayores usuarias de los servicios. 



Política para el acceso a la justicia 
de la 
población migrante y refugiada 
 



Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 32-10 
del 08 noviembre 
2010. Artículo 
XXIV. 



Objetivo: Lograr que la comunicación que se proporcione a la 
población migrante y refugiada esté orientada a sus 
requerimientos, ajustada a sus necesidades particulares y que 
no constituya motivo de obstrucción para el acceso a la 
justicia de estas poblaciones. 
 



Política para el acceso a la justicia 
de niños, niñas y adolescentes 



Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 34-10 
del 29 noviembre 
2010. Artículo 
XVII. 



Objetivo: Hacer efectivo el acceso a la justicia para todas las 
personas menores de edad, eliminando cualquier tipo de 
discriminación, restricción o barrera que impida el ejercicio 
de sus derechos, a partir de una cultura judicial que 
desarrolle el paradigma de protección integral de la niñez y la 
adolescencia. 
 



Política de acceso a la justicia para 
menores en condición de 
vulnerabilidad sometidos al proceso 
penal juvenil en Costa Rica 
 



Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 4-11 
del 14 febrero 
2011. Artículo 
XV. 



Objetivo: Crear en materia penal juvenil mecanismos reales y 
eficaces de acceso a la justicia que permitan a las personas 
menores de edad que cumplen una sanción, superar su 
situación subjetiva y social, de manera que ello resulte en una 
mejora de sus condiciones de vida. 



Política de atención a víctimas de 
violencia doméstica y del delito 



Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 32-99 
del 05 agosto 
1999. Artículo 
XII. 



Objetivo: Definir las reglas prácticas para facilitar la 
aplicación efectiva de la ley contra la violencia doméstica, 
velar porque se cumplan todos los procedimientos legales sin 
postergación alguna, especialmente aquellos que tienen 
relación con las víctimas, personas menores de edad, 
medidas de protección y demás trámites judiciales. 
 



Reglas prácticas para facilitar el 
acceso a la justicia de las 
poblaciones indígenas 
 



Aprobada por 
Consejo Superior 
en sesión Nº 77-
08 del 14 octubre 
2008. Artículo 
XLI. 



Objetivo: Brindar prioridad de trato por parte de juezas, 
jueces y personal judicial, a las personas indígenas que se 
apersonen a los despachos judiciales, así como fijar los 
señalamientos de las audiencias y juicios dentro de un 
horario accesible contemplando las particularidades de cada 
zona. 



Política respetuosa de la diversidad 
sexual 
 



Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 31-11 
del 19 septiembre 
2011. Artículo 
XIII. 



Objetivo:  Lograr un cambio de actitud en la cultura 
institucional respecto a las personas sexualmente diversas, 
con base en la no discriminación por razón de orientación 
sexual tanto respecto a los servicios que se brindan a las 
personas usuarias, como en el trato y las oportunidades de 
quienes laboran en la institución, y la implementación de 
procesos sostenidos de capacitación y sensibilización a las 
personas servidoras judiciales. 
 



Política para el acceso a la justicia 
de personas afro descendientes 
 



Aprobada por 
Corte Plena en 
sesión Nº 35-15 
del 21 septiembre 
2015. Artículo 
XXXIV. 



Objetivo: Promover estudios sobre el acceso a la justicia de 
las personas afro descendientes, sus necesidades 
particulares, y la naturaleza, causas y manifestaciones de la 
discriminación racial e intolerancia, para obtener 
conocimientos que impacten positivamente la prestación de 
servicios en los ámbitos jurisdiccional, auxiliar de Justicia y 
administrativo del Poder Judicial, y garantizar el efectivo 
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NORMATIVA INTERNA DEL PODER JUDICAL  



acceso a la justicia. 



Acuerdos sobre rediseño de 
circuitos electrónicos 
 



2012 y 2015 • “Circuito Electrónico mediante la implementación de la 
moderna gestión y nuevas tecnologías”, fue conocido y 
aprobado por Corte Plena en sesión 26-12 del 30 de julio 
de 2012 art. XV y XVI. 



 



• El plan de trabajo para su implementación en San Carlos 
fue aprobado por Corte Plena en sesión 44-12 del 17 de 
diciembre de 2012, art. XXV. 



 



• El plan de trabajo para la implementación en Cartago fue 
aprobado por el Consejo Superior en sesión 12-15 del 12 
de febrero de 2015, art. LXVI. 



Reglas Mínimas para la Difusión de 
Información Judicial en Internet:  
Reglas de Heredia 
 



Aprobadas 
durante el 
Seminario 
Internet y 
Sistema Judicial 
realizado en la 
ciudad de 
Heredia (Costa 
Rica), los días 8 y 
9 de julio de 
2003. 



 Tienen el objetivo de servir como modelo a ser adoptado por 
los tribunales e instituciones responsables de la divulgación 
de jurisprudencia de todos los países de América Latina. En 
sus premisas está auxiliar a los tribunales en el tratamiento 
de los datos contenidas en las sentencias y despachos 
judiciales en Internet sin que se generen perjuicios a la 
transparencia de sus decisiones. 



Reglas para el dictado de las 
sentencias orales o escritas en las 
distintas jurisdicciones del país 



La Corte Plena en 
sesión N° 47-13, 
celebrada el 11 de 
noviembre 2013, 
artículo XXIV 



CIRCULAR Nº 212-2013 
 



Manual de Valores Compartidos del 
Poder Judicial. Aprobado por Corte 
Plena, artículo XXII, de la Sesión 
N.° 32-10 celebrada el 8 de 
noviembre de 2010. 



2010 Se trata fundamentalmente de un texto ético, para promover 
las mejores prácticas y la toma de decisiones.  Es manual que 
desarrolla el significado y las implicaciones conductuales de 
los valores compartidos, 
 



Ley de Notificaciones y Citaciones 
Judiciales No.8687 



2009 Artículo 3. Fijación de domicilio electrónico para 
notificaciones de todo tipo de resoluciones en cualquier 
asunto judicial. Art.12 Contestación y respuesta de 
notificaciones, posibilidad de que los intervinientes actué 
electrónicamente. Sección I completa referido al proceso de 
notificación electrónica. 



Código Procesal Civil Con su entrada en 
vigencia 



En “bacaccia lege” hasta su entrada en vigencia  
Artículos relacionados con documentos 



Código Procesal Laboral Con su entrada en 
vigencia 



En “bacaccia lege” hasta su entrada en vigencia 



Código Procesal Penal, Ley No.7594 1998 Libro II, Título I  
La norma que establece el plazo razonable. 



Reforma a los Códigos Procesales de 
la materia Agraria y de Familia  



 Considerar la futura reforma en materia agraria y de familia y 
su incidencia en el acceso a la justicia electrónica.2. 
Sugerimos se tomen en cuenta todas aquellas políticas 
públicas ya existentes; por ejemplo, la política de gestión 
ambiental.  La existencia de ejes transversales obliga a 
entrelazar la normativa con los planes de ejecución ya 
establecidos en la institución. 
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2.5.3 Normativa internacional  
 



Hay normativa internacional de Derechos Humanos que fundamentan los 
compromisos que han sido asumido por el País por una Administración de Justicia 
pronta, cumplida, eficiente, efectiva, accesible y transparente, tales como: 
 
 



NORMATIVA INTERNACIONAL 
 



Título  Año de emisión Aspectos relevantes asociados a la Política.  
 



Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos 
 



1966 En su integridad. 



Convención Americana sobre 
Derechos Humanos NOTA: La 
Convención en sí y la 
jurisprudencia de la CADDHH es 
de aplicación a nivel interno de 
forma obligatoria (control de 
convencionalidad) 



1969 se firmó, 
entró vigencia 
1978 



8°, párrafo 1°: Establece, el derecho a un proceso en un 
plazo razonable, sea sin dilaciones indebidas o retardos 
injustificados  
 



 
Agenda 2030 de la Cumbre de las 
Naciones Unidas, para el desarrollo 
sostenible.   



Setiembre 2015, 
por la Asamblea 
General de la 
Organización de 
las Naciones 
Unidas. 



Objetivo 16. Promover sociedades pacíficas e inclusivas 
para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia 
para todos y crear instituciones eficaces, responsables e 
inclusivas a todos los niveles. 



CEDAO (Convención sobre la 
eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la Mujer) en 
CR ley No.6968. 



1979 aprobado por 
Naciones Unidas y 
2 de octubre de 
1984 por C.R. 
1997 



La Convención enuncia los principios jurídicos aceptados 
internacionalmente sobre los derechos de la mujer. 



Belén do Para; Convención para 
prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres 



1994 Ratificada en 
C.R. en 1995. 
 
1997 



Artículo 4. Ics f y j:. Derecho de igualdad ante la ley y 
derecho de igualdad de acceso a las funciones públicas. 



La no tolerancia de los agentes que imparten la justicia a 
la violencia contra las mujeres en todas sus 
manifestaciones incluyendo la violencia estructural y 
perpetuadores del continuo. 



 Artículo 7:  Los Estados Partes condenan todas las 
formas de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar 
dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente: 



 a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia 
contra la mujer y velar por que las autoridades, sus 
funcionarios, personal y agentes e instituciones se 
comporten de conformidad con esta obligación; 



 b. actuar con la debida diligencia para prevenir, 
investigar y sancionar la violencia contra la mujer; 



 c. incluir en su legislación interna normas penales, civiles 
y administrativas, así como las de otra naturaleza que 
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NORMATIVA INTERNACIONAL 
 
sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso; 



 d. adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a 
abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o 
poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma 
que atente contra su integridad o perjudique su 
propiedad; 



 e. tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo 
medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y 
reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas 
o consuetudinarias que respalden la persistencia o la 
tolerancia de la violencia contra la mujer; 



 f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para 
la mujer que haya sido sometida a violencia, que 
incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio 
oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos; 



 g. establecer los mecanismos judiciales y administrativos 
necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia 
tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del 
daño u otros medios de compensación justos y eficaces, y 



 h. adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole 
que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención. 



PISAV 
Reglas de Brasilia sobre el acceso a 
la justicia de personas en 
condiciones de vulnerabilidad 
 



2008 Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas 
personas que, por razón de su edad, género, estado físico o 
mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas 
y/o culturales, encuentran especiales dificultades para el 
acceso a la justicia. 
Reglas relacionadas con los derechos a los usuarios 



Declaración Universal de Derechos 
Humanos  
 



1948 Artículos 8, 10, entre otros.  
En su integralidad recogen en sus artículos los derechos 
humanos considerados básicos, a partir de la carta de San 
Francisco (26 de junio de 1945).  



Código Modelo Iberoamericano de 
Ética Judicial 



 Incluyen deberes jurídicos que se refieren a las conductas 
más significativas para la vida social,  que promueven la 
excelencia en el servicio judicial, y están dirigidos a las 
personas que se desempeñan en la Administración de Justicia 



 
 
III. LÍNEAS GENERALES DE LA POLÍTICA 
 
3.1 Principios orientadores 
  



La Política hacia una Justicia Pronta y sin Papeles se sustenta en varios 
principios orientadores necesarios para lograr alcanzar las aspiraciones de una 
Administración de Justicia más eficiente, accesible, sostenible e igualitaria; de manera, 
que los principios están correlacionados con los ejes estratégicos de la Política, que a su 
vez vienen a definir las líneas de acción que se deben desarrollar para su cumplimiento . 





https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_humanos


https://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_humanos
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• Eficiencia  
 
La eficiencia refiera a la responsabilidad del Poder Judicial por garantizar que todo 
su accionar logre los mejores resultados en un tiempo oportuna para las personas 
usuarias, haciendo un uso racional de los recursos materiales, tecnológicos y 
financieros en función de una labor comprometida por parte de las personas 
funcionarias y servidoras judiciales. 
 



• Celeridad 
 
El servicio de Administración de Justicia debe realizarse y darse en tiempo y en el 
momento adecuado, evitando retardos indebidos en los diferentes procesos 
(administrativos y jurisdiccionales). 



 



• Simplicidad: 
 



La estructura administrativa y organizacional del Poder Judicial debe permitir que 
los trámites y procedimientos sean sencillos y de fácil comprensión, donde los 
requisitos que se exijan deben ser racionales, proporcionales y establecidos en una 
norma legal. 
 



• Uniformidad 
 



Vinculado al principio de simplicidad, el principio de la uniformidad refiere tanto a 
los trámites como requisitos; de manera que se deberán establecer requisitos 
similares para trámites similares; y solo se podrá mantener bajo criterios objetivos y 
debidamente justificados toda diferenciación. 
 



• Adaptabilidad 
 



Consiste en la adopción por parte de la Administración de Justicia de sistemas, de 
procedimientos que se ajusten a los cambios y necesidades de las personas usuarias, 
que estén acorde con la realidad nacional y las limitaciones presupuestarias.  
 



• Innovación 
 



 De la mano con el principio de adaptabilidad, el Poder Judicial al desarrollar su 
actividad, debe aplicar ideas y prácticas novedosas que generen un valor social, 
considerando para ello el conocimiento interno (personal judicial) y externo 
(ciudadanos) que permitan encontrar mecanismos que den una solución integral a 
sus necesidades y problemas para satisfacer los requerimientos de las personas 
usuarias. 
 



• Accesibilidad 
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Derecho de todas las personas usuarias (internas y externas) de acceder al servicio 
de administración de justicia y relacionarse con el Poder Judicial por diferentes 
medios sean electrónico o no, sin barreras tanto en la movilidad, comunicación, 
comprensión y su utilización; debiéndose considerar lo establecido en las políticas de 
accesibilidad aprobadas por Corte Plena. 



 



• Transparencia  
 
En la definición de este principio se parte de lo establecido en la Política de Justicia 
Abierta del Poder Judicial como “la responsabilidad del Poder Judicial de 
garantizar el derecho de acceso y la comprensión de la información pública sin 
mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas en las leyes, rendir 
cuentas sobre su gestión y propiciar la integralidad, probidad y el buen gobierno.” 
 



• Participación  
 
En la definición de este principio se parte de lo establecido en la Política de 
Participación Ciudadana en el Poder Judicial, que establece la participación como 
“…un proceso democrático que garantiza una contribución responsable activa y 
sostenida de la población en el diseño, la toma de decisiones y la ejecución de 
políticas del Poder Judicial, de manera que respondan a la realidad de la 
población, del bien común y del cumplimiento de los fines del Poder Judicial.” 
 
• Consumo responsable4 



 



Se requiere la adopción de criterios de adquisición de productos tecnológicos con un 
menor impacto ambiental, que incorporen características sociales y un mejor valor 
económico dentro del marco de su ciclo de vida del producto (considerar el costo de 
adquisición, uso, mantenimiento y disposición del bien, así como su aptitud para 
satisfacer el propósito de su adquisición).  
 



3.2 Objetivos de la Política 
 
Objetivo general: 
 



Propiciar la celeridad y simplificación del sistema de justicia, en aras de un 
servicio público eficaz, eficiente y efectivo. 
 
Objetivos específicos: 
 



• Potenciar el rediseño y mejorar los procedimientos judiciales para la 
implementación de la gestión oral-electrónica, así como garantizar un Poder 
Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su 
accionar. 



                                                 
4 Según objetivo n°12 de los ODS, la Política Nacional de Compras Públicas Sustentables, y el Plan de Gestión Ambiental 



Institucional 2017-2021 del Poder Judicial. 
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•  Impulsar la modernización judicial a través de nuevas tecnologías y moderna 
gestión, mediante una cultura basada en el compromiso y en la gestión o 
administración del talento del personal judicial, para lograr un alto nivel de 
desempeño y la rendición de cuentas, como medio para alcanzar una justicia 
pronta y sin papeles siempre teniendo a la persona usuaria como eje central de 
este objetivo. 



 



•  Articular los diferentes intervinientes en la administración de justicia, con el fin 
de garantizar el uso eficiente de los recursos y la calidad del servicio público. 



 



• Mejorar la satisfacción de las personas usuarias en relación con el servicio público 
brindado. 



 
3.3 Ejes estratégicos y líneas de acción 
 



Dentro de un proceso consensual, interactivo y validado con las diferentes 
personas actoras intervinientes, seguidamente se establecen los tres eje o prioridades de 
acción, vinculados con objetivos concretos y lineamientos de la “Política Hacia una 
Justicia Pronta y Sin Papeles”, que permitirán avanzar en el disfrute efectivo de los 
derechos que señala la política. 
 
1.- Una Justicia simple y accesible: Busca propiciar la celeridad y simplificación del 
sistema de Administración de justicia, a través del rediseño judicial para la 
implementación de una moderna gestión que garantice un Poder Judicial capaz de 
integrar a la ciudadanía como el eje principal definitorio de su accionar. 
 
Lineamientos estratégicos:   



 



• El Poder Judicial se apegará a la normativa vigente y pondrá en práctica nuevas 
formas de organizar y garantizar mayor eficiencia en la gestión y mejor 
aprovechamiento de los recursos –materiales, tecnológicos y humanos- que se ponen 
a disposición de las personas funcionarias y servidoras para el cumplimento de los  
objetivos institucionales. 



• El Poder Judicial deberán concienciar para aprovechar de la mejor forma los recursos 
creados para alcanzar sus objetivos. 



• La Contraloría de Servicios proporcionará, a las instancias responsables de la toma de 
decisiones institucionales, información referente a la prestación de los servicios que 
reciben las personas usuarias, de manera que sirva como insumo para la 
identificación de prioridades en la solución de los problemas que imposibilitan un 
acceso pronto a los servicios, así como a las respuestas ante las diferentes gestiones. 



• Las herramientas tecnológicas que se implementen en el Poder Judicial deben 
permitir el acceso eficiente a la información contenida en los expedientes y 
documentos digitales. 



• Generalizar el uso de la firma digital a personas legitimadas para facilitar el acceso a 
documentos por medios tecnológicos evitando movilización e impresión de los 
mismos. 
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• La Dirección de Planificación deberá fortalecer el rediseño en la gestión del Poder 
Judicial en todos los ámbitos, para la eliminación progresiva de los formalismos 
excesivos e innecesarios en los procedimientos y trámites judiciales y administrativos.  



• El Poder Judicial fortalecerá los procesos de comunicación interinstitucional de los 
sistemas de entes y organismos públicos, para facilitar la obtención de documentos 
oficiales necesarios en los procedimientos y trámites de los usuarios.  



• Estandarizar las formas de identificación de usuarios en condición de vulnerabilidad, 
en los diferentes sistemas informáticos del Poder Judicial, a efecto de que los 
funcionarios identifiquen de inmediato si el usuario interviniente del proceso presenta 
alguna de estas condiciones. 



• Fortalecer, especializar y estandarizar, los centros de información y orientación para 
las personas usuarias, en los temas relativos a su necesidad de servicios y en atención 
a las particularidades de las diferentes poblaciones que acuden a la institución 



• La Dirección de Planificación analizará e incorporará en los rediseños, estrategias 
relacionadas con las buenas prácticas de los despachos judiciales, que faciliten el 
acceso a la justicia 



 
2.- Desarrollo sostenible de la gestión judicial:   Conlleva articular los diferentes 
intervinientes en la administración de justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de 
los recursos y la calidad del servicio público. 
 
Lineamientos estratégicos:   
 



• Para las contrataciones de cualquier naturaleza, las instancias administrativas 
encargadas de elaborar los carteles de contratación deben coordinar y consultar con 
los departamentos especializados para la obtención de criterios técnicos favorables 
con el ambiente en los productos a contratar.  



• Definir e implementar indicadores que permitan comprobar el uso eficiente de los 
recursos asignados a los funcionarios judiciales.   



• Todo proceso de adquisición de productos tecnológicos se debe ajustar a criterios que 
generen un menor impacto ambiental. 



• La Escuela Judicial y Unidades de Capacitación incluirán la educación en cuanto al 
manejo de la maximización de los recursos. 



• La Contraloría de Servicios, los Consejos de Administración de Circuito, la Dirección 
de Planificación, informará a las instancias judiciales competentes, cuando se 
identifiquen situaciones que afecten el cumplimiento de los estándares establecidos 
para las oficinas en las cuales se hayan establecido, con el propósito de que se puedan 
tomar las acciones de contingencia de forma oportuna. 



 
3.- Cultura Institucional hacia la mejora continua de los servicios:  Propiciar un 
cambio en la cultura institucional para la mejora continua del servicio contando con la 
participación de los usuarios en el proceso 
 
Lineamientos estratégicos: 
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• La Dirección de Gestión Humana deberá establecer desarrollar la metodología y 
estrategia necesaria para implementar una correcta gestión de talento humano en el 
Poder Judicial. 



• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deberán incorporar en sus Planes 
Anuales de Capacitación actividades formativas de sensibilización sobre los derechos, 
deberes y responsabilidades del personal judicial en el desempeño de sus funciones. 



• Los despachos generadores de sistemas informáticos o proveedores externos 
brindarán la formación práctica al personal que utilizará los respectivos sistemas. 



• Las jefaturas de todas las instancias del Poder Judicial deberán promover medidas 
que faciliten que el personal a su cargo cuente con las habilidades y destrezas 
necesarias para el buen desempeño de sus funciones, dentro de los parámetros de la 
Política de justicia pronta y sin papeles y en armonía con las necesidades de las 
personas usuarias.  



• La oficinas y despachos de los diferentes ámbitos de Poder Judicial deberán 
incorporar en sus planes estratégicos las acciones encaminadas al cumplimiento de la 
política. 



• Los procesos de selección deberán aplicar entrevistas de perfil para los funcionarios 
que más contacto tienen con las personas usuarias.  



• Los programas de evaluación y selección deberán incluir para cualquier puesto dentro 
del Poder Judicial, charlas sobre los derechos, deberes y responsabilidades del 
personal judicial en el desempeño de sus funciones, respectivamente evaluadas.  



• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación deberán proporcionar cursos de 
sensibilización de trato a las personas usuarias, para el personal contratado de forma 
externa, respectivamente evaluado.   



• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, deberán crear actividades 
formativas de sensibilización y charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el desempeño de sus funciones, 
respectivamente evaluadas, proporcionada por las Unidades de Capacitación de cada 
ámbito judicial. 



• La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, deberán desarrollar e 
implementar capacitaciones para las personas usuarias, en el uso de los sistemas 
externos de información del Poder Judicial. 



• La Dirección de gestión Humana deberá incorporar en sus diferentes subprocesos la 
calidad en el servicio público como eje transversal de su gestión, de forma que las 
personas que se incorporen a la función pública dentro del Poder Judicial cuenten con 
las competencias necesarias para garantizar el cumplimiento de este objetivo 



 



 
IV. PLAN DE ACCIÓN 
 



El plan de acción de la “Política hacia una justicia pronta y sin papeles”, 
establece las disposiciones necesarias que permitirán orientar su implementación de 
manera clara y precisa para los diferentes entes del Poder Judicial.  El plan se constituye 
a partir de los tres ejes estratégicos establecidos y sus respectivos objetivos o 
aspiraciones, como las metas alcanzables, definiéndose para cada meta los indicadores 
que permitirán su monitoreo y evaluación sobre su cumplimiento, debiendo los 
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diferentes actores tomar las previsiones necesarias para su ejecución en un plazo 
razonable conforme al rol, funciones y responsabilidad dadas. 
 



La política tendrá una vigencia de quince años, con revisiones periódicas de su 
cumplimiento; por tanto, los diferentes ejes de la política se deberán incorporar en los 
tres planes estratégicos de la Institución, siendo que cada uno tiene una vigencia de 
cinco años.   
 
4.1 Responsables de la implementación 
 



Considerando los lineamientos y objetivos de la política, se establecen los 
principales actores intervinientes a nivel de coordinación, de acuerdo con las 
competencias, organización y funciones que a cada uno corresponde dentro del Poder 
Judicial.  No obstante, conforme a las atribuciones establecidas en la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, a la Corte Plena le corresponderá aprobar la Política y apoyar su 
implementación; mientras que la rectoría de la política recaerá en el Consejo Superior 
como máximo órgano administrativo, a quien le atañe definir la instancia a cargo de 
transversalizar la política a nivel institucional, con la potestad de delegar la 
implementación de la política a nivel regional en los Consejos de Administración de los 
Circuitos, quienes deberán promover las medidas que faciliten que las oficinas judiciales 
de los diferentes ámbitos, cuenten con las habilidades y destrezas necesarias para el 
buen desempeño de sus funciones, dentro de los parámetros de la Política y en armonía 
con las necesidades de las personas usuarias, además de ejercer la supervisión constante  
del cumplimiento de la Política; así como, emprender las acciones requeridas para su 
aplicación, debiendo rendir cuentas al menos una vez al año al Consejo Superior de los 
resultados obtenidos.  
 



Así, las responsabilidades de estos y otros actores intervinientes en la política se 
destallan a continuación, las cuales deben desarrollar para lograr su cumplimiento 
durante el periodo que comprende del año 2019 al 2034:  



 
MODELO DE GESTIÓN DE LA POLÍTICA  



“HACIA UNA JUSTICIA PRONTA Y SIN PAPELES” 
PERIODO 2019-2034 



 
ACTORES RESPONSABLES 
 



PARTICIPACIÓN O ROL 
 



FUNCIONES Y RESPONSABILIDADES 



Redes de coordinación 
interna 



 
 



 



Corte Plena 
 



Ejecución • Aprobar y emitir las directrices necesarias para ser 
efectivo el principio constitucional de justifica pronta y 
cumplida. 



• Establecer nuevas formas de organizar y garantizar 
mayor eficiencia en la gestión y mejor 
aprovechamiento de los recursos –materiales, 
tecnológicos y humanos- que se ponen a disposición 
de los funcionarios y servidores para el cumplimento 
de sus objetivos. 
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• Adopción de medidas necesarias para optimizar los 
recursos institucionales. 



Consejo Superior Ejecución • Ejecutar la Política aprobando nuevas formas de 
organizar y garantizar mayor eficiencia en la gestión, 
mayor aprovechamiento de los recursos –materiales, 
tecnológicos y humanos- que se ponen a disposición 
de las personas funcionarias y servidoras judiciales 
para el cumplimento de sus objetivos. 



• Adopción de medidas necesarias para optimizar los 
recursos institucionales. 



• Designar la instancia a cargo de transversalizar la 
política a nivel institucional 



Consejos de 
Administración de 
Circuito 
 



Ejecución, seguimiento 
y coordinación 



• Promover las medidas que faciliten que las oficinas 
judiciales de los diferentes ámbitos cuenten con las 
habilidades y destrezas necesarias para el buen 
desempeño de sus funciones, dentro de los 
parámetros de la Política y en armonía con las 
necesidades de las personas usuaria. 



• Ejercer la supervisión constante del cumplimiento de la 
Política por parte de las oficinas judiciales (todos los 
ámbitos) del Circuito Judicial de su competencia. 



• Emprender las acciones necesarias para su aplicación 
de la Política de las oficinas judiciales (todos los 
ámbitos) del Circuito Judicial de su competencia. 



• Rendir cuentas al menos una vez al año al Consejo 
Superior de los resultados obtenidos sobre el 
cumplimiento de la Política por parte de las oficinas 
judiciales (todos los ámbitos) del Circuito Judicial de su 
competencia. 



Administraciones 
Regionales 



Ejecución, 
Coordinación 



• Coordinar con las oficinas judiciales de las zonas a su 
cargo la provisión de los recursos necesarios para la 
correcta implementación de la Política, así como 
brindar apoyo logístico para el cumplimiento de los 
objetivos establecidos. 
 



• Verificar que se incorporen en los planes de trabajo las 
acciones encaminadas al cumplimiento de la política. 



 



Centro de Apoyo, 
Coordinación y 
Mejoramiento de la 
Función Jurisdiccional, 
 
Administración 
Organismo de 
Investigación Judicial,  
 
Administración del 
Ministerio Público 
 
Administración de la 
Defensa Publica 



Ejecución, seguimiento 
y coordinación 



• Coordinar con las oficinas judiciales el apoyo logístico 
para el cumplimiento de los objetivos establecidos. 
 



• Verificar que se incorporen en los planes de trabajo de 
las oficinas a cargo, las acciones encaminadas al 
cumplimiento de la política. 



 



• Verificar el cumplimiento de la política por parte de las 
oficinas de su competencia. 
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Dirección de Planificación Ejecución 
Coordinación y 
Asesoría 



• Promover el uso de la Tecnología y reducción en el uso 
de papel en los rediseños de procesos y estudios que 
se realizan.  



• Impulsar la implementación de los diferentes sistemas: 
Gestión, escritorio virtual, SIGMA, Sistema de 
seguimiento de casos, ECU y cualquier otro que facilite 
el acceso a la información a través de medios 
tecnológicos. 



• Coordinar con la Dirección de TI la implementación de 
los diferentes sistemas en los despachos que se 
rediseñen. 



• Incorporar la política transversalmente en el rediseño 
de oficinas judiciales y criterios técnicos. 



• Asesorar en lo de su competencia, a las instancias 
partícipes de la implementación de la política. 



Dirección de Tecnología 
de la Información 



Ejecución, Asesoría 
Técnica, Capacitación 
en sistemas de 
información 



 



• Incorporar en los proyectos que se ejecutan a cargo de 
la Dirección de TI los lineamientos que establezca la 
política 



• Diseñar e implementar las mejoras requeridas en los 
sistemas informáticos y plataformas institucionales 
vinculantes a la política. 



• Orientar las posibilidades técnicas de implementación 
de las mejoras sugeridas por los intervinientes en la 
aplicación de la política. 



• Capacitar al personal interno o externo que lo requiera 
para lograr un máximo aprovechamiento de las 
herramientas tecnológicas que se pongan a disposición 
para el cumplimiento de la política. 



 



Dirección Ejecutiva Ejecución 
Coordinación, 



• Coordinar aspectos logísticos asociados con la 
implementación de la política, incluida la generación 
de directrices para las Administraciones Regionales y 
los departamentos a su cargo. 



• Verificar que se incorporen en los planes estratégicos 
las acciones encaminadas al cumplimiento de la 
política. 



 



Dirección de Gestión 
Humana 



Coordinación, 
Capacitación 



• Establecer e implementar las estrategias necesarias 
para lograr una correcta gestión del talento humano 
por competencias en el Poder Judicial. 



• Establecer procesos de recursos humanos integrados y 
que estén debidamente diseñados con el fin de atraer 
talento, motivar, desarrollar y retener al personal 



judicial desde su primer ingreso. 
• Incorporar en los procesos de selección entrevistas de 



perfil para los funcionarios que más contacto tienen 
con las personas usuarias. 



• Incorporar en sus Planes Anuales de Capacitación 
actividades formativas de sensibilización sobre los 
derechos, deberes y responsabilidades del personal 
judicial en el desempeño de sus funciones.  
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• Crear actividades formativas de sensibilización y 
charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el 
desempeño de sus funciones, respectivamente 
evaluadas. 



• Implementar en los programas de evaluación y 
selección de candidatos a cualquier puesto del Poder 
Judicial, charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el 
desempeño de sus funciones, respectivamente 
evaluadas.  



Escuela Judicial y 
diferentes unidades de 
capacitación. 



Capacitación  • Establecer e implementar una política de formación 
integral, progresiva y constante del talento humano 
del Poder Judicial, que sea congruente entre los planes 
de entrenamiento y capacitación, con los 
requerimientos reales según competencias. 



• Incorporar en sus Planes Anuales de Capacitación 
actividades formativas de sensibilización sobre los 
derechos, deberes y responsabilidades del personal 
judicial en el desempeño de sus funciones. 



• Crear actividades formativas de sensibilización y 
charlas sobre los derechos, deberes y 
responsabilidades del personal judicial en el 
desempeño de sus funciones, respectivamente 
evaluadas 



• Diseñar e implementar estrategias de capacitación 
orientadas al personal judicial referente a la política. 



• Retroalimentar al equipo de implementación de la 
política en relación con las limitaciones identificadas 
producto de los procesos formativos. 



 



Departamento de 
Proveeduría 



Asesoría  • Asesorar a las instancias competentes en relación con 
el tema de su especialidad (trámites de compra). 



• Facilitar los procesos que requieran la adquisición de 
bienes y servicios en función de lo dispuesto en la 
política. 



Contraloría de Servicios Seguimiento • Seguimiento al cumplimiento de los indicadores de la 
política y percepción del servicio a la persona usuaria. 



 



Tribunal de la Inspección Seguimiento • Seguimiento al cumplimiento de la política. 



Unidad de Control 
Interno 



Seguimiento  
Asesoría 



• Seguimiento de cumplimiento de los controles 
establecidos de la aplicación de la política 



Departamento de Prensa 
y Comunicación 
Organizacional 



Promoción • Establecer estrategias que permitan generar una 
cultura institucional de un uso eficiente de los 
recursos, garantizando la satisfacción de las 
necesidades de las personas usuarias. 



• Promocionar los alcances de la política entre el 
personal judicial y personas usuarias mediante la 
implementación de estrategias de comunicación de 
acuerdo con las necesidades del público meta. 



 



Delegaciones, Ejecución • Promover las medidas que faciliten que el personal a 
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Subdelegaciones y 
Oficinas Organismo de 
Investigación Judicial;  
Fiscalías y Oficinas del 
Ministerio Público; 
Salas, Tribunales y 
Juzgados; 
Defensa Pública; 
Oficinas Administrativas 



su cargo cuente con las habilidades y destrezas 
necesarias para el buen desempeño de sus funciones, 
dentro de los parámetros de la Política y en armonía 
con las necesidades de las personas usuarias.  



• Incorporar en sus planes de trabajo las acciones 
encaminadas al cumplimiento de la política. 



 



Comisiones o Programas 
Institucionales 



  



Comisión de 
Accesibilidad; 
CONAMAJ; 
Comisiones 
jurisdiccionales;  
Comisión de Gestión 
Ambiental; 
Comisión Personas 
Usuarias 



Asesorar • Asesorar en el ámbito de su competencia con respecto 
al cumplimiento de la política 



 
Alianzas estratégicas con 
otras instituciones 
públicas o privadas.  



  



Colegio de Abogados y 
Abogadas de Costa Rica;  
Programa Facilitadores 
Judiciales; 
Defensoría de la 
Habitantes; 
Red de justicia 
restaurativa; 
Procuraduría General de 
la República; 
Bancos y Operadoras de 
Crédito y Cobro; 
INAMU 



Coordinación 
promoción 



• Promocionar los alcances de la política. 



• Coordinar actividades de retroalimentación para el 
cumplimiento de la política. 



 
4.2 Marco de la Política: monitoreo y evaluación 
 
La siguiente matriz marco de la política, se constituye en el instrumento que establece la 
dirección, seguimiento y evaluación para verificar el cumplimiento de la política 
conforme a las funciones y responsabilidades que corresponden a cada uno de los 
actores según los lineamientos estratégicos y modelo de gestión; mismos que serán 
evaluados cada cinco años hasta cumplir los quince años de vigencia. 
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MATRIZ MARCO Y OPERACIONALIZACIÓN DE LA POLÍTICA 
“HACIA UNA JUSTICIA PRONTA Y SIN PAPELES” 



 
EJES 



ESTRATÉGICOS 
ASPIRACIÓN AL 



2033 
META INDICADORES PLAZO RESPONSABLE COORDINACION PRESUPUESTO 



1. Una 
Justicia 
simple y 
accesible. 
 



Propiciar la 
celeridad y 
simplificación 
del sistema de 
justicia, a través 
del rediseño 
judicial para la 
implementación 
de una 
moderna 
gestión en el 
Poder Judicial. 



Al 2033 el 95% de 
los procesos que 
impacten la 
celeridad del 
sistema judicial 
deben estar 
rediseñados y 
automatizados 



Porcentaje de 
procesos 
involucrados en 
la celeridad del 
sistema judicial 
rediseñados y 
automatizados. 



2019-
2034 



Consejo Superior  
por medio de sus 
acuerdos 
designará al 
órgano ejecutor 



Dirección de 
Planificación, 
Dirección de 
Tecnología de la 
información 
Comisiones 
jurisdiccionales, 
Consejos de 
Administración de 
Circuito, 
Administraciones 
Regionales, 
Despachos y 
oficinas Judiciales, 
Contraloría de 
Servicios, 
Comisión de 
Personas Usuarias 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 el 90% de 
los sistemas 
informáticos 
generen 
información que 
permita visualizar 
oportunamente el 
aprovechamiento 
de los recursos 
institucionales. 



Porcentaje de 
sistemas que 
permitan la 
generación de 
información 
para la toma de 
decisiones en la 
administración 
de los recursos 
institucionales.  



2019-
2034 



Dirección de 
Tecnología de la 
Información  



Dirección de 
Planificación; 
Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Gestión Humana; 
Auditoría Judicial; 
Contraloría de 
Servicios; 
Administraciones 
Regionales, 
Centro de Apoyo 
para el 
mejoramiento de 
la Administración 
de Justicia 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 se cuente 
con indicadores 
que permitan 
establecer la 
variación en los 
costos que se 
obtienen de la 
implementación 
de los diferentes 
proyectos que se 
ejecuten a nivel 
institucional. 



Cantidad de 
mecanismos 
para establecer 
los costos 
derivados de la 
implementación 
de los 
proyectos. 



2019-
2034 



Dirección de 
Planificación 



Dirección de 
Gestión Humana, 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Dirección 
Ejecutiva 



Recursos 
ordinarios 
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  Al 2033 que se 
cuente con una 
población judicial 
comprometida en 
la mejora del 
servicio. 



- Cantidad de 
gestiones de 
mejora.   
- Reducción en 
las 
inconformidade
s por dilación en 
los servicios. 
- Resultados de 
percepción del 
servicio 
(encuestas u 
otras 
herramientas) 
- Indicadores 
previstos por la 
Secretaría 
Técnica de Ética 
y Valores del 
Poder Judicial. 



2019-
2034 



Secretaría Técnica 
de Ética y Valores;  



Contraloría de 
Servicios del 
Poder Judicial, 
Comisión 
Personas Usuarias 
del Poder Judicial, 
Departamento de 
Prensa y 
Comunicación 
Organizacional; 
Centros de 
Capacitación del 
Poder Judicial 
Dirección de 
Gestión Humana; 
Dirección de 
Planificación. 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 el 95% de 
los sistemas 
informáticos 
estén integrados 
e 
interconectados, 
evitando la doble 
digitación, el 
retrabajo y el 
error humano.  



Porcentaje 
sistemas 
informáticos 
integrados e 
interconectados 



2019-
2034 



Dirección de 
Tecnología de la 
Información 



Oficinas y 
despachos 
judiciales 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 se haya 
implementado un 
proceso de 
mejora continua 
en la experiencia 
del cliente en su 
interacción con 
los sistemas 
informáticos, 
desde los 
dispositivos 
electrónicos y la 
ubicación 
geográfica de su 
conveniencia. 



Proceso de 
mejora 
implementado.  



2019-
2034 



Dirección de 
Tecnología de la 
Información,  



Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Planificación; 
Contraloría de 
Servicios; 
Comisión de 
Personas 
Usuarias; 
Departamento de 
Prensa y 
Comunicación 
Organizacional. 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 se hayan 
adoptado las 
tecnologías que 
sean de interés de 
la institución, 
estén alcance de 
su presupuesto y 
respondan a los 
requerimientos 
de las personas 
usuarias. 
 
 



- Plataforma 
tecnológicas 
disponibles 
-Nivel de 
satisfacción de 
las personas 
usuarias en el 
uso de las 
tecnologías. 
 
 



2019-
2034 



Comisión 
Gerencial de 
Tecnología 



Consejo Superior; 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Planificación; 
Personas Usuarias 



Recursos 
ordinarios 
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  Al 2033 se haya 
aplicado las 
mejores prácticas 
de la industria 
tecnológica, que 
sean de interés de 
la institución y 
estén alcance de 
su presupuesto. 



Cantidad de 
mejores 
prácticas 
implementadas. 



2019-
2034 



Corte Plena, 
Consejo Superior, 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información 



Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Planificación 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 se haya 
planteado ante 
las autoridades 
competentes las 
reformas legales 
que permitan 
eficientizar los 
procesos 
judiciales para 
garantizar a las 
personas 
usuarias, menores 
tiempos de 
respuesta 
institucionales 



Reformas 
legales 
presentadas 



2019-
2034 



Comisiones 
jurisdiccionales  



Despachos y 
oficinas judiciales 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 los 
procedimientos 
de trabajo y 
requisitos para los 
diferentes 
trámites 
garanticen la 
uniformidad a las 
personas 
usuarias. 



Cantidad 
procedimientos 
de trabajo y 
requisitos 
unificados.  



2019-
2034 



Dirección de 
Planificación; 
Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Contraloría de 
Servicios 



Dirección Jurídica; 
Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Administraciones 
Regionales; 
Consejos de 
Administración; 
Dirección 
Ejecutiva; 
Dirección de 
Gestión Humana; 
Contraloría de 
Servicios 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 debe 
contarse con 
acceso 
electrónico en  al  
menos el 90% de 
los servicios 
ofrecidos por el 
Poder Judicial. 



Porcentaje de 
acceso. 



2019-
2034 



Comisión 
Gerencial de 
Tecnología 



Consejo Superior; 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Administraciones 
Regionales; 
Dirección 
Ejecutiva; 



Recursos 
ordinarios 



  Que al 2033 se 
haya integrado a 
la ciudadanía en 
el 100% de los 
procesos de 
rediseño de 
despachos y 



Porcentaje de 
procesos de 
rediseño con 
participación 
ciudadana  
 



2019-
2034 



Dirección de 
Planificación;  



Comisión de 
Personas Usuarias 
del Poder Judicial; 
Consejos de 
Administración de 
Circuito; 
Contraloría de 



Recursos 
ordinarios 
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oficinas del Poder 
Judicial, así como 
en la elaboración 
de planes 
estratégicos 
institucionales. 
 



Servicios 



2-Desarrollo 
sostenible de 
la gestión 
judicial 



Articular los 
diferentes 
intervinientes 
en la 
administración 
de justicia, con 
el fin de 
garantizar el 
uso eficiente de 
los recursos y la 
calidad del 
servicio público. 



Al 2033 deben 
estar definidos e 
implementados 
los mecanismos 
para determinar 
el costo/beneficio 
de los diferentes 
sistemas y 
servicios que se 
brindan. 
(ODS 2030 
objetivo 9) 



Mecanismos 
implementados. 
  



2019-
2034 



Dirección 
Ejecutiva 



Administraciones 
Regionales; 
Dirección de 
Planificación 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 deben 
estar definidos e 
implementados 
los mecanismos 
para valorar la 
sostenibilidad de 
los servicios que 
se prestan con o 
sin tecnología. 
(ODS 2030 
objetivo 11) 



Mecanismos 
implementados. 
 



2019-
2034 



Consejo Superior  Dirección de 
Planificación; 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Contraloría de 
Servicios del 
Poder Judicial; 
Dirección 
Ejecutiva  



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 se deben 
haber definido e 
implementado los 
mecanismos para 
valorar y 
disminuir en la 
medida de lo 
posible el impacto 
ambiental de la 
plataforma 
tecnológica 
institucional.  
(ODS 2030 
objetivo 11) 



Mecanismos 
implementados. 
 



2019-
2034 



Comisión de 
Gerencial de 
Tecnología 



Corte Plena, 
Consejo Superior, 
Dirección de 
Tecnología de la 
Información, 
Dirección 
Ejecutiva; 
Comisión de 
Gestión 
Ambiental 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 debe 
contarse con 
parámetros de 
tiempos de 
respuesta en los 
servicios 
institucionales, de 
manera que se 
pueda controlar 
apropiadamente 
el impacto de las 
medidas 
adoptadas y su 
sostenibilidad. 



Parámetros de 
tiempos de 
respuesta 
aprobados por 
las autoridades 
superiores 



2019-
2034 



Dirección de 
Planificación 



Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Contraloría de 
Servicios; 
Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Administraciones 
Regionales 



Recursos 
ordinarios 
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(ODS 2030 
objetivo 9) 



  Al 2033 se debe 
evidenciar una 
reducción de al 
menos 25% de los 
tiempos de 
respuesta 
institucionales en 
al menos tres 
materias que 
presenten alto 
impacto para la 
persona usuaria. 
(ODS 2030 
objetivo 16) 



Porcentaje de 
reducción del 
tiempo de 
respuesta en 
cada materia 



2019-
2034 



Centro de Apoyo, 
Coordinación, 
Mejoramiento de 
la Función 
Jurisdiccional 



Comisiones 
Jurisdiccionales; 
Comisión de 
Personas 
Usuarias; 
Consejos de 
Administración; 
Dirección de 
Planificación 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 debe 
evidenciarse una 
reducción de al 
menos un 15% en 
las  gestiones de 
las personas 
usuarias ante la 
Contraloría de 
Servicios por 
motivo de 
insatisfacción con 
los tiempos de 
respuesta 
institucionales. 
(ODS 2030 
objetivo 16) 



Porcentaje de 
reducción en el 
ingreso de las 
gestiones en 
relación con la 
medición inicial 
 



2019-
2034 



Contraloría de 
Servicios 



Comisión de 
Personas Usuarias 



Recursos 
ordinarios 



  Que al 2033 los 
estudios 
organizacionales y 
administrativos 
transversalicen el 
tema del medio 
ambiente. (ODS 
2030 objetivo 12) 



Estudios 
incorporan la 
perspectiva de 
medio 
ambiente 



2019-
2034 



Consejo Superior; 
Dirección de 
Planificación  



Los centros de 
responsabilidad 
(oficinas y 
despachos 
judiciales) 



Recursos 
ordinarios 



3- Cultura 
Institucional 
hacia la 
mejora 
continua de 
los servicios: 
Actitudes y 
hábitos  
 



Propiciar un 
cambio en la 
cultura 
institucional 
para la mejora 
continua del 
servicio. 



Al 2033 debe 
estar definido e 
implementado un 
programa para 
mantener 
actualizado al 
personal judicial 
en el uso de los 
recursos 
tecnológicos 
institucionales.  



Programa 
implementado 



2019-
2034 



Escuela Judicial y 
Dirección de 
Gestión Humana 



Dirección de 
Tecnología de la 
Información; 
Unidades de 
Capacitación 



Recursos 
ordinarios 
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  Al 2033 debe 
estar definido e 
implementado 
una política de 
formación 
integral, 
progresiva y 
constante del 
talento humano 
del Poder Judicial, 
que sea 
congruente entre 
los planes de 
entrenamiento y 
capacitación, con 
los 
requerimientos 
reales según 
competencias. 



Programa 
implementado 



2019-
2034 



Escuela Judicial y 
Dirección de 
Gestión Humana 



Unidades de 
Capacitación del 
Poder Judicial 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 los 
indicadores que 
permitan 
determinar las 
carencias en 
materia de uso de 
la plataforma 
tecnológica deben 
estar definidos e 
implementados.  



indicadores 
implementados 



2019-
2034 



Dirección de 
Tecnología de 
Información;  



Dirección de 
Planificación; 
Dirección 
Ejecutiva 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 al menos 
el 50% del 
personal judicial 
haya recibido la 
capacitación 
necesaria para la 
mejora continua. 



Porcentaje de 
personal 
capacitado 



2019-
2034 



Dirección de 
Gestión Humana; 
Escuela Judicial; 
Centro de 
capacitación del 
OIJ, Defensa 
Pública; 
Ministerio Público 



Consejos de 
Administración  



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 el 100% 
del personal 
judicial de nuevo 
ingreso haya 
recibido 
capacitación 
formal atinente 
como parte de su 
proceso de 
inducción al 
Poder Judicial. 



Porcentaje de 
personal 
capacitado 



2019-
2034 



Dirección de 
Gestión Humana 



Centros de 
Capacitación 



Recursos 
ordinarios 



  Al 2033 la 
Dirección de 
Gestión Humana 
haya incorporado 
dentro de sus 
Subprocesos las 
acciones 
necesarias para 
proporcionar a las 
instancias 



Acciones 
desarrolladas 



2019-
2034 



Dirección de 
Gestión Humana 



Unidades de 
Capacitación 



Recursos 
ordinarios 
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judiciales de 
personal idóneo 
para el 
cumplimiento de 
los objeticos 
institucionales, 
conforme a una 
política de 
administración 
del talento 
humano según 
competencias. 



  Al 2033 en los 
despachos 
rediseñados el 
personal judicial 
de sostenibilidad 
en el tiempo al 
modelo 
implementado.   



Despachos que 
mantienen el 
modelo. 



2019-
2034 



Consejos de 
Administración 



Jefaturas de las 
oficinas y 
despachos 
Judiciales; 
Dirección de 
Planificación 



Recursos 
ordinarios 



 



 



 Se debe considerar que, dada la naturaleza del Poder Judicial, se identifican como 
las principales limitaciones para el cumplimiento del modelo de gestión y plan de acción, 
todos aquellos aspectos de índole legal, presupuestarios y técnicos aplicables a todos los 
intervinientes en el modelo propuesto. 
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PROGRAMA HACIA CERO PAPEL



ceropapel@poder-judicial.go.cr


Teléfonos: 2295-3286 ó 2295-4795






  San José, 16 de noviembre de 2018                                                                  



                                                                                                                     Nº PHCP- 09-2018


Señoras


Señores



Integrantes del Consejo Superior



PODER JUDICIAL



Estimadas señoras y señores:


  El Programa Hacia Cero Papel presenta para su conocimiento y posterior remisión a Corte Plena para su respectiva valoración y aprobación, la propuesta de la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”, ello en atención con lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión Nº 46-15 celebrada el 14 de mayo 2015 artículo LXXII,  mediante el cual acordó que el “…Departamento de Planificación en conjunto con los Integrantes del Programa Hacia Cero Papel, elaboren una metodología que permita revisar y evaluar la política actual del citado Programa, lo anterior con el fin de generar una  propuesta de ajuste y actualización.”  


El proceso construcción de la nueva política inició desde finales de 2016, la cual se supeditó a la Metodología de Administración de Proyectos Institucionales del Poder Judicial, además se tomó como base para su desarrollo los parámetros que debe tener una política pública así establecidos por el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica (MIDEPLAN); en ese sentido  se llevaron a cabo primero un diagnóstico y luego una serie de talleres donde se propició un proceso de diálogo, consulta, validación y participación de actores estratégicos -internos y externos al Poder Judicial- que directa e indirectamente se prevé obtendrán un beneficio o mejoría de la situación actual con la política, contándose con la orientación en este proceso de construcción, de dos personas representantes de MIDEPLAN.


El producto obtenido del diagnóstico y los diferentes talleres realizados, fue analizado por un equipo de trabajo conformado por: Argili Gómez Siu, María de los Ángeles Gamboa Consejo, Rocío Picado Vargas, Orlando Castrillo Vargas y Erick Alfaro Romero; quienes con los insumos elaboraron la propuesta de la “Política hacia una Justicia Pronta y sin papeles”, la cual incorpora los siguientes componentes:


· Identificación del problema y definición de objetivo



· Participación y los grupos de población objetivo



· Marco legal de la política



· Enfoques, principios y características



· Ejes de intervención, objetivos, resultados, acciones y otras variables



· Modelo de gestión



· Visualización de actores, gobernanza y participación 



· Seguimiento, control, evaluación y rendición de cuentas


· Plan de acción



Es importante señalar, que poner en práctica nuevas formas de actuación para lograr una justicia pronta, eficiente, eficaz y efectiva de conformidad con el mandato constitucional (artículo 41 de la Constitución Política), es una obligación y responsabilidad de todas y todos dentro del Poder Judicial; por lo que, la nueva “política hacia una justicia pronta y sin papeles” tiene como alcance, el establecimiento de una política pública que contribuya a encaminar al Poder Judicial  a mejorar en gran medida el acceso a la justicia y la tutela efectiva de una justicia pronta y cumplida, ya que busca la eliminación progresiva de los formalismos excesivos e innecesarios en la tramitación de los procesos (administrativos y jurisdiccionales), que permita la reducción del uso del papel en los procesos judiciales en general y la maximización de los recursos tecnológicos, sin deterioro de los derechos fundamentales de las personas usuarias.   Esto desde tres ejes o líneas de acciones, por un lado propiciando a celeridad y simplificación del sistema de Administración de justicia, a través del rediseño judicial;  que conlleve necesariamente la articulación de los diferentes intervinientes en la administración de justicia, con el fin de garantizar el uso eficiente de los recursos y la calidad del servicio público; todo de la mano de los esfuerzos estratégicos que se deben implementar en el Poder Judicial, para lograr paulatinamente un cambio en la cultura institucional que incorpore como un factor importante la gestión o administración de talento del personal judicial, como un medio para la mejora continua del servicio contando con la participación de las personas usuarias en el proceso.




Así, el Programa Hacia Cero Papel presenta la nueva “política hacia una justicia pronta y sin papeles”, propuesta que fue remitida previamente a todas las jefaturas de las oficinas administrativas, altos jerarcas de la Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Ministerio Público, Comisión de Acceso a la Justicia, personas internas y externas al Poder Judicial que participaron en los diferentes talleres, entre otras actores estratégicos; donde las observaciones recibidas fueron valoradas por el equipo de trabajo.


           Sin otro particular se suscribe muy atentamente,


Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez 


Coordinadora Programa Hacia Cero Papel





